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PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 468 DE 2020 CÁMARA

por la cual se modifica la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia  
y se dictan otras disposiciones.

PROYECTODE lEY ESTATUTARIANo. DE _

"Por la cual se modifica la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de
Justicia y se dictan otras disposiciones"

El CONGRESODE COLOMBIA

DECRETA:

ARTíCULO 1. Modifíquese el artículo 1 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 1. ADMINISTRACiÓN DE JUSTICIA. La administración de justicia es la parte de la
función pública que cumpie el Estado encargada por la Constitución Política y la ley de hacer
efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin de
realizar la convivencia social.

Deberá garantizarse su prestación mediante las herramientas, recursos y mecanismos
conforme a los parámetros señalados en la Ley.

Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo, se deberán aprovechar las tecnologías
de la información y las comunicaciones, así como de los recursos que permitan garantizar la
prestación continua del servicio de justicia, asegurando el acceso, el ejercicio del derecho a la
intimidad y a la reserva de los datos personales y confidenciales que por una U otra razón
pudiesen ser de conocimiento público.

ARTíCULO 2. Modifíquese el artículo 2 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 2. ACCESOA LA JUSTICIA. El Estado garantiza el acceso de todas las personas a la
administración de justicia. Será de su cargo el amparo de pobreza y el servicio de defensoría
pública. En cada municipio habrá como mínimo un defensor público.

Deberá garantizarse el acceso a la justicia a todos los ciudadanos, con independencia de sus
circunstancias personales, medios o conocimientos, procurando la permanente actualización
de los recursos disponibles y la formación adecuada de los servidores públicos y de los usuarios
para garantizar el acceso a la justicia.

Las personas que demanden la tutela de sus derechos e intereses podrán hacerlo a través de
los medios tecnológicos y digitales que para el efecto se establezcan.

Los municipios, personerías y otras entidades públicas, en la medida de sus posibilidades,
dispondrán en sus sedes los medios para que los usuarios del sistema de justicia puedan
acceder para adelantar actuaciones judiciales virtuales.



Página 2	 Lunes, 23 de noviembre de 2020	 Gaceta del Congreso  1356

La oferta de justicia en cada municipio contará con una planeación adecuada y participativa,
atendiendo a las características particulares de conflictividad social, características
sociodemográficas, demanda de justicia existente y potencial, y condiciones para la
implementación de mecanismos alternativos de solución de conflictos.

El Estado garantizará el acceso a la justicia en las zonas rurales y promoverá la creación de
mecanismos judiciales y administrativos que atiendan a las particularidades de estos
territorios, así como mecanismos alternativos de solución de conflictos, para resolver los
conflictos individuales y comunitarios que se presenten en dichas zonas, procurando el uso de
las tecnologías de la información.

En caso de ser necesario los despachos judiciales podrán contar con un facilitador que provea
información a los ciudadanos con miras a superar las barreras de acceso a la administración de
justicia.

El Estado también promoverá la articulación entre las distintas formas de oferta de justicia y
facilitará el acceso coordinado a las mismas por parte de los ciudadanos.

Las autoridades competentes adecuarán la infraestructura física para la prestación del servicio
de justicia y ajustarán sus procedimientos e instrumentos de gestión, para garantizar la
adecuada y oportuna atención a la población en situación de discapacidad.

Con el propósito de contar con información que facilite la adopción de medidas para el
fortalecimiento del acceso a la justicia, el Estado diseñará e implementará instrumentos para
la medición periódica de la situación de acceso a justicia y satisfacción de necesidades jurídicas
en los diferentes territorios del país.

Parágrafo. La Defensoría del Pueblo suministrará información al Consejo Superior de la
Judicatura sobre la situación de la atención y el servicio al ciudadano en la administración de
justicia, así como sobre las necesidades de asistencia y asesoría legal, la cual será tenida en
cuenta para las decisiones sobre oferta de justicia en el territorio.

ARTíCULO 3. Modifíquese el artículo 3 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO32. DERECHODE DEFENSA.En toda clase de actuaciones judiciales y administrativas
se garantiza, sin excepción alguna, el derecho de defensa, de acuerdo con la Constitución
Política, los tratados internacionales vigentes ratificados por Colombia y la ley.

Los estudiantes de derecho pertenecientes a los consultorios jurídicos de las universidades
debidamente reconocidas por el Estado podrán ejercer la defensa técnica con las limitaciones
que señale la ley.

La Defensoría del Pueblo velará, en el marco de sus funciones constitucionales y legales, por el
asesoramiento jurídico, la atención adecuada y el buen servicio a los usuarios de la
Administración de Justicia, procurando especialmente la superación de barreras de acceso a la
justicia que se presentan en los contextos rurales.

ARTíCULO 4. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 6. GRATUIDAD. La administración de justicia será gratuita y su funcionamiento
estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las agencias en derecho, costas, expensas y aranceles
judiciales que se fijen de conformidad con la ley.

No podrá cobrarse arancel en los procedimientos de carácter penal, laboral, contencioso
laboral, de familia, de menores, que sean de naturaleza ordinaria o contenciosa administrativa,
en las actuaciones judiciales, en los juicios de control constitucional, en el trámite de la tutela
y demás acciones constitucionales. Tampoco podrá cobrarse aranceles a las personas de
escasos recursos cuando se decrete el amparo de pobreza o en aquellos procesos o actuaciones
judiciales que determine la ley.

El arancel judicial constituirá un ingreso público a favor de la Rama Judicial.

ARTíCULO 5. Modifíquese el artículo 8 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO8. MECANISMOS ALTERNATIVOS. La Ley podrá establecer mecanismos alternativos
al proceso judicial para solucionar los conflictos que se presenten entre los asociados y señalará
los casos en los cuales habrá lugar al cobro de honorarios por estos servicios.

Excepcionalmente la ley podrá atribuir funciones jurisdiccionales a ciertas y determinadas
autoridades administrativas para que conozcan de asuntos que por su naturaleza o cuantía
puedan ser resueltos por aquellas de manera adecuada y eficaz. En tal caso la ley señalará las
competencias, las garantías al debido proceso y las demás condiciones necesarias para
proteger en forma apropiada los derechos de las partes.

Los particulares podrán ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en
la condición de conciliadores o en la de árbitros debidamente habilitados por las partes para
proferir decisiones en derecho o en equidad.

El Estado promoverá por conducto de las autoridades judiciales y administrativas, el acceso a
los mecanismos alternativos y a aquellos donde los particulares administran justicia
transitoriamente, atendiendo las características de la conflictividad existente y/o potencial, así
como la caracterización sociodemográfica y la presencia institucional y de actores que
participan en la administración de justicia en cada territorio.

ElConsejo Superior de la Judicatura, en coordinación con el Ministerio de Justicia y del Derecho
realizará el seguimiento y evaluación de las medidas que se adopten en desarrollo de lo
dispuesto por este artículo y cada dos (2) años rendirán informe al Congreso de la República
con las recomendaciones pertinentes.
las entidades públicas y privadas que gestionen los mecanismos alternativos de solución de
conflictos deberán suministrar periódicamente al Ministerio de Justicia y del Derecho, y al
Consejo Superior de la Judicatura, informes sobre su gestión, donde se detalle la información
acerca del número, tipología y resultados de los asuntos atendidos.

ARTíCULO 6. Modifíquese el artículo 11 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por:
1. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones:
a) De la Jurisdicción Ordinaria:
1. Corte Suprema de Justicia.
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial.
3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de ejecución de
penas, de pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás especializados y promiscuos
que se creen conforme a la ley;
b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo:
1. Consejo de Estado
2. Tribunales Administrativos
3. Juzgados Administrativos y los demás Juzgados Administrativos Especializados que creen la
ley;
cl De la Jurisdicción Constitucional:
1. Corte Constitucional;
d) De la Jurisdicción de Paz:Jueces de Paz.
e) De la Jurisdicción Disciplinaria:
1. Comisión Nacional de Disciplina Judicial
2. Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial
11. la Fiscalía General de la Nación.
111. El Consejo Superior de la Judicatura.

PARÁGRAFO10. la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado, el
Consejo Superior de ia Judicatura y la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, tienen
competencia en todo el territorio nacional. los Tribunales Superiores, los Tribunales
Administrativos y las comisiones seccionales de disciplina judicial tienen competencia en el
correspondiente distrito judicial o administrativo. los jueces del circuito tienen competencia
en el respectivo circuito y los jueces municipales en el respectivo municipio; los jueces de
pequeñas causas a nivel municipal y local.

los jueces especializados y los de descongestión tendrán la competencia territorial y material
específica que les señale el acto de su creación.

PARÁGRAFO20. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en todo el
territorio nacional.

PARÁGRAFO 30. En cada municipio funcionará al menos un Juzgado cualquiera que sea su
categoría. Para el efecto el Consejo Superior de la Judicatura también podrá crear despachos
judiciales, jueces y magistrados de apoyo itinerantes. Dichos jueces tendrán competencia para
tramitar y resolver los procesos dentro de los despachos que se señalen expresamente, de
acuerdo a la demanda de justicia.

PARÁGRAFO 40. En las ciudades se podrán organizar los despachos judiciales en forma
desconcentrada.

ARTíCULO 7. Modifíquese el artículo 12 de la ley 270 de 1996, ei cual quedará así:

ARTíCULO 12. DEL EJERCICIODE LA FUNCiÓN JURISDICCIONALPOR LA RAMA JUDICIAL. la
función jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera permanente por las
corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, según se precisa en la
Constitución Política y en la presente ley Estatutaria.

Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucional, la jurisdicción disciplinaria, la
jurisdicción de lo contencioso administrativo, los jueces de paz y la jurisdicción ordinaria que
conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por la Constitución o la ley a otra
jurisdicción.

la Fiscalía General de la Nación ejerce excepcionalmente función jurisdiccional, en los términos
y condiciones señalados en la ley.

la Jurisdicción penal militar y la jurisdicción especial indígena ejercen función jurisdiccional
pero no hacen parte de la Rama Judicial.

ARTíCULO 8. Modifíquese el artículo 13 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 13. DEL EJERCICIODE LA FUNCiÓN JURISDICCIONALPOR OTRAS AUTORIDADES Y
POR PARTICULARES. Ejercen función jurisdiccional de acuerdo con lo establecido en la
Constitución Política:

1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y faltas disciplinarias que se
formulen contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra los
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte
Constitucional, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y del Consejo Superior de la
Judicatura y el Fiscal General de la Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus
cargos.
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2. las autoridades administrativas respecto de conflictos entre particulares, de acuerdo con
las normas sobre competencia y procedimiento previstas en las leyes. Tales autoridades no
podrán, en ningún caso, realizar funciones de instrucción o juzga miento de carácter penal;

3. los particulares actuando como conciliadores o árbitros habilitados por las partes, en los
términos que señale la ley. Tratándose de arbitraje, en el que no sea parte el Estado o
alguna de sus Entidades, los particulares podrán acordar las reglas de procedimiento a
seguir, directamente o por referencia a las de un Centro de Arbitraje, respetando, en todo
caso los principios Constitucionales que integran el debido proceso.

ARTíCULO9. Modifíquese el artículo 15 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 15. INTEGRACiÓN. la Corte Suprema de Justicia es el máximo Tribunal de la
Jurisdicción Ordinaria y está integrada por veintitrés dos (32) elegidos por la misma
corporación para períodos individuales de ocho años, de listas superiores a cinco (5) candidatos
que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por el
Consejo Superior de la Judicatura.

El Presidente será elegido por la corporación para un periodo de dos (2) años, la representará
y tendrá las funciones que le señale la ley y el reglamento.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, la Sala laboral de la Corte Suprema
de Justicia tendrá Magistrados de descongestión en forma transitoria y por un período que no
podrá superar el término de ocho (8) años, contados a partir de la fecha de posesión.

ARTíCULO 10. Añádase un tercer inciso al artículo 19 de la ley 270 de 1996, el cual dice lo
siguiente:

ARTíCULO 19. JURISDICCiÓN. (...) El Consejo Superior de la Judicatura podrá hacer
modificaciones a la conformación de las Salas de Decisión con fundamento en los resultados
de gestión de dichas Salas.

ARTíCULO 11. Elimínese el numeral primero del artículo 20 de la ley 270 de 1996.

ARTíCULO 12. Modifíquese el artículo 21 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 21. INTEGRACiÓN. la célula básica de la organización judicial es el juzgado,
cualquiera que sea su categoría y especialidad, y se integrará por el juez titular y por los
empleados que determine el Consejo Superior de la Judicatura en aplicación de los criterios
señalados en la ley.

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura determinará e implementará modelos de
gestión en los despachos, oficinas de apoyo, centros de servicios judiciales y administrativos, y

demás dependencias de la Rama Judicial, siguiendo los parámetros establecidos para ello en
los artículos 2 y 51 de la presente Ley y priorizará la atención de las necesidades e
implementación de medidas de modernización tecnológica en los Juzgados.

ARTíCULO 13. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 22. RÉGIMEN DE LOS JUZGADOS. Los Juzgados Civiles, Penales, de Familia,
Laborales, de Ejecución de Penas, de Pequeñas Causas y demás juzgados especializados
creados conforme a la ley, que determine el Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad
con las necesidades de la administración de justicia en cada circuito o municipio, integran la
Jurisdicción Ordinaria. Sus características, denominación y número serán los establecidos por
dicha Corporación.

Cuando el número de asuntos así lo justifique, los juzgados podrán ser promiscuos para el
conocimiento de procesos civiles, penales, laborales o de familia.

De conformidad con las necesidades de cada ciudad y de cada mUniCIp'O habrá jueces
municipales de pequeñas causas y competencia múltiple sobre asuntos de la Jurisdicción
Ordinaria, definidos legalmente como conflictos menores. La localización de sus sedes será
descentralizada en aquellos sectores de ciudades y municipios donde así se justifique en razón
de la demanda de justicia. Su actuación será oral, sumaria y en lo posible de única audiencia.

Para garantizar el acceso a la administración de justicia, el Consejo Superior de la Judicatura
podrá crear Juzgados itinerantes para solventar las necesidades de administración de justicia
en algunas zonas del país, de acuerdo a lo previsto en los artículos 2 y 51 de esta Ley.

ARTícULO 14. Modifíquese el artículo 34 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 34. INTEGRACiÓN Y COMPOSICiÓN. El Consejo de Estado es el máximo Tribunal de
lo Contencioso Administrativo y Cuerpo Supremo Consultivo del Gobierno y estará integrado
por treinta y tres (33) magistrados, elegidos por la misma Corporación para los períodos
individuales que determina la Constitución Política, de listas superiores a cinco (5) candidatos,
que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por la
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

El Consejo de Estado ejerce sus funciones por medio de las siguientes Salas, integradas así: la
Plena, por todos sus miembros; la de lo Contencioso Administrativo, por veintinueve (29)
consejeros, la de Consulta y Servicio Civil, por los cuatro (4) consejeros restantes; la Sala de
Gobierno, conformada por el Presidente y el Vicepresidente del Consejo de Estado y por los
Presidentes de la Sala de Consulta y Servicio Civil y de las Secciones de la Sala de lo Contencioso
Administrativo y las demás que determine la ley.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, el Consejo de Estado tendrá una
sala transitoria de descongestión durante un término de ocho (8) años integrada por doce (12)
magistrados de descongestión, que tendrá como única función evacuar los inventarios de
procesos pendientes de fallo y demás asuntos de conocimiento del Consejo de Estado que
determine la Sala Plena de esa Corporación.

El periodo de los magistrados de descongestión será de ocho (8) años contados a partir de la
fecha de la posesión, sin que en ningún caso desempeñen el cargo por un término mayor al
previsto para la sala de descongestión.
Los magistrados de descongestión no formarán parte de la Sala Plena del Consejo de Estado, ni
de la sala plena de lo contencioso administrativo, ni de la Sala de Gobierno. Tampoco
tramitarán acciones de tutela, populares, de grupo, de cumplimiento, pérdidas de investidura
de congresistas, recursos extraordinarios de anulación de laudos arbitrales, recursos de hábeas
corpus, y no tendrán funciones administrativas, salvo la designación de los empleados
asignados al despacho de descongestión.

Los requisitos y forma de elección para el cargo de magistrado de la Sala Transitoria de
Descongestión serán los previstos en la Constitución y la Ley para los magistrados del Consejo
de Estado.

ARTícULO 15. Modifíquese el artículo 36 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 36. DE LA SALA DE LO CONTENCIOSOADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso
Administrativo se dividirá en cinco (5) Secciones, cada una de las cuales ejercerá
separadamente las funciones que de conformidad con su especialidad y cantidad de trabajo le
asigne la Sala Plena del Consejo de Estado, de acuerdo con la Ley y el reglamento interno de la
Corporación y estarán integradas de la siguiente manera:

a) La Sección Primera se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de las cuales estará
integrada por tres (3) magistrados.

b) La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de las cuales estará
integrada por tres (3) magistrados.

c) La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsecciones, cada una de las cuales estará
integrada por tres (3) magistrados.

d) La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados,

e) LaSección Quinta, por cuatro (4) magistrados.

El reglamento de la Corporación determinará y asignará los asuntos y las materias cuyo
conocimiento corresponda a cada Sección y a las respectivas Subsecciones, de acuerdo con las

prescripciones generales que determinen la Constitución y la Ley~

En todo caso, la acción de pérdida de investidura de congresistas será de competencia de las
Salas Especiales de Decisión de Pérdida de Investidura en primera instancia, y de la Sala Plena
de lo Contencioso Administrativo en segunda instancia.

PARÁGRAFO. La Sala Transitoria de Descongestión del Consejo de Estado ejercerá sus
funciones de manera separada de las demás salas y secciones de la Corporación y no podrá
dictar sentencias de unificación. Cuando la sala transitoria considere que en un proceso
determinado es necesario proferir providencia de unificación o hay lugar a modificar el
precedente de la Corporación deberá remitir el expediente a la Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo o a la Sección correspondiente para que asuma el conocimiento y profiera la
decisión.

El reglamento del Consejo de Estado determinará las reglas del reparto de los asuntos para la
Sala Transitoria de Descongestión y los eventos en que podrán ser reasignados a las Secciones
o Salas del Consejo de Estado, con sujeción a las garantías del debido proceso.

El Consejo Superior de la Judicatura, en coordinación con la Sala Plena del Consejo de Estado,
determinará la estructura y planta de personal de la Sala Transitoria de Descongestión, de la
Secretaría y de cada uno de los despachos.

ARTíCULO 16. Elimínese el numeral 3 y modifíquese el parágrafo del artículo 37 de la Ley 270
de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 37. DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSOADMINISTRATIVO.

PARÁGRAFO. Los conflictos de competencia entre los Tribunales Administrativos, entre
Secciones de distintos Tribunales Administrativos, entre los Tribunales y Jueces de la
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo pertenecientes a distintos distritos judiciales
administrativos, serán resueltos por las respectivas Secciones o Subsecciones del Consejo de
Estado, de acuerdo con su especialidad. Los conflictos entre juzgados de la jurisdicción de lo
contencioso administrativo de un mismo circuito, entre secciones de un mismo Tribunal
Administrativo serán decididos por el correspondiente Tribunal en pleno.

ARTíCULO 17. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 40. JURISDICCiÓN. Los Tribunales Administrativos son creados por el Consejo
Superior de la Judicatura para el cumplimiento de las funciones que determine la ley procesal
en cada distrito judicial administrativo y tienen el número plural e impar de magistrados que
dicho Consejo determine de acuerdo a las características particulares de conflictividad social,
características sociodemográficas y demanda de justicia existente y potencial en el Distrito
Judicial.
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los Tribunales Administrativos ejercerán sus funciones por conducto de la Sala Plena, integrada
por la totalidad de los magistrados; por la Sala de Gobierno, por las Salas especializadas y por
las demás salas de decisión plurales, de acuerdo con la ley.

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura determinará el número plural de
magistrados que integrarán las Salas de Decisión. En el evento de que ocurra empate en el
desarrollo de la Sala de Decisión, se integrará a dicha sala el magistrado que siga en turno en
estricto orden alfabético de apellidos.

El Consejo Superior de la Judicatura podrá hacer modificaciones a la conformación de las Salas
de Decisión con fundamento en los resultados de gestión de dichas Salas durante el periodo
bianual anterior.

ARTíCULO 18. Modifíquese el artículo 41 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO41. SALA PLENA. la Sala Plena de los Tribunales administrativos, conformada por la
totalidad de los Magistrados que integran la Corporación ejercerá las siguientes funciones:

1. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de servicios de los jueces del
respectivo Distrito Judicial, que servirá de base para la calificación integral. En esta evaluación
deberá considerar la tasa de decisiones judiciales de los respectivos despachos que hubieren
sido revocadas en virtud de fallos de tutela en firme.
2. Dirimir los conflictos de competencias que surjan entre las secciones o subsecciones de un
mismo Tribunal y aquellos que se susciten entre dos jueces administrativos del mismo distrito.
3. las demás que le asigne la ley.

ARTíCULO 19. Modifíquese el artículo 42 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 42. RÉGIMEN. los Juzgados Administrativos y los Juzgados Especializados
Administrativos que de conformidad con las necesidades de la administración de justicia
determine el Consejo Superior de la Judicatura para el cumplimiento de las funciones que
prevea la ley procesal en cada circuito o municipio, integran la jurisdicción contenciosa
administrativa. Sus características, denominación y número serán establecidos por esa misma
Corporación, de conformidad con lo establecido en la presente ley.

En lo que refiere a la gestión administrativa podrán compartir recursos logísticos con las
entidades de la Rama Ejecutiva de mayor presencia en áreas rurales, que para ese propósito
celebren un convenio interadministrativo con el Consejo Superior de la Judicatura. El Consejo
Superior de la Judicatura reglamentará la suscripción de estos convenios.

ARTíCULO 20. Modifíquese el numeral 2 del artículo 48 de la ley 270 de 1996, el cual quedará
así:

ARTíCULO 48. ALCANCE DE LAS SENTENCIAS EN EL EJERCICIO DEL CONTROL
CONSTITUCIONAL. Lassentencias proferidas en cumplimiento del control constitucional tienen
el siguiente efecto:

2, Las decisiones judiciales adoptadas en ejercIcIo de la acclOn de tutela tienen carácter
obligatorio únicamente para las partes. La Corte Constitucional podrá fijar efectos "inter
comunis" o "inter pares" cuando lo consideren necesario para la efectiva garantía de los
derechos fundamentales objeto de amparo,

El precedente jurisprudencial fijado por la Corte Constitucional al revisar los fallos de tutela, es
vinculante para los servidores públicos y los particulares. Si los jueces deciden apartarse del
precedente trazado en las sentencias de revisión de la Corte Constitucional deberán justificar
de manera suficiente y adecuada el motivo que les lleva a hacerlo, so pena de infringir el
principio de igualdad,

ARTíCULO 21. Modifíquese el artículo SSde la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO SS. ELABORACiÓN DE LAS PROVIDENCIASJUDICIALES. Las sentencias judiciales
deberán referirse a todos los hechos y asuntos planteados en el proceso por los sujetos
procesales,

La parte resolutiva de las sentencias estará precedida de las siguientes palabras:
«Administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley»,

En las decisiones judiciales, se deberá utilizar una pulcritud y sencillez del lenguaje que facilite
la comprensión de los destinatarios; la claridad, pertinencia, concreción y suficiencia de la
argumentación que fundamenta la decisión, el análisis de los hechos y las pruebas que
respaldan las providencias judiciales y el respeto por las garantías del debido proceso, se
tendrán en cuenta como factores esenciales en la evaluación del factor cualitativo de la
calificación de servicios de jueces y magistrados,

Para efecto de la sistematización de la información y la gestión de informática jurídica, el
Consejo Superior de la judicatura podrá fijar parámetros formales y esquemáticos para la
elaboración de las providencias judiciales, relacionados con tipo de letra, espaciado, reglas para
incorporación de citas, uso de elementos identificatorios del respectivo despacho judicial. Estos
parámetros no podrán incorporar restricciones o reglas relativas al contenido sustancial de las
decisiones judiciales que afecten la autonomía e independencia judicial.

ARTíCULO 22. Modifíquese el artículo 63 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 63. MEDIDAS DE DESCONGESTiÓN.Antes del 1" de abril de cada año el Consejo
Superior de la Judicatura deberá determinar, con fundamento en el análisis estadístico de los

resultados de la gestión del año anterior y la demanda de justicia, si las circunstancias y
necesidades ameritan adoptar medidas excepcionales de descongestión para el año siguiente
y, en caso afirmativo, establecerá el plan anual de descongestión de la Rama Judicial que
deberá incluir las medidas a adoptar, los despachos judiciales a impactar, definir su alcance,
duración y los mecanismos de seguimiento y evaluación.

Cuando las medidas impacten cuerpos colegiados deberá solicitarse a la Sala Plena respectiva
su concepto previo, el cual deberá ser presentado a través del Presidente de la respectiva
corporación judicial, dentro de los quince (lS) días hábiles siguientes a la solicitud.

En cualquier caso, dos (2) meses antes de la terminación del plazo fijado para la medida de
descongestión, el Consejo Superior de la Judicatura deberá evaluar su impacto y determinar
mediante decisión motivada la necesidad de continuar, modificar o terminar la ejecución de las
medidas adoptadas, para garantizar su efectividad. Para ello, los Consejos Seccionales de la
Judicatura, deberán garantizar el suministro y disponibilidad de la información completa y
actualizada sobre el impacto de las medidas de descongestión en los despachos judiciales que
se adopten, dentro de la seccional a su cargo; igualmente tienen la obligación de comunicar al
Consejo Superior de la Judicatura cuando adviertan el inicio o incremento de condiciones de
congestión judicial en los despachos judiciales de su secciona\.

El proyecto de presupuesto anual elaborado por el Consejo Superior de la Judicatura deberá
contener una partida destinada a sufragar los costos del plan anual de descongestión.

Corresponderá a la Dirección Ejecutiva implementar el plan anual de descongestión dispuesto
por el Consejo Superior de la Judicatura, el cual incluirá las medidas pertinentes, entre ellas las
siguientes:

a) Trasladar transitoriamente despachos judiciales a otras sedes territoriales. Igualmente,
podrá redistribuir o asignar asuntos a despachos o dependencias judiciales de otros distritos,
circuitos o municipios, con el fin de equilibrar. las cargas de trabajo;

b) Crear con carácter transitorio, despachos judiciales, jueces y magistrados de apoyo
itinerantes en cada jurisdicción para atender las mayores cargas por congestión en los
despachos. Dichos jueces tendrán competencia para tramitar y resolver los procesos dentro de
los despachos que se señalen expresamente, de acuerdo a las necesidades de descongestión y
a los estudios sobre la conflictividad y litigiosidad en los territorios a impactar;

c) Salvo en materia penal, seleccionar los procesos cuyas pruebas, incluso inspecciones, puedan
ser practicadas mediante comisión conferida por el juez de conocimiento, y determinar los
jueces que deban trasladarse fuera del lugar de su sede para instruir y practicar pruebas en
procesos que estén conociendo otros jueces; el Consejo Superior de la Judicatura reglamentará
la asignación de viáticos cuando el servidor judicial deba desplazarse por fuera de su sede
judicial;

d) De manera excepcional, crear con carácter transitorio cargos de jueces o magistrados
sustanciadores de acuerdo con la ley de presupuesto;

e) Vincular de manera transitoria a empleados judiciales encargados de realizar las funciones
que se definan en el plan de descongestión de una jurisdicción, de un distrito judicial, o de
despachos judiciales específicos;

f) Contratar a término fijo profesionales expertos y de personal auxiliar para cumplir las
funciones de apoyo que se fijen en el plan de descongestión; y

g) Crear despachos judiciales itinerantes, para la atención de la demanda de justicia en uno o
varios municipios, de acuerdo a las necesidades de descongestión y a los estudios sobre la
conflictividad y Iitigiosidad en los territorios a impactar,

Parágrafo, Para la implementación de las medidas dispuestas en los literales b), d) e) y g) de
este artículo, el Consejo Superior de la Judicatura realizará los nombramientos respectivos,
directamente o a través de la unidad que determine, y previo el desarrollo de un proceso de
escogencia con base en criterios de mérito, el cual seguirá las reglas que fije para el efecto el
mismo Consejo, las cuales en todo caso incluirán como criterios a considerar la experiencia en
cargos afines a la labor a realizar,

La inclusión en la lista de aspirantes para cargos de descongestión en ningún caso generará,
por sí sola, vinculación con la Rama Judicial, y el nombramiento en un cargo de descongestión
no implica la incorporación en el régimen de carrera judicial, por lo que, de ser nombrado en
un cargo de descongestión un integrante de una lista de elegibles vigente, no quedará excluido
de la mencionada lista de elegibles,

ARTíCULO 23. Modifíquese el artículo 63A de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 63A. DEL ORDEN Y PRELACiÓN DETURNOS. Los despachos judiciales tramitarán y
fallarán los procesos sometidos a su conocimiento con sujeción al orden cronológico de turnos.

Las Salas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, Secciones o Subsecciones del Consejo de
Estado, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial o la Corte Constitucional podrán, de manera
excepcional y mediante decisión motivada fáctica y jurídicamente, que los procesos a su cargo
que se encuentren dentro de alguna de las siguientes circunstancias sean tramitados y fallados
de manera preferente:

1. Cuando se trate de asuntos relacionados con graves violaciones de los derechos humanos o
crímenes de lesa humanidad,
2. Cuando se trate de asuntos relacionados con hechos de corrupción de servidores públicos.
3. Cuando existan razones de seguridad nacional.



Gaceta del Congreso  1356	 Lunes, 23 de noviembre de 2020	 Página 5

4. Para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional.
5. Cuando su resolución integra entrañe sólo la reiteración del precedente vinculante y
obligatorio.

LasSalas de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, las Secciones del Consejo
de Estado, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial; las Salas de los Tribunales Superiores y
de los Tribunales Contencioso-Administrativos de Distrito, los Consejos Seccionales de
Disciplina Judicial y los Juzgados de las distintas jurisdicciones podrán determinar un orden de
carácter temático para la elaboración y estudio preferente de los proyectos de sentencia
cuando existe un grupo de procesos sobre materias similares a la del proceso que sigue en
turno; para el efecto, fijarán periódicamente los temas bajo los cuales se agruparán los
procesos y señalarán, mediante aviso, las fechas de las sesiones en las que se asumirá el
respectivo estudio.

Las Salas de la Corte Suprema de Justicia, las Secciones del Consejo de Estado y la Comisión
Nacional de Disciplina Judicial podrán determinar motivadamente los asuntos que carecen de
antecedentes jurisprudenciales o que revisten necesidad de unificar la jurisprudencia o su
solución sea de interés público o puedan tener repercusión colectiva, para que los respectivos
procesos sean tramitados de manera preferente.

La Procuraduría General de la Nación y la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado
podrán solicitar, en el marco de sus competencias, el trámite preferente de los asuntos o
procesos que cumplan alguno de los criterios establecidos en este artículo.

Parágrafo 12. Lo dispuesto en el presente artículo en relación con la jurisdicción de lo
contencioso administrativo se entenderá sin perjuicio de lo previsto por el artículo 18 de la Ley
446 de 1998.

Parágrafo 22. El reglamento interno de cada corporación judicial señalará los días y horas de
cada semana en que ella, sus salas o secciones celebrarán reuniones presenciales o virtuales
para la deliberación de los asuntos de su competencia, sin perjuicio de que se decida sesionar
con mayor frecuencia para imprimir celeridad y eficiencia a las actuaciones.

Parágrafo 32. El Consejo Superior de la Judicatura reglamentará los turnos, jornadas y horarios
para garantizar el ejercicio permanente de la función de control de garantías. En este sentido
no podrá alterar el régimen salarial y prestacional.

ARTíCULO 24. Añádase el Capítulo VII a la Ley 270 de 1996, denominado "Del Precedente
Judicial"

ARTíCULO 25. Añádase el artículo 74A en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

Artículo 74A. IMPERIO DEL DERECHO.los jueces en sus providencias sólo están sometidos al
imperio del derecho. El imperio del derecho incluye el deber de seguir el precedente vertical y
vinculante, esto con el fin de garantizar los principios constitucionales de igualdad, seguridad
jurídica y confianza legítima.

ARTíCULO 26. Añádase el artículo 74B en el Capítulo VII de la ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTíCULO 74B. PRECEDENTEVINCULANTE. El precedente vinculante, consiste en la regla de
decisión aplicable al caso en concreto establecida en una o varias providencias anteriores del
superior jerárquiCO o del órgano de cierre judicial. Por regla de decisión se entenderá la parte
motiva de la providencia que determina la decisión del caso, sin que constituyan precedente
las demás consideraciones contenidas en la providencia que no sean necesarias para resolver
el caso en concreto.

En las providencias de unificación jurisprudencial, también son vinculantes los puntos
resolutivos que expresamente unifican la jurisprudencia de una alta corte.

En los casos en que se discutan asuntos relacionados con la defensa y seguridad nacional, y no
exista precedente aplicable, el juzgador de conocimiento no podrá suspender acciones o
políticas públicas y deberá remitir el asunto a la sala plena del órgano de cierre de la
jurisdicción.

ARTíCULO 27. Añádase el artículo 74C en el Capítulo VII de la ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTícULO 74C. APLICABILIDAD DEL PRECEDENTE.Un precedente es aplicable a un caso
concreto, si los supuestos de hecho de la regla de decisión, en criterio del juez competente, son
análogos a los supuestos de hecho del caso en consideración.

Cuando el precedente sea aplicable, este será vinculante para la providencia que resuelva los
casos análogos subsiguientes y sólo podrá apartarse la decisión judicial posterior, cumpliendo
con los requisitos del artículo 74A.

ARTícULO 28. Añádase el artículo 74D en el Capítulo VII de la ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTíCULO 74D. INAPLlCABILlDAD DELPRECEDENTEVERTICAL. los jueces en sus providencias
no deberán apartarse de los precedentes verticales aplicables, sin embargo, de manera
excepcional, el juez podrá inaplicar un precedente vertical, siempre y cuando:

1. Existe una contradicción entre precedentes, la cual requiere optar por un precedente y
descartar otro.

2. Cambio de la norma en la cual se fundamentó el precedente, el cual modifica la regla
de decisión del precedente, sin que al momento de la decisión la alta corte competente
haya proferido un nuevo precedente fundamentado en la norma modificada.

3. Se presenta una contradicción manifiesta y evidente del precedente con el derecho
material. Esta causal sólo podrá ser aplicada cuando la providencia judicial sea
susceptible de revisión por una alta corte.

En estos casos el funcionario judicial indicará expresamente su desacuerdo con el precedente
y las razones de dicho desacuerdo, así la providencia deberá cumplir con los siguiente deberes:

1. Deber de transparencia: por este deber las providencias deben identificar el precedente
vertical, vinculante y aplicable.

2. Deber de argumentación: por este deber las providencias que se aparten del
precedente vertical, vinculante y aplicable, deberán expresar las razones para no aplicar
el precedente.

ARTícULO 29. Añádase el artículo 74E en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTícULO 74E. FUERZA DEL PRECEDENTEEN LAS ALTAS CORTES.La Corte Constitucional, la
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Comisión Nacional de Disciplina Judicial se
encuentran vinculadas por sus propios precedentes. En las decisiones que profieran sus
respectivas salas o secciones, las altas corporaciones tienen el deber de identificar los
precedentes aplicables y de seguirlos. Sin embargo, de manera excepcional podrán apartarse
de un precedente horizontal, respetando lo establecido en el artículo 740.

ARTíCULO 30. Añádase el artículo 74F en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTíCULO 74F. PRECEDENTEHORIZONTAL EN LOSTRIBUNALESY JUZGADOS. Los tribunales y
juzgados se encuentran vinculados por sus propios precedentes. En las decisiones que
profieran, tienen el deber de identificar y seguir sus propios precedentes, salvo que existan
precedentes vinculantes de un órgano judicial de mayor jerarquía sobre el mismo punto de
derecho. De manera excepcional podrán inaplicar un precedente horizontal, respetando los
deberes de transparencia y argumentación, en 105 mismos casos indicados en el artículo 740.

Los tribunales y juzgados podrán aplicar o inaplicar libremente 105 precedentes de otros
tribunales y juzgados de la misma jerarquía, pero deberán indicar las razones por las cuales se
comparten o no se comparten dichos precedentes.

ARTícULO 31. Añádase el artículo 74G en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTícULO 74G. EFECTOSPROSPECTIVOSDEL CAMBIO DE PRECEDENTE.El cambio de un
precedente tendrá efectos prospectivos. Entodo caso el juzgador podrá determinar, de manera
motivada, un efecto temporal distinto en su providencia.

ARTíCULO 32. Añádase el artículo 74H en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual
establecerá lo siguiente:

ARTíCULO 74H. INTÉRPRETESDELPRECEDENTE.La Corte Constitucional, la Corte Suprema de
Justicia, el Consejo de Estado y la Comisión Nacional de Disciplina Judicial son los intérpretes
autorizados de sus propios precedentes.

ARTíCULO33. Añádase el artículo 741 en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual establece
lo siguiente:

ARTíCULO 741. DEBERDE SOLICITUD DE APLICACiÓN. En las intervenciones ante el juez del
caso, así como en los recursos y en los alegatos de conclusión, las partes e intervinientes tienen
el deber de alegar los precedentes que consideran vinculantes y aplicables al caso en concreto.
Lo anterior sin perjuicio del deber del juzgador de aplicar el precedente vinculante.

ARTíCULO34. Añádase el artículo 74J en el Capítulo VII de la Ley 270 de 1996, el cual establece
lo siguiente:

ARTíCULO 74J. AGRUPACiÓN TEMÁTICA. Las altas cortes, los tribunales y los jueces podrán
agrupar temáticamente los procesos para fallo, aunque los expedientes no se encuentren
acumulados de acuerdo con las normas procesales. Lasconsideraciones del primer fallo podrán
ser reiteradas en los demás, los cuales podrán ser expedidos de manera simultánea, sin
sujeción al orden cronológico de turnos.

ARTícULO 3S. Modifíquese el artículo 7S de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 7S. FUNCIONES BÁSICAS. Al Consejo Superior de la Judicatura le corresponde el
gobierno y la administración de la Rama Judicial, decidir y hacer seguimiento permanente a la
ejecución de las políticas, planes y programas que adopte con el fin de garantizar la autonomía
e independencia judicial, el acceso a la justicia, la eficiencia de la Rama Judicial y la tutela
judicial efectiva.

ARTíCULO 36. Modifíquese el artículo 76 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 76. FUNCIONAMIENTO DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. El
funcionamiento del Consejo Superior de la Judicatura está sometido a las reglas fijadas en la
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Constitución, la Ley y en los Acuerdos que expida en los cuales defina las dependencias o
unidades que lo integran, sus funciones y la planta de personal.

El reglamento del Consejo Superior de la Judicatura deberá determinar un mecanismo ágil
para adoptar las decisiones y la forma de hacerlo cuando se presenten empates.

ARTícULO 37. Modifíquese el artículo 77 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 77. REQUISITOS. Para ser Magistrado del Consejo Superior de la Judicatura se
requiere ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio; no haber sido condenado por
sentencia judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. Tener
título de abogado y haber ejercido la profesión durante quince años con buen crédito. Los
miembros del Consejo no podrán ser escogidos entre los Magistrados de las mismas
corporaciones postulantes.

Los magistrados del Consejo Superior de la Judicatura estarán sujetos al mismo régimen de
inhabilidades e incompatibilidades previsto para los Magistrados de la Corte Suprema de
Justicia.

Las vacancias temporales serán provistas por la respectiva Sala, las absolutas por los
nominadores.

Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura no son reelegibles.

ARTíCULO 39. Deróguese el artículo 79 de la Ley 270 de 1996.

ARTíCULO40. Modifíquese el artículo 81 de la Ley 270, el cual quedará así:

ARTícULO 81. DERECHOSDE PETICiÓN.Podrá ejercerse el derecho de petición ante el Consejo
Superior de la Judicatura, en los términos y reglas establecidos en el artículo 23 de la
Constitución y en la Ley 1437 de 2011 y demás disposiciones que los desarrollen y
complementen.

ARTíCULO41. Modifíquese el artículo 84 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 84. REQUISITOS. Los Magistrados de los Consejos Seccionales de la Judicatura
deberán tener título de abogado; especialización en ciencias administrativas, económicas o
financieras, y una experiencia específica no inferior a cinco años en dichos campos. La
especialización puede compensarse con tres años de experiencia específica en los mismos
campos ..

Los miembros de los Consejos Seccionales de la Judicatura se denominarán consejeros V
tendrán el mismo régimen salarial V prestacional de los Magistrados de Tribunal, las mismas
inhabilidades e incompatibilidades V no podrán tener antecedentes disciplinarios.

ARTícULO 42. Modifíquese el artículo 85 de la Lev 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 85. FUNCIONESDEL CONSEJOSUPERIORDE LA JUDICATURA. Al Consejo Superior
de la Judicatura le corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

1. Definir las políticas de la Rama Judicial.

2. Aprobar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración
de justicia. En ejercicio de esta función aprobará, entre otros, los siguientes actos
administrativos:

a. Los dirigidos a regular los trámites judiciales V administrativos que se adelanten en los
despachos judiciales en los aspectos no previstos por el legislador;
b.
c. El reglamento del sistema de carrera judicial;
d. El reglamento de rendición de cuentas de las Cortes, Tribunales V Juzgados a la

ciudadanía V difusión de resultados;
e. El reglamento del registro nacional de abogados;
f. El régimen V remuneración de los auxiliares de justicia V los conjueces;
g. El estatuto sobre expensas V costos;
h. El manual de funciones de la Rama Judicial;
i. El reglamento de control interno de la Rama Judicial;
j. El reglamento de las oficinas de atención al usuario V de atención al servidor judicial;
k. Todos los demás actos de carácter general que se encuentren vinculados con las

competencias previstas en el artículo 256 de la Constitución, que no tengan reserva de
lev Vse dirijan a garantizar los fines del gobierno Vadministración de la Rama Judicial;

3. Aprobar el Plan de Justicia Digital V ejecutarlo a través de la unidad que determine.

4. Aprobar el Plan Anticorrupción, ejecutarlo a través de la unidad que determine, hacer
seguimiento periódico a su implementación Vpublicar los resultados en un medio que garantice
el conocimiento público.

5. Presentar, por medio de su Presidente, los proyectos de lev relacionados con la
administración de justicia, sin perjuicio de la competencia que en esta materia le corresponde
a la Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia V al Consejo de Estado.

6. Rendir cuentas, a través de su Presidente, ante el Congreso de la República, los
funcionarios judiciales, los empleados de la Rama Judicial V la ciudadanía. El informe anual al

Congreso de la República incluirá el cumplimiento de los indicadores señalados en el Plan
Sectorial de Desarrollo, el avance de los compromisos a su cargo contenidos en el Plan Decenal
del Sistema de Justicia, así como la ejecución de otros instrumentos de planeación adoptados
por el Consejo Superior de la Judicatura.

7. Establecer los mecanismos de participación de los funcionarías y empleados judiciales
en las decisiones del Consejo Superior de la Judicatura.

8. Enviar a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado las listas para la elección de
sus magistrados, de acuerdo con los artículos 53, S3A, S3B, S3C, 530, y S3E de esta Ley.

9. Enviar al Congreso de la República las iistas para la elección de los magistrados de la
Comisión Nacional de Disciplina Judicial, de acuerdo con los artículos 53, S3A, S3B, S3C, 530, Y
53E de esta ley.

10. Aprobar la división del territorio para efectos judiciales.

11. Aprobar la división del territorio para efectos de gestión judicial.

12. Aprobar los contratos cuando estos superen la suma de dos mil (2.000) salarios mínimos
legales mensuales vigentes.

13. Declarar la urgencia manifiesta para la contratación.

14. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, ias
Salas de éstos y los Juzgados, así como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de
las sedes de los Distritos Judiciales, de acuerdo con las necesidades de éstos. Para el efecto
deberá establecer un mecanismo de atención oportuna y eficaz de los requerimientos
formulados por los Juzgados y Tribunales, para su correcto funcionamiento.

Determinar la estructura y planta de personal de las corporaciones judiciales y los Juzgados.
Para tal efecto podrá crear, suprimir, fusionar y trasladar cargos en la Rama Judicial, determinar
sus funciones y señalar los requisitos para su desempeño que no hayan sido fijados por la Ley.

En ejercicio de esta atribución el Consejo no podrá establecer a cargo del Tesoro obligaciones
que excedan el monto global fijado para el servicio de justicia en la ley de apropiaciones
iniciales.

15. Aprobar el Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial.

16. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial que deberá remitirse al
Gobierno nacional.

17. Aprobar anualmente el Plan de Inversiones de la Rama Judicial.

18. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de rendimiento,
lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios y empleados judiciales con
fundamento en los cuales se realice su control y evaluación correspondiente.

19. Realizar, a través de la unidad que este determine, la calificación integral de servicios
de los Magistrados de Tribunal, así como llevar el control de rendimiento y gestión institucional
de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Comisión
Nacional de Disciplina Judicial.

20. Administrar la carrera judicial a través de la unidad que el Consejo determine.

21. Determinar la estructura orgánica y la planta de personal del Consejo Superior de la
Judicatura, la cual incluye la de Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y de las demás
unidades misionales y de apoyo del Consejo Superior de la Judicatura.

En ejercicio de esta atribución el Consejo no podrá establecer con cargo al Tesoro, obligaciones
que excedan el monto global fijado para el servicio de justicia en la ley de apropiaciones
iniciales.

22. Designar, previa convocatoria pública adelantada conforme a las reglas fijadas en los
artículos 53, 53A, 53B, 53C, 530, y 53E de esta Ley, y remover libremente al Director Ejecutivo
de Administración Judicial y a los directores de las unidades del Consejo Superior de la
Judicatura.

23. Designar a los empleados del Consejo Superior de la Judicatura cuya provisión, según la
Ley y el reglamento, no corresponda al Director Ejecutivo de Administración Judicial o a los
directores de las unidades del Consejo Superior de la Judicatura.

24. Hacer seguimiento, a través de sus magistrados, de la ejecución de las decisiones del
Consejo Superior de la Judicatura por parte de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
y las demás unidades misionales y de apoyo del Consejo Superior de la Judicatura, para el efecto
estos directores deberán comunicar al Consejo Superior de la Judicatura, cada dos meses o con
la periodicidad que se les señale, el estado de avance. Para estos efectos, el Consejo Superior
determinará cada cuatro años la división temática entre sus distintos despachos, de manera
concomitante con la elaboración del Plan Sectorial de Desarrollo. El ejercicio de esta función
no implicará la asunción de funciones de ejecución.

25. Lasdemás que determine la Ley.

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura deberá publicar en la página web los planes
antes señalados, así como los resultados del seguimiento periódico a estos. Igualmente
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establecerá un mecanismo tecnológico de interacción permanente entre el órgano de
administración de la Rama Judicial y los despachos judiciales del país que permita recibir y
atender los requerimientos de los funcionarios y empleados judiciales a nivel nacional con
eficiencia y eficacia.

ARTíCULO43. Modifíquese el artículo 86 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO86. COORDINACiÓN. Sin perjuicio de la autonomía que para el ejercicio de la función
administrativa le confiere la Constitución, y en desarrollo del principio de colaboración
armónica de qué trata el artículo 113 de la Constitución, el Consejo Superior de la Judicatura
actuará en coordinación con los órganos de las otras Ramas del Poder Público, los organismos
de control y organizaciones vinculadas al sector justicia.

Los diferentes actores que participan en el funcionamiento de la administración de justicia a
nivel territorial, con el concurso de las administraciones de los entes territoriales y
representantes de la sociedad civil integrarán escenarios o instancias permanentes de
coordinación con el propósito de deliberar acerca de la situación de la justicia en el territorio
correspondiente, tomando en consideración las particularidades del territorio, proponiendo y
ejecutando planes de acción para la solución de las problemáticas que se definan y se prioricen,
propendiendo por la articulación de la justicia desde lo local.

De conformidad con los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, los
departamentos y las autoridades que participan en el funcionamiento de la administración de
justicia a nivel departamental, propenderán por la articulación entre la Nación y los municipios
dentro de su competencia territorial, en torno a las necesidades administrativas, técnicas y
financieras de las autoridades que participan en el funcionamiento de la administración de
justicia.

ARTíCULO44. Modifíquese el artículo 87 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 87. PLAN SECTORIALDE DESARROLLODE LA RAMA JUDICIAL. El Plan Sectorial de
Desarrollo para la Rama Judicial debe comprender, como mínimo, los siguientes aspectos:

1. Tecnología.

2. Infraestructura física.

3. Carrera judicial.

4. Formación judicial.

5. Servicio al juez.

6. Servicio al ciudadano.

El Plan Sectorial de Desarrollo incluirá la propuesta de incremento anual del presupuesto de la
Rama Judicial para aprobación del Congreso, el cual deberá ser consistente con el Marco Fiscal
de Mediano Plazo.

El Consejo Superior de la Judicatura definirá la metodología para la elaboración del plan
sectorial de desarrollo para la Rama Judicial y de los proyectos que deban ser sometidos a
consideración del Gobierno con el objeto de que sean incluidos en los proyectos del Plan
Nacional de Desarrollo y el Plan Nacional de Inversión.

Para tal efecto el Consejo Superior de la Judicatura consultará las necesidades y propuestas
que tengan las corporaciones judiciales, los juzgados y los escenarios territoriales de que trata
el artículo 86 de la presente ley.

El Plan Sectorial de Desarrollo que adopte el Consejo Superior de la Judicatura se entregará al
Gobierno Nacional, por conducto de su Presidente, antes de la sesión del Conpes de que trata
el artículo 17 de la ley 1S2 de 1994.

El Consejo Superior de la Judicatura, por conducto del Director Ejecutivo de Administración
Judicial, solicitará del Departamento Nacional de Planeación el registro de los proyectos de
inversión que hagan parte del Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial en el Banco de
Programas y Proyectos de Inversión Nacional.

El proyecto de Plan Sectorial deberá estar articulado con el proyecto de Plan Nacional de
Desarrollo y el Plan Decenal del Sistema de Justicia. Además, deberá tener en cuenta el Marco
Fiscal de Mediano Plazo y el principio de planificación del sistema presupuestal.

ARTÍCULO45. Modifíquese el artículo 88 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 88. ELABORACiÓN DELPROYECTODE PRESUPUESTOPARA LA RAMA JUDICIAL. El
proyecto de presupuesto para la Rama Judicial deberá reflejar el Plan Sectorial de Desarrollo y
se elaborará con sujeción a las siguientes reglas:

El Consejo Superior de la Judicatura consultará las necesidades y propuestas que tengan las
corporaciones y los juzgados y la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial.

Mientras subsistan las condiciones de congestión judicial, en la elaboración del proyecto de
presupuesto se deberá considerar los recursos necesarios para implementar los planes de
descongestión de manera sostenible y eficaz.

El proyecto que conforme a la metodología y a las directrices que señale el Consejo elaboren
sus correspondientes unidades operativas, será sometido a la consideración de éste dentro de
los diez (10) primeros días del mes de marzo de cada año.

El Consejo Superior de la Judicatura en sesión especial, discutirá y adoptará el proyecto de
presupuesto de la Rama Judicial dentro de los meses de marzo y abril. Una vez aprobado, lo
entregará al Gobierno Nacional para la elaboración del proyecto del Presupuesto General de la
Nación.

ARTíCULO46. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 91. CREACiÓN, FUSiÓN Y SUPRESiÓN DE DESPACHOSJUDICIALES. La creación de
Tribunales o de sus Salas y de los Juzgados, se debe realizar en función de áreas de geografía
uniforme, los volúmenes demográficos rural y urbano, la demanda existente y/o potencial de
justicia en las diferentes ramas del derecho, la atención de las dinámicas socioeconómicas de
las regiones funcionales en aquellos territorios donde éstas se hubieren establecido, la
articulación con autoridades administrativas y actores que participan en la solución de
conflictos y la existencia de vías de comunicación y medios de transporte que garanticen a la
población respectiva un fácil acceso al órgano jurisdiccional, sin perjuicio de la implementación
de esquemas de itinerancia en los despachos judiciales.

La fusión se hará conforme a las siguientes reglas:

1. Sólo podrán fusionarse Tribunales, Salas o Juzgados de una misma Jurisdicción.

2. Los despachos que se fusionen deben pertenecer a una misma categoría.

3. Pueden fusionarse tribunales, Salasy Juzgados de la misma o de distinta especialidad.

De la facultad de supresión se hará uso cuando disminuya la demanda existente y potencial de
justicia en una determinada especialidad o comprensión territorial.

La supresión de despachos judiciales implica la supresión de los cargos de los funcionarios y
empleados vinculados a ellos.

PARÁGRAFO. Para la determinación sobre la creaClon, fusión y supreslon de despachos
judiciales, el Consejo Superior de la Judicatura, además de los criterios previstos en esta Ley,
tendrá en cuenta los diagnósticos, modelos y estrategias en materia de acceso a la justicia que
se elaboren desde el Gobierno Nacional, los informes elaborados por la Defensoría del Pueblo,
así como las acciones relacionadas con la materia, que se planteen en los escenarios
interinstitucionales de coordinación a nivel territorial, conforme a lo establecido en el artículo
86 de esta Ley.

ARTíCULO 47. Modifíquese el parágrafo del artículo 93 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará
así:

ARTíCULO 93. DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN LOS TRÁMITES JUDICIALES Y
ADMINISTRATIVOS.

Parágrafo. Los Magistrados Auxiliares del Consejo de Estado, de la Corte Suprema de Justicia,
de la Corte Constitucional y de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial podrán ser
comisionados para la práctica de pruebas para adoptar decisiones relacionadas con asuntos de
trámite y para resolver los recursos que se interpongan en relación con las mismas.

ARTíCULO 48. Modifíquese el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 95. TECNOLOGíA AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACiÓN DE JUSTICIA. El Consejo
Superior de la Judicatura debe propender por la incorporación de nuevas tecnologías y la
digitalización del servicio de la administración de justicia. Esta acción se enfocará
principalmente a mejorar el acceso a la justicia, la práctica de las pruebas, la formación,
conservación y reproducción de los expedientes, la comunicación entre los despachos y entre
estos y los usuarios, el litigio en línea y la producción y divulgación de las estadísticas de cada
despacho judicial y de las providencias de todas las autoridades judiciales en sus diferentes
niveles y especialidades, en cada una de las jurisdicciones. Para tal efecto cada dos años el
Consejo Superior de la Judicatura expedirá el Plan de Justicia Digital.

En la incorporación de nuevas tecnologías y la digitalización del servicio de la administración
de justicia, se deberá garantizar el ejercicio del derecho a la intimidad y a la reserva de los datos
personales y confidenciales que por uno u otra razón pudiesen ser de conocimiento público.

Por razones de seguridad y para garantizar la adopción de medios de conectividad eficaces, los
juzgados, tribunales y corporaciones judiciales utilizarán los medios tecnológicos, técnicos,
electrónicos, informáticos y telemáticos que sean autorizados por el Consejo Superior de la
Judicatura, a través de la unidad competente.

Los documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la
validez y eficacia de un documento físico siempre que quede garantizada su autenticidad,
integridad y el cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes procesales.

En los procesos que se tramiten con soporte informático se garantizará la identificación y el
ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la ejerce, así como la confidencialidad,
privacidad y seguridad de los datos de carácter personal en los términos que establezca la Ley.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Dentro de los dos (2) años siguientes a la expedición de esta Ley,
el Consejo Superior de la Judicatura hará el diagnóstico de las condiciones de conectividad y de
los sistemas informáticos y tecnológicos que vienen siendo utilizados en los despachos
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judiciales, evaluará su compatibilidad y la viabilidad de autorizar la continuidad de su uso. En
el evento en que se determine la necesidad de cambiarlos, fijará el plazo y forma de hacerlo,
garantizando la continuidad y seguridad en el acceso a la administración de justicia por los
medios tecnológicos adecuados.

ARTíCULO49. Modifíquese el artículo 97 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO97. FUNCIONESDELA COMISiÓN INTERINSTITUCIONAl DE LA RAMA JUDICIAL. Son
funciones de la Comisión lnterinstitucional de la Rama Judicial:

1. Contribuir a la coordinación de las actividades de los diferentes organismos administrativos
de la Rama Judicial.

2. Solicitar informes al Consejo Superior de la Judicatura y formular recomendaciones respecto
de los aspectos que considere pertinentes.

3. Emitir concepto previo para el ejercicio de las facultades previstas en los numerales 2.a, 2.g,
14,15,16,17,18, Y 22 del artículo 85 de la presente ley que le corresponde cumplir al Consejo
Superior de la Judicatura.

4. Dictar su propio reglamento.

5. las demás que le atribuye la ley y el reglamento.

El Ministerio de Justicia y del Derecho participará por derecho propio en las reuniones de la
Comisión en las que se discutan asuntos relativos al presupuesto unificado y al Proyecto de
Plan Sectorial de Desarrollo para la Rama Judicial.

ARTíCULO 50. Modifíquese el artículo 98 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 98. DE LA DIRECCiÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACiÓN JUDICIAL. la Dirección
Ejecutiva de Administración Judicial es el órgano técnico y administrativo que tiene a su cargo
la ejecución de las actividades administrativas de la Rama Judicial, con sujeción a las políticas y
decisiones de gobierno y de administración del Consejo Superior de la Judicatura.

El Director Ejecutivo será un funcionario de libre nombramiento y remoción del Consejo
Superior de la Judicatura, elegido de tres (3) candidatos postulados por la Comisión
Interinstitucional de la Rama Judicial.

El Director Ejecutivo de Administración Judicial será el Secretario General del Consejo Superior
de la Judicatura.

ARTíCULO 51. Modifíquese el artículo 99 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO99. DELDIRECTOREJECUTIVODEADMINISTRACiÓN JUDICIAL. E[Director Ejecutivo
de Administración Judicial deberá tener título profesional, maestría en ciencias económicas,
financieras o administrativas y experiencia profesional específica no inferior a quince (15) años
en dichos campos. Su régimen salarial será el mismo de los Magistrados del Consejo Superior
de la Judicatura.

Son funciones del Director Ejecutivo de Administración Judicia[:

1. Ejecutar el Plan Sectorial y las demás políticas definidas para la Rama Judicial.

2. Adminístrar los bienes y recursos destinados para el funcionamiento de la Rama Judicial y
responder por su correcta aplicación o utilización. En cumplimiento de esta función deberá
garantizar que [os edificíos judiciales estén provistos de aquellos servicios que faciliten el
acceso y la estancia en estos a las personas con cualquier tipo de discapacidad.

3. Suscribir en nombre de la Nación-Consejo Superior de [aJudicatura [os actos y contratos que
deban otorgarse o celebrarse. Tratándose de contratos que superen la suma de dos mil (2000)
salarios mínimos legales mensuales, se requerirá la autorización previa del Consejo Superior de
la Judicatura.

4. Nombrar y remover a los empleados de [a Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y
definir sus situaciones administrativas, con sujeción a las normas de carrera.

5. Nombrar y remover libremente a los Directores Ejecutivos Seccionales.

6. E[aborar y presentar al Consejo Superior los balances y estados financieros que
correspondan.

7. Actuar como ordenador del gasto para el cumplimiento de las obligaciones que
correspondan.

8. Representar a la Nación-Rama Judicial en [os procesos judiciales para lo cual podrá constituir
apoderados especiales.

9. Distribuir [os cargos de la planta de personal, de acuerdo con la estructura y necesidades de
la Dirección Ejecutiva.

10. Las demás funciones previstas en la Ley o en los reglamentos expedidos por e[ Consejo
Superior de la Judicatura.

Artículo 52. Modifíquese el artículo 100 de la Ley 270 de 1996, e[ cual quedará así:

Artículo 100. UNIDADES DEL CONSEJOSUPERIORDE LA JUDICATURA. El Consejo Superior de
la Judicatura determinará el número y denominación de las unidades misionales a cargo de la
ejecución de sus decisiones. Dichas unidades tendrán directores de libre nombramiento y
remoción del Consejo y estarán subordinadas funcionalmente a la Dirección Ejecutiva de
Administración Judicial.

El Consejo Superior de la Judicatura determinará los requisitos para el ejercicio del cargo de
director de cada unidad.

ARTíCULO 53. Modifíquese el parágrafo del artículo 103 de la Ley 270 de 1996. el cual quedará
así:

Parágrafo. El Director Seccional de Administración Judicial deberá tener título profesional en
ciencias jurídicas, económicas, financieras o administrativas, título de especialización y
experiencia específica no inferior a diez (10) años en dichos campos. Su régimen salarial será el
mismo de los magistrados de Tribunal.

ARTíCULO 54. Modifíquese el artículo 104 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 104. INFORMES QUE DEBEN RENDIR LOS DESPACHOS JUDICIALES. La Corte
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía General de la
Nación, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, los Tribunales y los Juzgados deberán
presentar, conforme a la metodología que señalen los reglamentos del Consejo Superior de la
Judicatura, los informes que éste solicite para el cabal ejercicio de sus funciones.

Dichos informes, que se rendirán cuando menos una vez al año, comprenderán entre otros
aspectos, la relación de los procesos iniciados, los pendientes de decisión y los que hayan sido
resueltos.

Anualmente los mencionados despachos judiciales deberán rendir cuentas de manera
presencial o virtual y el contenido del informe deberá permanecer publicado en la página web
de la Rama Judicial en un espacio de fácil acceso a los ciudadanos. Para el caso de los informes
de Tribunales y Juzgados, se harán de manera conjunta por Distrito Judicial.

Artículo 55. Modifíquese el artículo 106 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 106. SISTEMAS DE INFORMACiÓN. Con sujeción a las normas legales que sean
aplicables, el Consejo Superior de la Judicatura debe diseñar, desarrollar, poner y mantener en
funcionamiento unos adecuados sistemas de información que, incluyan entre otros, los
relativos a la información financiera, talento humano, costos, información presupuestaria,
gestión judicial, acceso a los servidores de la Rama Judicial y, en forma completa y oportuna, al
conocimiento de las fuentes formales del derecho, tanto nacionales como internacionales.

En todo caso, tendrá a su cargo un Sistema de Estadísticas de la Rama Judicial que incluya la
gestión de quienes hacen parte de la Rama Judicial y permita la individualización de los
procesos desde su iniciación hasta su terminación, incluyendo la verificación de los términos
procesales y la efectiva solución, de tal forma que permita realizar un adecuado diagnóstico de
la prestación de justicia.

Todos los organismos que hacen parte de la Rama Judicial tienen el deber de suministrar la
información necesaria para mantener actualizados los datos incorporados al sistema, de
acuerdo con los formatos que para el efecto establezca el Consejo Superior de la Judicatura.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura establecerá una dependencia a cargo, de
manera exclusiva, de las funciones relacionadas en este artículo. Lasfunciones de planeación y
elaboración de políticas del sector estarán, en cualquier caso, a cargo de otras dependencias.

ARTíCULO 56. Modifíquese la denominación del Capítulo 111del Título Cuarto, el cual se
denominará así:

CAPíTULO 111

De los Sistemas Nacionales de Estadísticas de la administración de justicia

ARTíCULO 57. Modifíquese El artículo 107 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 107. ADMINISTRACiÓN DE SISTEMASDE ESTADíSTICA.Con el objeto de procurar el
acopio, procesamiento y análisis de información que contribuya a mejorar la toma de
decisiones administrativas en el sector justicia, a llevar un control de rendimiento de las
corporaciones y despachos judiciales, a promover la transparencia alrededor de la
administración de justicia ya proveer la información básica para la formulación de la política
judicial y criminal del país, la Administración de Justicia contará con dos sistemas estadísticos:
un Sistema de Estadísticas de la Rama Judicial y un Sistema Nacional de Estadísticas de Justicia.

Forman parte del Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales:

1. El Consejo Superior de la Judicatura.
2. El Ministerio de Justicia y del Derecho.
3. La Procuraduría General de la Nación.
4. La Defensoría del Pueblo.
S. El Ministerio de Defensa Nacional.
6. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
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7. El Departamento Nacional de Planeación

8. El Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas.

9. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

10. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.

11. La Fiscalía General de la Nación.

12. El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

13. Las demás órganos que integran la rama judicial, representados por los presidentes de

la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y La Corte Suprema de Justicia, así como

los presidentes de la Sala civil y agraria, laboral, penal.

14. Los particulares con funciones transitorias de administración de justicia.

1S. Los Centros de Arbitraje y Conciliación.

Corresponde al Consejo Superior de la Judicatura y al Ministerio de Justicia y del Derecho, en

relación con las estadísticas a su cargo, en correspondencia con las disposiciones establecidas

en la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nacional, asegurar que

las mismas sean públicas y estén a disposición permanente de la ciudadanía, con información

actualizada y habilitando documentos explicativos y analíticos que faciliten su comprensión.

El Consejo Superior de la Judicatura se encargará de conformar, dirigir y coordinar el Sistema

de Estadísticas de la Rama Judicial. Es deber de todos los órganos que la conforman suministrar

la información que se requiera para el efecto, bajo las condiciones y parámetros que sean

definidos por el Consejo.

El Ministerio de Justicia y del Derecho se encargará de conformar, dirigir y coordinar el sistema

de estadísticas de las autoridades administrativas que administran justicia, los particulares con

funciones transitorias de administración de justicia y los centros de arbitraje y conciliación.

Parágrafo 19. Como parte del Sistema Nacional de Estadísticas de Justicia, el Ministerio de

Justicia y del Derecho conformará un sistema integrado de información sobre Métodos

Alternativos de Resolución de Conflictos.

Parágrafo 29. Como parte del Sistema Nacional de Estadísticas de Justicia, las autoridades que

administren Sistemas de Información relacionados con la administración de justicia concurrirán

con el Ministerio de Justicia y del Derecho para la articulación de la información

correspondiente y la gestión de los ajustes necesarios para procurar la interoperabilidad de los

sistemas según corresponda.

Parágrafo 3Q. El Ministerio Público velará por el adecuado cumplimiento de las disposiciones
establecidas en este articulo, en correspondencia con las atribuciones establecidas a su cargo
en la ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nacional.

Parágrafo transitorio. las autoridades del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y
no Repetición creadas mediante el Acto legislativo 1 de 2017 harán parte del Sistema Nacional
de Estadísticas Judiciales durante el término de su vigencia, correspondiendo a la Justicia
Especial para la Paz - JEP,durante su vigencia, se encargará de conformar, dirigir y coordinar
el sistema de estadísticas de competencia del sistema integral.

ARTíCULO 58. Modifíquese el artículo 108 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Articulo 108. REPORTEDE INFORMACION. las entidades oficiales y particulares que sean
productoras de información estadística referida al sector justicia, deberán enviar esta
información al Ministerio de Justicia y del Derecho en observancia de lo establecido en el
artículo 113 constitucional, en la forma y con la periodicidad que éste determine.

ARTíCULO 59. Modifíquese el artículo 109 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 109. TRANSPARENCIA Y RENDICiÓN DE CUENTAS PARA LA ADMINISTRACiÓN DE
JUSTICIA.El ejercicio de las funciones administrativas por parte de los órganos que integran las
distintas jurisdicciones de la Rama Judicial se sujetará al principio de transparencia y deberá
propiciar la rendición de cuentas. En desarrollo de estos principios:

1. la Rama Judicial, por conducto del Consejo Superior de la Judicatura, de cada una las Cortes
que encabezan sus jurisdicciones, de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y de los
Tribunales Administrativos, deberá rendir cuentas periódicamente a la ciudadanía y a los
servidores judiciales bajo los lineamientos de metodología y contenidos mínimos establecidos
por el Consejo Superior de la Judicatura.

2. la Rama Judicial, por conducto de los Juzgados Municipales y del Circuito, deberá rendir
cuentas anualmente a la ciudadanía y sus servidores judiciales, bajo los lineamientos de
metodología y contenidos mínimos establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura.

3. El Consejo Superior de la Judicatura publicará en la página web de la Rama Judicial un
informe preciso y detallado sobre la gestión financiera de los recursos de la Rama Judicial, de
conformidad con el reglamento respectivo, con una periodicidad anual.

4. El Consejo Superior de la Judicatura publicará en la página web de la Rama Judicial un
informe sobre el grado de avance de los indicadores determinados por el Sistema Nacional de
Estadísticas de la Rama Judicial, de conformidad con el reglamento respectivo, con una
periodicidad anual o inferior.

5. El Ministerio de Justicia y del Derecho publicará en la página web de la entidad, un informe
sobre el grado de avance de los indicadores determinados por el Sistema Nacional de
Estadísticas de su competencia, de conformidad con el reglamento respectivo, con una
periodicidad anual o inferior.

6. En concordancia con lo dispuesto en la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Nacional, el Consejo Superior de la Judicatura publicará en la página Web
de la Rama Judicial, un directorio de todos los despachos judiciales que integran los órganos de
las distintas jurisdicciones de la Rama Judicial, con los correspondientes datos del canal digital
y teléfono del despacho.

ARTíCULO 60. Modifíquese el artículo 110 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 110. COMITÉ TÉCNICO INTERINSTITUCIONAL. Créase el Comité Técnico
Interinstitucional conformado por todos los directores de los organismos que forman parte del
Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales, o sus delegados, el cual estará presidido por el
Director Ejecutivo de Administración Judicial. Como Secretario del mismo actuará el delegado
del Departamento Nacional de Planeación.

El Comité tiene por objeto implantar y desarrollar de manera coordinada los intercambios de
información entre todos los organismos que conforman el Sistema Nacional de Estadísticas de
Justicia. Para tal efecto, dictará todas las disposiciones indispensables para la interoperabilidad
técnica y funcional del Sistema.

ARTícULO 61. El capítulo IV del Título Cuarto de la Ley 270 de 1996 tendrá un artículo nuevo
identificado con el número 110 A con el siguiente contenido:

ARTíCULO 110A. DELA COMISiÓN NACIONAL DEDISCIPLINAJUDICIAL. La Comisión Nacional
de Disciplina Judicial ejerce la función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y
empleados de la Rama Judicial, y será la encargada de examinar la conducta y sancionar a los
abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señala la presente Ley. Está integrada
por siete (7) magistrados, conforme lo prevé la Constitución Política.

ARTíCULO 62. Modifíquese el artículo 111 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 111. ALCANCE. Mediante el ejercicio de la función jurisdiccional disciplinaria se
deciden los procesos que, por infracción a sus regímenes disciplinarios, se adelanten contra los
funcionarios y empleados de la RamaJudicial, salvo aquellos que gocen de fuero especial, según
la Constitución Política; igualmente contra los jueces de paz y de reconsideración, abogados y
aquellas personas que ejerzan función jurisdiccional de manera excepcional, transitoria u
ocasional.

Esta función jurisdiccional disciplinaria la ejercen la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y
las comisiones secciona les de disciplina judicial.

Las providencias que en materia disciplinaria dicten estos órganos son actos jurisdiccionales
no susceptibles de acción contencioso-administrativa.

Toda decisión de mérito, contra la cual no proceda ningún recurso, adquiere la fuerza de cosa
juzgada.

ARTíCULO 63. Modifíquese el artículo 112 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 112. FUNCIONES DE LA COMISiÓN NACIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL.
Corresponde a la Comisión Nacional de Disciplina Judicial:

1. Resolver los impedimentos y recusaciones que se presenten contra los miembros de la

Corporación.

2. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones y las
autoridades administrativas a las cuales la ley les haya atribuido funciones jurisdiccionales, y
entre las comisiones seccionales de disciplina judicial.

3. Conocer en primera y segunda instancia de los procesos disciplinarios que se adelanten
contra los magistrados de los Tribunales y comisiones secciona les de disciplina judicial, el
Vicefiscal, los fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales.

4. Conocer de los recursos de apelación y queja, así como de la consulta, de los procesos
disciplinarios de que conocen en primera instancia las comisiones secciona les de disciplina

judicial.

5. Resolver las solicitudes de cambio de radicación de los procesos que adelanten las

comisiones secciona les de disciplina judicial.
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6. Elegir al Secretario General de la comisión mediante convocatoria pública.

7. Dictar su propio reglamento.

8. Lasdemás funciones que determine la Ley.

PARÁGRAFO 12. Las sentencias u otras providencias dictadas por las comisiones seccionales
de disciplina judicial en primera instancia que fueren desfavorables al procesado y no fuere
apeladas, serán necesariamente consultadas ante la Comisión Nacional de Disciplina Judicial.

PARÁGRAFO22. Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la
Corte Constitucional, del Consejo Superior de la Judicatura, de la Comisión Nacional de
Disciplina Judicial y el Fiscal General de la Nación en materia disciplinaria, están sujetos al
régimen previsto en los artículos 174, 175 Y 178 de la Constitución Política.

PARÁGRAFO32. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial no es competente para conocer de
acciones de tutela.

ARTícULO 64. Modifíquese El artículo 113 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 113. PROVISiÓN DE CARGOS DE EMPLEADOS DE LA COMISiÓN NACIONAL DE
DISCIPLINAJUDICIAL. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial tendrá un secretario de libre
nombramiento y remoción. Los cargos que integran los despachos de cada magistrado serán
de libre nombramiento y remoción del titular del despacho. Loscargos de los demás empleados
de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial deben ser provistos mediante el régimen de
carrera judicial.

ARTíCULO 6S. Modifíquese el artículo 114 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 114. FUNCIONES DE LAS COMISIONES SECCIONALESDE DISCIPLINA JUDICIAL.
Corresponde a las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial:

1. Conocer en primera instancia de los procesos disciplinarios que se adelantan contra los
jueces, los fiscales cuya competencia no corresponda a la Comisión Nacional de Disciplina
Judicial, los empleados de la RamaJudicial, los jueces de paz y de reconsideración, los abogados
y las personas que ejerzan función jurisdiccional de manera excepcional, transitoria u ocasional,
por faltas cometidas en el terrítorio de su jurisdicción.

2. Resolver los impedimentos y recusaciones de los magistrados de la respectiva comisión

seccional.

3. Conocer de la solicitud de rehabilitación de los abogados.

4. Lasdemás funciones que determine la Ley.

PARÁGRAFO 12. Las comisiones seccionales de disciplina judicial no son competentes para
conocer de acciones de tutela.

PARÁGRAFO 22. El Consejo Superior de la Judicatura determinará el número de plural de
magistrados que integrarán las comisiones seccionales de disciplina judicial y sus Salas de
Decisión. En el evento de que ocurra empate en ei desarrollo de la sala de decisión, se integrará
a dicha sala el magistrado que siga en turno en estricto orden alfabético de apellidos y nombres.

ARTíCULO 66. Modifíquese el artículo 116 de la Ley 270 de 1996 quedará así:

ARTícULO 116. DOBLEINSTANCIA EN ELJUICIO DISCIPLINARIO.En todo proceso disciplinario
se observará la garantía de la doble instancia.

De los procesos disciplinarios contra los servidores señalados en el numeral 3 del artículo 112
conocerá en primera instancia una sala de tres (3) magistrados de la Comisión Nacional de
Disciplina Judicial; la segunda instancia la asumirá una sala conformada por los otros cuatro (4)
magistrados de esta corporación. Estas salas se conformarán siguiendo el procedimiento que
para el efecto fije el reglamento de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial.

Las sentencias de primera instancia de las comisiones seccionales de disciplina judicial,
proferidas en procesos con persona ausente y no apeladas, serán consultadas ante la Comisión
Nacional de Disciplina Judicial.

ARTíCULO 67. Adiciónese el artículo 121 de la Ley 270 de 1996 con un segundo inciso con el
siguiente contenido:

Artículo 121. POSESiÓN.

Los magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial tomarán posesión de sus cargos
ante el Presidente de la República. Los magistrados de las comisiones seccionales de disciplina
judicial tomarán posesión de sus cargos ante el presidente de la Comisión Nacional de Disciplina
Judicial. Los empleados de las comisiones secciona les de disciplina judicial tomarán posesión
de sus cargos ante el presidente de la respectiva Comisión.

ARTíCULO 68. Modifíquese el Título Quinto de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así::

TíTULO QUINTO

JUSTICIA DIGITAL

ARTícULO 69. Modifíquese el artículo 122 de la Ley 270 de 1996 que se ubicará en el Título
Quinto, y el cual quedará así:

ARTíCULO 122. USO DE LAS TECNOLOGíAS DE LA INFORMACiÓN Y LAS COMUNICACIONES.

Todas las personas tienen derecho a comunicarse con los órganos y despachos de la Rama
Judicial a través del uso de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, con
arreglo a lo dispuesto en las leyes procesales y en los reglamentos.

En la administración de justicia se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las
comunicaciones, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, asegurando el acceso, la
autenticidad, confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad, conservación e
interoperabilidad de los datos, informaciones y servicios que se gestionen en el ejercicio de sus
funciones. Deberán habilitarse diferentes canales o medios para la prestación de los servicios
electrónicos de justicia, asegurando el acceso a ellos de toda la ciudadanía, con independencia
de su localización, circunstancias personales, medios o conocimientos, en la forma que estimen
adecuada, procurando la permanente actualización de los recursos disponibles y la formación
adecuada de los servidores públicos y usuarios en el uso de estos.

El Consejo Superior de la Judicatura adoptará una política de seguridad de la información
judicial a través de la unidad que determine, y la adopción de planes y estrategias de protección
de esa información, revisables periódicamente.

Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones judiciales, y se permitirá a los
sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales
disponibles, evitando exigir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente
necesarias. Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas, presentaciones
personales o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos,
cuando no lo exija la regulación procesal respectiva.

Las autoridades judiciales darán a conocer en su página web los canales oficiales de
comunicación e información mediante los cuales prestarán su servicio, así como los

mecanismos tecnológicos que emplearán.

En aplicación de los convenios y tratados internacionales se prestará especial atención a las
poblaciones rurales y remotas, así como a los grupos étnicos y personas con discapacidad que
enfrentan barreras para el acceso a las tecnologías de la información y las comunicaciones, para

asegurar que se apliquen criterios de accesibilidad y se establezca si se requiere, algún ajuste
razonable que garantice el derecho a la administración de justicia en igualdad de condiciones
con las demás personas.

PARÁGRAFO1. Seadoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad
y el derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de las
comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva comunicación
virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes
para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos.

PARÁGRAFO 2. En aquellos eventos en que los sujetos procesales o la autoridad judicial no
cuenten con los medios tecnológicos para cumplir lo dispuesto en este artículo, deberán
manifestar las razones por las cuales no pueden realizar una actuación judicial específica a
través de las tecnologías de la información y las comunicaciones de lo cual se dejará constancia
en el expediente y se realizará de manera presencial.

Igualmente, por razones de imparcialidad, necesidad o inmediación la autoridad judicial podrá
tramitar presencialmente alguna o toda la actuación judicial.

PARÁGRAFO 3. El uso de las tecnologías de la información y comunicaciones de que trata el
presente artículo se adoptará de forma gradual, para lo cual el Consejo Superior de la
Judicatura establecerá en cada caso la metodología de transición.

ARTícULO 70. Modifíquese el artículo 123 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará quedará así:

ARTíCULO 123. DEBERESDE LOSSUJETOSPROCESALESEN RELACiÓNCON LASTECNOLOGíAS
DE LA INFORMACiÓN Y LASCOMUNICACIONES. En todos los procesos judiciales, adelantados
por los despachos judiciales y por otras autoridades con funciones jurisdiccionales, en los cuales
se haya adoptado el uso de tecnologías de información y las comunicaciones, el operador
jurídico podrá disponer que el proceso judicial se adelantará a través de ellas, en cuyo caso será
deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a
través de medios tecnológicos.

ARTíCULO 71. Modifíquese el artículo 124 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTícULO 124. PLAN DE JUSTICIA DIGITAL. El Consejo Superior de la Judicatura actualizará
anualmente el Plan de Justicia Digital. Lo desarrollado en la actualización anual hará parte del
informe al Congreso de la República.
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Dentro de esta actualización, el Consejo Superior de la Judicatura incluirá, además de lo
indicado en el artículo 103 del Código General del Proceso, los siguientes aspectos:

1. Los distritos, circuitos o despachos judiciales en los cuales se implementó el uso de las
tecnologías de la información y las comunicaciones.

2. Los distritos, circuitos o despachos judiciales en los cuales se proyecta implementar el
uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

Para el año 2026, se deberá haber implementado el Plan de Justicia Digital en todos los
despachos judiciales.

ARTíCULO72. Modifíquese el artículo 106 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 106. SISTEMAS DE INFORMACION. Con sujeción a las normas legales que sean
aplicables, el Consejo Superior de la Judicatura debe diseñar, desarrollar, poner y mantener en
funcionamiento unos adecuados sistemas de información que, incluyan entre otros, los
relativos a la información financiera, talento humano, costos, información presupuestaria,
gestión judicial, acceso a los servidores de la Rama Judicial y, en forma completa y oportuna, al
conocimiento de las fuentes formales del derecho, tanto nacionales como internacionales.

En todo caso, tendrá a su cargo un Sistema de Estadísticas de la Rama Judicial que incluya la
gestión de quienes hacen parte de la Rama Judicial y permita la individualización de los
procesos desde su iniciación hasta su terminación, incluyendo la verificación de los términos
procesales y la efectiva solución, de tal forma que permita realizar un adecuado diagnóstico de
la prestación de justicia.

Todos los organismos que hacen parte de la Rama Judicial tienen el deber de suministrar la
información necesaria para mantener actualizados los datos incorporados al sistema, de
acuerdo con los formatos que para el efecto establezca el Consejo Superior de la Judicatura.

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura establecerá una dependencia a cargo, de
manera exclusiva, de las funciones relacionadas en este artículo. Lasfunciones de planeación y
elaboración de políticas del sector estarán, en cualquier caso, a cargo de otras dependencias.

ARTíCULO 73. Modifíquese la denominación del Capítulo 111 del Título Cuarto de la ley 270 de

1996, el cual quedará así:

CAPíTULO 111

De los Sistemas Nacionales de Estadísticas de la administración de justicia

ARTíCULO 74. Modifíquese El artículo 107 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 107. ADMINISTRACiÓN DE SISTEMASDE ESTADíSTICA.Con el objeto de procurar el
acopio, procesamiento y análisis de información que contribuya a mejorar la toma de
decisiones administrativas en el sector justicia, a llevar un control de rendimiento de las
corporaciones y despachos judiciales, a promover la transparencia alrededor de la
administración de justicia y a proveer la información básica para la formulación de la política
judicial y criminal del país, la Administración de Justicia contará con dos sistemas estadísticos:
un Sistema de Estadísticas de la Rama Judicial y un Sistema Nacional de Estadísticas de Justicia.

Forman parte del Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales:

1. El Consejo Superior de la Judicatura.
2. El Ministerio de Justicia y del Derecho.
3. La Procuraduría General de la Nación.
4. La Defensoría del Pueblo.
5. El Ministerio de Defensa Nacional.
6. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
7. El Departamento Nacional de Planeación
8. El Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas.
9. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.
10. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.
11. La Fiscalía General de la Nación.
12. El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.
13. Las demás órganos que integran la rama judicial, representados por los presidentes de

la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y La Corte Suprema de Justicia, así como
los presidentes de la Sala civil y agraria, laboral, penal.

14. Los particulares con funciones transitorias de administración de justicia.
15. Los Centros de Arbitraje y Conciliación.

Corresponde al Consejo Superior de la Judicatura y al Ministerio de Justicia y del Derecho, en
relación con las estadísticas a su cargo, en correspondencia con las disposiciones establecidas
en la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nacional, asegurar que

las mismas sean públicas y estén a disposición permanente de la ciudadanía, con información
actualizada y habilitando documentos explicativos y analíticos que faciliten su comprensión.

El Consejo Superior de la Judicatura se encargará de conformar, dirigir y coordinar el Sistema
de Estadísticas de la Rama Judicial. Esdeber de todos los órganos que la conforman suministrar
la información que se requiera para el efecto, bajo las condiciones y parámetros que sean
definidos por el Consejo.

El Ministerio de Justicia y del Derecho se encargará de conformar, dirigir y coordinar el sistema
de estadísticas de las autoridades administrativas que administran justicia, los particulares con
funciones transitorias de administración de justicia y los centros de arbitraje y conciliación.

PARÁGRAFO 1º. Como parte del Sistema Nacional de Estadísticas de Justicia, el Ministerio de
Justicia y del Derecho conformará un sistema integrado de información sobre Métodos
Alternativos de Resolución de Conflictos.

PARÁGRAFO 2º. Como parte del Sistema Nacional de Estadísticas de Justicia, las autoridades
que administren Sistemas de Información relacionados con la administración de justicia
concurrirán con el Ministerio de Justicia y del Derecho para la articulación de la información
correspondiente y la gestión de los ajustes necesarios para procurar la interoperabilidad de los
sistemas según corresponda.

PARÁGRAFO3º. El Ministerio Público velará por el adecuado cumplimiento de las disposiciones
establecidas en este artículo, en correspondencia con las atribuciones establecidas a su cargo
en la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nacional.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Las autoridades del Sistema Integral de Verdad, Justicia,
Reparación y no Repetición creadas mediante el Acto Legislativo 1 de 2017 harán parte del
Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales durante el término de su vigencia, correspondiendo
a la Justicia Especial para la Paz- JEP,durante su vigencia, se encargará de conformar, dirigir y
coordinar el sistema de estadísticas de competencia del sistema integral.

ARTícULO 7S. Modifíquese el artículo 108 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 108. REPORTEDE INFORMACION. Las entidades oficiales y particulares que sean
productoras de información estadística referida al sector justicia, deberán enviar esta
información al Ministerio de Justicia y del Derecho en observancia de lo establecido en el
artículo 113 constitucional, en la forma y con la periodicidad que este determine.

ARTícULO 76. El artículo 109 de la Ley 270 de 1996 quedará así:

ARTíCULO 109. TRANSPARENCIAY RENDICiÓN DE CUENTASPARA LA ADMINISTRACiÓN DE
JUSTICIA. Elejercicio de las funciones administrativas por parte de los órganos que integran las
distintas jurisdicciones de la Rama Judicial se sujetará al principio de transparencia y deberá
propiciar la rendición de cuentas. En desarrollo de estos principios:

1. La Ra~a Judicial, por conducto del Consejo Superior de la Judicatura, de cada una las Cortes
que encabezan sus jurisdicciones, de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y de los
Tribunales Administrativos, deberá rendir cuentas periódicamente a la ciudadanía y a los
servidores judiciales bajo los lineamientos de metodología y contenidos mínimos establecidos
por el Consejo Superior de la Judicatura.

2. La Rama Judicial, por conducto de los Juzgados Municipales y del Circuito, deberá rendir
cuentas anualmente a la ciudadanía y sus servidores judiciales, bajo los lineamientos de
metodología y contenidos mínimos establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura.

3. El Consejo Superior de la Judicatura publicará en la página web de la Rama Judicial un
informe preciso y detallado sobre la gestión financiera de los recursos de la Rama Judicial, de
conformidad con el reglamento respectivo, con una periodicidad anual.

4. El Consejo Superior de la Judicatura publicará en la página web de la Rama Judicial un
informe sobre el grado de avance de los indicadores determinados por el Sistema Nacional de
Estadísticas de la Rama Judicial, de conformidad con el reglamento respectivo, con una
periodicidad anual o inferior.

5. El Ministerio de Justicia y del Derecho publicará en la página web de la entidad, un informe
sobre el grado de avance de los indicadores determinados por el Sistema Nacional de
Estadísticas de su competencia, de conformidad con el reglamento respectivo, con una
periodicidad anual o inferior.

6. En concordancia con lo dispuesto en la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Nacional, el Consejo Superior de la Judicatura publicará en la página Web
de la Rama Judicial, un directorio de todos los despachos judiciales que integran los órganos de
las distintas jurisdicciones de la Rama Judicial, con los correspondientes datos del canal digital

y teléfono del despacho.

ARTíCULO 77. Modifíquese el artículo 110 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:
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ARTíCULO 110. COMITÉ TÉCNICO INTERINSTITUCIONAL. Créase el Comité Técnico
Interinstitucional conformado por todos los directores de los organismos que forman parte del
Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales, o sus delegados, el cuai estará presidido por el
Director Ejecutivo de Administración Judicial. Como Secretario del mismo actuará el delegado
dei Departamento Nacional de Planeación,

El Comité tiene por objeto implantar y desarrollar de manera coordinada los intercambios de
información entre todos los organismos que conforman el Sistema Nacional de Estadísticas de
Justicia. Para tal efecto, dictará todas las disposiciones indispensables para la interoperabilidad
técnica y funcional del Sistema.

ARTíCULO 78. El capítulo IV del Título Cuarto de la Ley 270 de 1996 tendrá un artículo nuevo
identificado con el número 110 A con el siguiente contenido:

ARTíCULO 110A. DE LA COMISiÓN NACIONAL DEDISCIPLINAJUDICIAL. La Comisión Nacional
de Disciplina Judicial ejerce la función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y
empleados de la Rama Judicial, y será la encargada de examinar la conducta y sancionar a los
abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señala la presente Ley. Está integrada
por siete (7) magistrados, conforme lo prevé la Constitución Política.

ARTíCULO 79. Modifíquese el artículo 111 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 111. ALCANCE. Mediante el ejercicio de la función jurisdiccional disciplinaria se
deciden los procesos que, por infracción a sus regímenes disciplinarios, se adelanten contra los
funcionarios y empleados de la Rama Judicial, salvo aquellos que gocen de fuero especial, según
la Constitución Política; igualmente contra los jueces de paz y de reconsideración, abogados y
aquellas personas que ejerzan función jurisdiccional de manera excepcional, transitoria u
ocasional.

Esta función jurisdiccional disciplinaria la ejercen la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y
las comisiones secciona les de disciplina judicial.

Lasprovidencias que en materia disciplinaria dicten estos órganos son actos jurisdiccionales no
susceptibles de acción contencioso-administrativa.

Toda decisión de mérito, contra la cual no proceda ningún recurso, adquiere la fuerza de cosa

juzgada.

ARTíCULO 80. Modifíquese el artículo 112 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 112. FUNCIONES DE LA COMISiÓN NACIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL
Corresponde a la Comisión Nacional de Disciplina Judicial:

1. Resolver los impedimentos y recusaciones que se presenten contra los miembros de la
Corporación.

2. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones y las
autoridades administrativas a las cuales la ley les haya atribuido funciones jurisdiccionales, y
entre las comisiones secciona les de disciplina judicial.

3. Conocer en primera y segunda instancia de los procesos disciplinarios que se adelanten
contra los magistrados de los Tribunales y comisiones seccionales de disciplina judiciai, el
Vicefiscal, los fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales.

4. Conocer de los recursos de apelación y queja, así como de la consulta, de los procesos
disciplinarios de que conocen en primera instancia las comisiones seccionales de disciplina

judicial.

5. Resolver las solicitudes de cambio de radicación de los procesos que adelanten las
comisiones secciona les de disciplina judicial.

6. Elegir al Secretario General de la comisión mediante convocatoria pública.

7. Dictar su propio reglamento.

8. las demás funciones que determine la Ley.

PARÁGRAFO 12. Las sentencias u otras providencias dictadas por las comisiones seccionales
de disciplina judicial en primera instancia que fueren desfavorables al procesado y no fuere
apeladas, serán necesariamente consultadas ante la Comisión Nacional de Disciplina Judicial.

PARÁGRAFO22. Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la
Corte Constítucional, del Consejo Superior de la Judicatura, de la Comisión Nacional de
Disciplina Judicial y el Fiscal General de la Nación en materia disciplinaria, están sujetos al
régimen previsto en los artículos 174, 175 Y 178 de la Constitución Política.

PARÁGRAFO32• La Comisión Nacional de Disciplina Judicial no es competente para conocer de

acciones de tutela.

ARTíCULO 81. Modifíquese El artículo 113 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 113. PROVISiÓN DE CARGOS DE EMPLEADOS DE LA COMISiÓN NACIONAL DE
DISCIPLINAJUDICIAL. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial tendrá un secretario de libre
nombramiento y remoción. Los cargos que integran los despachos de cada magistrado serán
de libre nombramiento y remoción del titular del despacho. Loscargos de los demás empleados
de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial deben ser provistos mediante el régimen de
carrera judicial.

ARTíCULO82. Modifíquese el artículo 114 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 114. FUNCIONES DE LAS COMISIONES SECCIONALESDE DISCIPLINA JUDICIAL.
Corresponde a las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial:

1. Conocer en primera instancia de los procesos disciplinarios que se adelantan contra los
jueces, los fiscales cuya competencia no corresponda a la Comisión Nacional de Disciplina
Judicial, los empleados de la Rama Judicial, los jueces de paz y de reconsideración, los abogados
y las personas que ejerzan función jurisdiccional de manera excepcional, transitoria u ocasional,
por faltas cometidas en el territorio de su jurisdicción.

2. Resolver los impedimentos y recusaciones de los magistrados de la respectiva comisión

seccional.

3. Conocer de la solicitud de rehabilitación de los abogados.

4. Lasdemás funciones que determine la Ley.

PARÁGRAFO 12• Las comisiones seccionales de disciplina judicial no son competentes para

conocer de acciones de tutela.

PARÁGRAFO 22. El Consejo Superior de la Judicatura determinará el número de plural de
magistrados que integrarán las comisiones secciona les de disciplina judicial y sus Salas de
Decisión. En el evento de que ocurra empate en el desarrollo de la sala de decisión, se integrará
a dicha sala el magistrado que siga en turno en estricto orden alfabético de apellidos y nombres.

ARTíCULO 83. Modifíquese el artículo 116 de la Ley 270 de 1996 quedará así:

ARTícULO 116. DOBLE INSTANCIA EN ELJUICIO DISCIPLINARIO. En todo proceso disciplinario

se observará la garantía de la doble instancia.

De los procesos disciplinarios contra los servidores señalados en el numeral 3 del artículo 112
conocerá en primera instancia una sala de tres (3) magistrados de la Comisión Nacional de

Disciplina Judicial; la segunda instancia la asumirá una sala conformada por los otros cuatro (4)
magistrados de esta corporación. Estas salas se conformarán siguiendo el procedimiento que
para el efecto fije el reglamento de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial.

las sentencias de primera instancia de las comisiones seccionales de disciplina judicial,
proferidas en procesos con persona ausente y no apeladas, serán consultadas ante la Comisión
Nacional de Disciplina Judicial.

ARTíCULO 84. Adiciónese el artículo 121 de la Ley 270 de 1996 con un segundo inciso con el
siguiente contenido:

ARTíCULO 121. POSESION.

Los magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial tomarán posesión de sus cargos
ante el Presidente de la República. Los magistrados de las comisiones seccionales de disciplina
judicial tomarán posesión de sus cargos ante el presidente de la Comisión Nacional de Disciplina
Judicial. Los empleados de las comisiones secciona les de disciplina judicial tomarán posesión
de sus cargos ante el presidente de la respectiva Comisión.

ARTíCULO8S. Modifíquese el Título Quinto de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así::

TíTULO QUINTO

JUSTICIADIGITAL

ARTíCULO 86. Modifíquese el artículo 122 de la Ley 270 de 1996 que se ubicará en el Título
Quinto, y el cual quedará así:

ARTíCULO 122. USO DE LASTECNOLOGíASDE LA INFORMACiÓN Y LAS COMUNICACIONES.
Todas las personas tienen derecho a comunicarse con los órganos y despachos de la Rama
Judicial a través del uso de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, con
arreglo a lo dispuesto en las leyes procesales y en los reglamentos.

En la administración de justicia se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las
comunicaciones, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, asegurando el acceso, la
autenticidad, confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad, conservación e
interoperabilidad de los datos, informaciones y servicios que se gestionen en el ejercicio de sus
funciones. Deberán habilitarse diferentes canales o medios para la prestación de los servicios
electrónicos de justicia, asegurando el acceso a ellos de toda la ciudadanía, con independencia
de su localización, circunstancias personales, medios o conocimientos, en la forma que estimen
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adecuada, procurando la permanente actualización de los recursos disponibles y [a formación
adecuada de los servidores públicos y usuarios en el uso de estos.

El Consejo Superior de la Judicatura adoptará una política de seguridad de [a información
judicial a través de la unidad que determine, y la adopción de planes y estrategias de protección
de esa información, revisables periódicamente.

Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones judiciales, y se permitirá a los
sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales
disponibles, evitando exigir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente
necesarias. Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas, presentaciones
personales o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos,
cuando no lo exija la regulación procesal respectiva.

Las autoridades judiciales darán a conocer en su pagina web los canales oficiales de
comunicación e información mediante los cuales prestarán su servicio, así como los
mecanismos tecnológicos que emplearán.

En aplicación de los convenios y tratados internacionales se prestará especial atención a las
poblaciones rurales y remotas, así como a los grupos étnicos y personas con discapacidad que
enfrentan barreras para el acceso a las tecnologías de la información y [ascomunicaciones, para
asegurar que se apliquen criterios de accesibilidad y se establezca si se requiere, algún ajuste
razonable que garantice e[ derecho a la administración de justicia en igualdad de condiciones

con las demás personas.

PARÁGRAFO1. Seadoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad
y el derecho de contradicción en [a aplicación de las tecnologías de la información y de las
comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva comunicación
virtual con los usuarios de la administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes
para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos.

PARÁGRAFO 2. En aquellos eventos en que los sujetos procesales o la autoridad judicial no
cuenten con los medios tecnológicos para cumplir lo dispuesto en este artículo, deberán
manifestar las razones por las cuales no pueden realizar una actuación judicial específica a
través de las tecnologías de la información y las comunicaciones de [o cual se dejará constancia
en el expediente y se realizará de manera presencial.

Igualmente, por razones de imparcialidad, necesidad o inmediación la autoridad judicial podrá
tramitar presencialmente alguna o toda [a actuación judicial.

PARÁGRAFO 3. El uso de las tecnologías de la información y comunicaciones de que trata el
presente artículo se adoptará de forma gradual, para lo cual el Consejo Superior de la
Judicatura establecerá en cada caso la metodología de transición.

ARTíCULO87. Modifíquese el artículo 123 de la ley 270 de 1996, el cual quedará quedará así:

ARTíCULO 123. DEBERESDElOS SUJETOSPROCESALESEN RELACiÓNCON LASTECNOlOGíAS
DE LA INFORMACiÓN Y LASCOMUNICACIONES. En todos los procesos judiciales, adelantados
por los despachos judiciales y por otras autoridades con funciones jurisdiccionales, en los cuales
se haya adoptado el uso de tecnologías de información y las comunicaciones, el operador
jurídico podrá disponer que el proceso judicial se adelantará a través de ellas, en cuyo caso será
deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a
través de medios tecnológicos.

ARTíCULO88. Modifíquese el artículo 124 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 124. PLAN DE JUSTICIA DIGITAL. El Consejo Superior de la Judicatura actualizará
anualmente el Plan de Justicia Digital. Lo desarrollado en la actualización anual hará parte del
informe al Congreso de la República.

Dentro de esta actualización, el Consejo Superior de la Judicatura incluirá, además de lo
indicado en el artículo 103 del Código General del Proceso, los siguientes aspectos:

1. los distritos, circuitos o despachos judiciales en los cuales se implementó el uso de las
tecnologías de la información y las comunicaciones.

2. Los distritos, circuitos o despachos judiciales en los cuales se proyecta implementar el
uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

Para el año 2026, se deberá haber implementado el Plan de Justicia Digital en todos los
despachos judiciales.

ARTíCULO 89. Modifíquese el título sexto y Capítulo primero de la Ley 270 de 1996, los cuales

quedarán así:

Titulo VI

De los servidores judiciales

Capítulo I

Disposiciones Generales

ARTíCULO90. Modifíquese El artículo 128 de la ley 270 de 1996 quedará así:

ARTíCULO 128. REQUISITOSADICIONALESPARASERFUNCIONARIO DE LA RAMA JUDICIAL.
Para ejercer los cargos de funcionario de la Rama Judicial deben reunirse los siguientes
requisitos adicionales, además de los que establezca la ley:

1. Para el cargo de Juez Municipal, tener experiencia profesional no inferior a tres (3) años.

2. Para el cargo de Juez de Circuito o sus equivalentes: tener experiencia profesional no
inferior a cinco (5) años.

3. Para el cargo de Magistrado de Tribunal: tener experiencia profesional por lapso no inferior
a diez (10) años.

ARTíCULO91. Modifíquese el artículo 130 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 130. CLASIFICACiÓNDE LOS EMPLEOS.Por regla general, los cargos en la Rama
Judicial son de carrera. Se exceptúan los cargos de período individual y los de libre
nombramiento y remoción.

Son de período individual los cargos de Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte
Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial,
del Consejo Superior de la Judicatura y el de Fiscal General de la Nación.

los funcionarios a que se refieren el inciso anterior permanecerán en sus cargos durante
todo el período salvo que antes de su vencimiento les sea impuesta sanción disciplinaria de
destitución por mala conducta o lleguen a la edad de retiro forzoso y deberán dejar sus cargos
al vencimiento del periodo para el cual fueron elegidos.

Es obligación de cada funcionario y del Presidente de la Corporación, informar con seis (6)
meses de anticipación a la autoridad que haya seleccionado la terna o la lista
correspondiente, de la fecha en que se producirá el vencimiento de su período, con ei objeto
de que se proceda a elaborar la lista de aspirantes a reemplazarlo.

Son de libre nombramiento y remoción los cargos de Magistrado Auxiliar, Director Ejecutivo
de Administración Judicial, Director Seccional de Administración Judicial, Director de Unidad,
Jefe de División y los empleos de nivel directivo del Consejo Superior de la Judicatura y de la

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, los empleados de los despachos de
magistrados de las altas cortes, los adscritos a la Presidencia y Vicepresidencia de estas
Corporaciones; los de los Secretarios Generales de esas Corporaciones; los cargos de los
Despachos de los Magistrados de los Tribunales y de las comisiones seccionales de disciplina
judicial; los cargos de Vicefiscal General de la Nación, Secretario Generai de la FiscalíaGeneral
de la Nación, Directores Nacionales de la Fiscaiía General de la Nación, Directores Regionales
y Seccionales de la Fiscalía General de la Nación, los empleados del Despacho del Fiscal
General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación y los de Fiscales delegados ante la
Corte Suprema de Justicia.

Son de carrera los cargos de magistrado de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, de
los Tribunales Administrativos, de los Consejos Seccionales de la judicatura, de las
Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial, de los Fiscales no previstos en los incisos
anteriores, de Juez de la República, y los demás empleos de la Rama Judicial.

ARTíCULO 92. Modifíquese el artículo 131 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 131. AUTORIDADES NOMINADORAS DE LA RAMA JUDICIAL. Las autoridades
nominadoras de la Rama Judicial, son:

1. Para los cargos de carrera el Consejo Superior de la Judicatura, a través de la unidad que
este determ ine.

2. Para los cargos de libre nombramiento y remoción de las altas cortes: La respectiva
Corporación.

3. Para los cargos del despacho de los Magistrados: El respectivo Magistrado.

4. Para los cargos de libre nombramiento y remoción de la planta de personal del Consejo
Superior de la Judicatura: el Consejo Superior de la Judicatura, a través de la unidad que este
determine.

5. Para los cargos de libre nombramiento y remoción de la dirección ejecutiva de
Administración Judicial: El Director Ejecutivo de Administración Judicial.

6. Para los cargos de las Unidades del Consejo Superior de la Judicatura: Los respectivos

Directores de Unidad.

ARTíCULO 93. Modifíquese el numeral 2 del artículo 132 de la Ley 270 de 1996, el cual

quedará así:
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ARTíCULO 132. FORMA DE PROVISiÓN DECARGOSEN LA RAMA JUDICIAL.

2. En provisionalidad. El nombramiento se hará en provisionalidad en caso de vacancia
definitiva, hasta tanto se provea el cargo por el sistema de carrera judicial por parte del
Consejo Superior de la Judicatura.

Cuando se trate de vacancia temporal, en cargos de carrera judicial, se optará por un
funcionario o empleado de carrera del despacho respectivo, siempre que cumpla los
requisitos para el cargo, o por la persona que hace parte del Registro de Elegibles. Este
nombramiento no excluirá a la persona del respectivo Registro para optar por un cargo en
propiedad.

Cuando la vacante sea definitiva y el cargo sea de carrera judicial, el Consejo Superior de la
Judicatura dentro de los tres (3) días siguientes a que se conozca que se producirá la vacante,
efectuará el nombramiento en los términos previstos en la presente Ley, de la lista de
elegibles que se encuentre vigente para la fecha en que se produzca la vacancia.

En ningún caso se podrá cubrir vacancias temporales o definitivas de personal de carrera
judicial con personas ajenas a la misma o que no hagan parte del Registro de Elegibles.
En caso de vacancia temporal en la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Corte
Constitucional, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, el Consejo Superior de la
Judicatura o los Tribunales, la designación se hará directamente por la respectiva
Corporación en los términos señalados en este artículo.

ARTíCULO 94. Modifíquese el artículo 133 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 133. TÉRMINO PARA EL NOMBRAMIENTO, LA ACEPTACiÓN Y POSESiÓNEN EL
CARGO. Para proceder al nombramiento, el nominador deberá verificar previamente que la
persona reúne los requisitos y calidades para desempeñar el cargo, así como la inexistencia
de inhabilidades o incompatibilidades para su ejercicio.

El nombramiento deberá ser comunicado al interesado dentro de los ocho días siguientes y
éste deberá aceptarlo o rechazarlo dentro de un término igual.

Quien sea elegido o nombrado en un cargo de libre nombramiento y remOClon o como
funcionario judicial, deberá ser confirmado por la autoridad nominadora, para lo cual se
publicará el nombramiento por el término de tres (3) días hábiles en la página web de la Rama
Judicial, lapso en el cual la ciudadanía podrá hacer observaciones frente al nombramiento.
Vencido el término, la autoridad competente confirmará la elección o nombramiento cuando
establezca que el nombrado no se 'encuentra inhabilitado o impedido legalmente para el
ejercicio del cargo, de ser, así negará la confirmación.

Confirmado en el cargo, el elegido dispondrá de quince (15) días para tomar posesión de este.

PARÁGRAFO. El término para la posesión en el cargo podrá ser prorrogado por el nominador
por una sola vez, siempre que considere justa la causa invocada y que la solicitud se formule
antes del vencimiento.

ARTíCULO 9S. Modifíquese el artículo 134 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO134. TRASLADO. Se produce traslado cuando se provee un cargo con un funcionario
o empleado que ocupa en propiedad otro de funciones afines, de la misma categoría y
especialidad y para el cual se exijan los mismos requisitos, aunque tengan distinta sede
territorial. El Consejo Superior de la Judicatura, a través de la unidad correspondiente,
efectuará el traslado por solicitud del o los servidores de la Rama Judicial, en los siguientes
eventos:

1. Por razones de seguridad. Cuando se presenten hechos o amenazas graves que atenten
contra la vida o integridad personal del servidor de la Rama Judicial, la de su cónyuge,
compañero o compañera permanente, descendiente o ascendiente en primer grado de
consanguinidad o único civil, por razón u ocasión de su cargo y que hagan imposible su
permanencia en él.

También se aplicará a los servidores vinculados en provisionalidad, sin que ello modifique su
forma de vinculación, hasta tanto se provea el cargo en propiedad.

2. Por razones de salud. Cuando se encuentren debidamente comprobadas razones de salud
que le hagan imposible al servidor de la Rama Judicial continuar en el cargo.

3. Por reciprocidad. Cuando lo soliciten en forma recíproca servidores de la Rama Judicial en
carrera de diferentes sedes territoriales, en cuyo caso sólo procederá previo concepto del

Consejo Superior de la Judicatura.

Cuando el traslado deba hacerse entre cargos cuya nominación corresponda a distintas
autoridades, sólo podrá llevarse a cabo previo acuerdo entre éstas.

4. Cuando lo solicite un servidor público de carrera para un cargo que se encuentre vacante en
forma definitiva.

5. Por razones del servicio. Cuando la solicitud esté soportada en hechos que por razones del
servicio el Consejo Superior de la Judicatura califique como aceptables.

PARÁGRAFO 12. Cuando se trate del traslado de un servidor judicial, se tomará posesión con
el único requisito del juramento legal.

PARÁGRAFO 22. Para efectos de lo dispuesto en los numerales 3 y 4, el concepto de traslado
tendrá en cuenta, entre otros factores, la última evaluación de servicios en firme, que la
persona a trasladar haya prestado servicios por lo menos por tres (3) años en el cargo actual y
que garantice que prestará igual tiempo de servicio en el cargo para el cual será trasladada.

PARÁGRAFO32• No proceden traslados entre cargos de la misma sede territorial.

ARTíCULO 96. Modifíquese El artículo 138 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 138. PROVISiÓN DE LA VACANTE TEMPORAL. Cuando la comisión de servicios
implique la separacíón temporal del ejercicio de funciones, como cuando se trate del
cumplimiento de misiones especiales que interesen a la Administración de Justicia, el
nominador hará la correspondiente designación en encargo, para lo cual optará por un
funcionario o empleado de carrera judicial del despacho respectivo, o por quien haga parte del
Registro de Elegibles. Este nombramiento no excluirá a la persona del respectivo Registro para
optar por un cargo en propiedad. El servidor nombrado en encargo deberá cumplir los
requisitos para el cargo. El servidor en encargo tendrá derecho a percibir la diferencia salarial.

ARTíCULO 97. Modifíquese El artículo 139 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 139. COMISiÓN ESPECIALPARA MAGISTRADOS DE TRIBUNALES, JUECESDE LA
REPÚBLICAY EMPLEADOS. El Consejo Superior de la Judicatura podrá conferir, a instancias de
los respectivos superiores jerárquicos, comisiones a los magistrados de los tribunales o de las
comisiones seccionales de disciplina judicial, a los jueces de la República y empleados de la
Rama Judicial, en carrera judicial, para adelantar cursos de postgrado hasta por dos (2) años y
para cumplir actividades de asesoría al Estado o realizar investigaciones científicas o estudios

relacionados con las funciones de la Rama Jurisdiccional hasta por seis (6) meses, siempre y
cuando lleven al menos dos (2) años vinculados en el régimen de carrera judicial.

las comisiones señaladas en el inciso anterior se otorgarán previa solicitud por parte del
interesado ante el respectivo nominador, que deberá avalar la comisión o indicar las
objeciones. En todo caso será causal de objeción que el despacho para el cual trabaja el
interesado presente congestión judicial.

Si la comisión requiere la provisión de la vacante y el pago de los salarios y prestaciones de
quien la solicita, solo podrá otorgarse si cumple los requisitos establecidos en los reglamentos
del Consejo Superior de la Judicatura y existe certificación presupuestal.

Cuando se trate de cursos de postgrado que sólo requieran tiempo parcial y que no afecten la
prestación del servicio, el Consejo Superior de la Judicatura podrá autorizar permisos
especiales, siempre y cuando el despacho para el cual trabaja el interesado no presente
congestión judicial.

ARTíCULO 98. Se deroga el artículo 140 de la ley 270 de 1996.

ARTíCULO99. Modifíquese el artículo 142 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 142. LICENCIANO REMUNERADA. los funcionarios y empleados tienen derecho a
licencia no remunerada hasta por tres (3) meses por cada año calendario de servicio, en forma
continua o discontinua según lo solicite el interesado. Esta licencia no es revocable ni
prorrogable por quien la concede, pero es renunciable por el beneficiario. El superior la
concederá teniendo en cuenta las necesidades del servicio.

Así mismo, se concederá licencia no remunerada a los funcionarios y empleados de carrera
judicial, para realizar cursos de postgrado relacionados con el cargo hasta por dos (2) años o
actividades de docencia, investigación o asesoría científica al Estado hasta por un (1) año,
siempre y cuando el interesado lleve al menos dos (2) años vinculado en el régimen de carrera

judicial.

PARÁGRAFO. los funcionarios y empleados en carrera judicial también tienen derecho a
licencia, cuando hallándose en propiedad pasen a ejercer hasta por el término de dos (2) años,
prorrogable por un término igual, un cargo vacante transitoriamente o un cargo de libre
nombramiento y remoción en la Rama Judicial. Vencido el término de la prórroga, solo podrá
otorgarse nueva licencia luego de trascurridos dos (2) años.
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Los funcionarios en carrera judicial que sean nombrados en cargos de periodo tienen derecho
a la licencia por el término del periodo.

ARTícULO 100. Modifíquese el primer inciso del artículo 144 de la Ley 270 de 1996, el cual
quedará así:

ARTíCULO 144. PERMISOS. Los servidores de la Rama Judicial podrán solicitar permiso
remunerado por causa justificada, de acuerdo con la reglamentación que expida el Consejo
Superior de la Judicatura, la cual en ningún caso podrá incluir condiciones menos favorables
que las establecidas en la legislación laboral ordinaria.

ARTíCULO 101. Modifíquese el artículo 146 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 146. VACACIONES. Las vacaciones de los funcionarios y empleados de la Rama
Judicial serán colectivas, salvo para los casos que determine el Consejo Superior de la
Judicatura.

Lasvacaciones individuales serán concedidas de acuerdo con las necesidades del servicio por
el Consejo Superior de la Judicatura, por un término de veintidós (22) días continuos por cada
año de servicio.

ARTíCULO 102.. Adiciónese un artículo 149A nuevo a la Ley 270 de 1996, con el siguiente
contenido:

ARTíCULO 149A. ABANDONO DEL CARGO. El abandono del cargo se produce cuando el
servidor judicial sin justa causa:

1. No reasuma sus funciones dentro de los tres (3) días siguientes al vencimiento de licencia,
permiso, vacaciones, comisión o al vencimiento de la prestación del servicio militar.

2. Deje de concurrir al trabajo o de desempeñar sus funciones por tres (3) días consecutivos.

3. No concurra al trabajo antes de serie concedida autorización para separarse del servicio o en
caso de renuncia, antes de ser aceptada o vencerse el plazo indicado en la Ley.

PARÁGRAFO. Comprobadas cualquiera de las causales de que trata este artículo, la autoridad
nominadora declarará la vacancia del empleo, siempre que se garantice el derecho de defensa.

ARTícULO 103. Modifíquese el parágrafo 29 del artículo 151 de la ley 270 de 1996, el cual
quedará así:

ARTícULO 151. INCOMPATIBILIDADES PARA EJERCERCARGOS EN LA RAMA JUDICIAL.

PARÁGRAFO 29. los funcionarios y empleados de la Rama Judicial sólo podrán ejercer la
docencia universitaria en materias jurídicas y realizar labores de investigación e intervenir a
título personal en congresos y conferencias hasta por cinco (5) horas semanales dentro del
horario laboral, siempre que no se perjudique el normal funcionamiento del despacho
judicial. los funcionarios y empleados que desarrollen cualquier actividad académica
deberán reportarla al Consejo Superior de la Judicatura.

El Consejo Superior de la Judicatura deberá certificar las condiciones del despacho
establecidas en este artículo, de manera previa al ejercicio de esta facultad.

ARTíCULO 104. Modifíquese El artículo 153 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución,
las leyes y los reglamentos.

2. Desempeñar con autonomía, independencia, transparencia, celeridad, eficiencia,
moralidad, lealtad e imparcialidad las funciones de su cargo.

3. Obedecer y respetar a sus superiores, dar un tratamiento acorde con la dignidad humana
a sus compañeros y a sus subordinados y compartir sus tareas con espíritu de solidaridad y

unidad de propósito.

4. Observar permanentemente en sus relaciones con el público el respeto por la dignidad
humana y ofrecer la atención especial que requieran las personas en situación de
vulnerabilidad para garantizar su acceso a la administración de justicia, y en el caso de los
niños, niñas y adolescentes velar por la salvaguarda de sus derechos y garantizar que su
comparecencia ante los despachos judiciales se realice de forma adecuada a su situación y

desarrollo evolutivo.

5. Utilizar, dentro de las actuaciones judiciales y en su relación con los usuarios un lenguaje
que les permita comprender el alcance de los procedimientos y decisiones judiciales.

6. Realizar personalmente las tareas que les sean confiadas y responder por el uso de la
autoridad que les haya sido otorgada o de la ejecución de las órdenes que puede impartir, sin
que en ningún caso quede exento de la responsabilidad que le incumbe por la que corresponda
a sus subordinados.

7. Guardar la reserva que requieran los asuntos relacionados con su trabajo, aun después de
haber cesado en el ejercicio del cargo y sin perjuicio de la obligación de denunciar cualquier
hecho delictuoso.

8. Observar estrictamente el horario de trabajo, así como los términos fijados para atender los
distintos asuntos y diligencias.

9. Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones que
les han sido encomendadas.

10. Permanecer en el desempeño de sus funciones mientras no se haya hecho cargo de ellas
quien deba reemplazarlo.

11. Atender regularmente las actividades de capacitación y perfeccionamiento y efectuar las
prácticas y los trabajos que se le impongan.

12. Responder por la conservación de los documentos, útiles, equipos, muebles y bienes
confiados a su guarda o administración y rendir oportunamente cuenta de su utilización, y por
la decorosa presentación del Despacho.

13. Poner en conocimiento del superior los hechos que puedan perjudicar la administración y
las iniciativas que se estimen útiles para el mejoramiento del servicio.

14. Antes de tomar posesión del cargo; cada dos años; al retirarse de este; cuando la autoridad
competente se lo solicite o cada vez que su patrimonio y rentas varíen significativamente,
declarar bajo juramento, el monto de sus bienes y rentas.

15. Cuidar de que su presentación personal corresponda al decoro que debe caracterizar el

ejercicio de su elevada misión.

16. Resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de los términos previstos en la
Ley y con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función

jurisdiccional.

17. Abstenerse de tener comunicación con los sujetos de un proceso judicial que curse en su

despacho por fuera del trámite de éste.

18. Publicar mensualmente, todas las visitas a su despacho de particulares y autoridades ajenas

a la Rama Judicial en la página web de la Corporación a la que pertenece, o en ausencia de

página web en un lugar visible de la secretaría del despacho.

19. Dedicarse exclusivamente a la función judicial, con la excepción prevista en el parágrafo

segundo del artículo 151.

20. Residir en el lugar donde ejerce el cargo, o en otro lugar cercano de fácil e inmediata

comunicación. Para este último caso se requiere autorización previa del Consejo Seccional

respectivo.

21. Evitar el retardo en la resolución de los procesos, sancionando las maniobras dilatorias, así

como todos aquellos actos contrarios a los deberes de lealtad, probidad, veracidad, honradez

y buena fe.

22. Denegar de plano los pedidos maliciosos y rechazar los escritos y exposiciones que sean

contrarios a la decencia o la respetabilidad de las personas, sin perjuicio de la respectiva

sanción.

23. Denunciar ante las autoridades competentes los casos de ejercicio ilegal de la abogacía.

24. Abstenerse de hacer recomendaciones relacionadas con nombramientos propios o de

terceros en cualquier cargo de descongestión o que deba ser provisto en provisionalidad.

25. Cumplir con las demás obligaciones señaladas por la Ley.

ARTíCULO 105. Modifíquese el artículo 155 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:



Página 16	 Lunes, 23 de noviembre de 2020	 Gaceta del Congreso  1356

ARTícULO 1SS.ESTíMULOSy DISTINCIONES.Losfuncionarios y empleados que se distingan en

la prestación de sus servicios en los términos del reglamento, se harán acreedores a los

estímulos y distinciones que determine el Consejo Superior de la Judicatura.

El Superior funcional postulará de acuerdo con los procedimientos establecidos, a los

funcionarios y empleados que son candidatos idóneos para recibir incentivos y/o distinciones.

En todo caso, dicha selección se hará con base en los siguientes criterios:

1. La oportuna y correcta tramitación y resolución de los procesos a su cargo.

2. Los grados académicos y estudios de perfeccionamiento en las áreas afines al desempeño

laboral debidamente acreditados.

3. Lautilización de medios adecuados para la innovación en la implementación de técnicas para

realizar sus funciones y que éstas se puedan replicar en otros despachos.

ARTíCULO 106: Adiciónese un artículo 155A nuevo a la Ley 270 de 1996, con el siguiente

contenido:

ARTícULO 1SSA. INCENTIVOSy DISTINCIONESESPECIALESPARA JUECES.El Consejo Superior

de la Judicatura podrá conceder a los jueces que, de acuerdo con las mediciones de

productividad de los despachos, presenten un alto rendimiento y no hayan tenido ninguna

sanción disciplinaria, ni faltas a la ética, los siguientes reconocimientos:

1. Bono por productividad: Correspondiente a tres (3) días hábiles adicionales a las vacaciones

ordinarias anuales a que tiene derecho el juez.

2. Denominación de Magistrado Juez: Como ascenso honorífico, los jueces que tengan más de

quince (15) años de servicio sin tacha y su despacho se encuentre al día, el Consejo Superior de

la Judicatura les concederá la denominación de "Magistrado Juez". El Juez que reciba esta

distinción permanecerá en el ejercicio de su cargo y en adelante se le dirigirá a él en todos los

ámbitos como "Magistrado Juez" y tendrá derecho a un bono especial anual por la labor

prestada a la justicia, correspondiente a tres (3) días laborales adicionales a las vacaciones

ordinarias a que tiene derecho. Lo anterior sin perjuicio a que participe en concursos de

ascenso a magistrado de Tribunal o aspire a cualquier otro cargo de la Rama Judicial.

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura establecerá los parámetros para determinar

y certificar cuando los despachos judiciales presentan alto, medio o bajo rendimiento.

ARTicULO 107. Modifícase el artículo 158 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTicULO 158. CAMPO DE APLICACiÓN. Son de carrera los cargos de magistrados de los
Tribunales, de los Consejos Seccionales de la Judicatura y de las Comisiones Seccionales de
Disciplina Judicial, los jueces, los fiscales y demás cargos de empleados que por disposición
expresa de la Ley no sean de libre nombramiento y remoción o de período de la Rama Judicial.

ARTicULO 108. Modifíquese el parágrafo del artículo 160 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará
así:

ARTicULO 160. REQUISITOSESPECIALESPARA OCUPARCARGOSEN LA CARRERAJUDICIAL.

PARÁGRAFO. Losfuncionarios de carrera que acrediten haber aprobado el curso de formación
judicial no están obligados a repetirlo para obtener eventuales ascensos, siempre y cuando el
cargo para el que aspiran sea de la misma especialidad y el curso lo hayan recibido dentro de
cualquiera de las dos (2) convocatorias inmediatamente anteriores a la que están participando.
En estos casos, se tendrá en cuenta la certificación que expida la Escuela Judicial Rodrigo Lara
Bonilla o, en su defecto, se tomará la última calificación de servicios obtenida como factor
sustitutivo de evaluación.

ARTícULO 109. Modifíquese el artículo 163 de la Ley 270 de 1996 quedará así:

ARTícULO 163. MODALIDADES DE SELECCiÓN.Los procesos de selección serán permanentes
con el fin de garantizar en todo momento disponibilidad para la provisión de las vacantes que
se presenten en cualquier especialidad y nivel dentro de la Rama Judicial. Podrán participar las
personas que acrediten los requisitos para el ejercicio del empleo, sin discriminación alguna,
en los términos previstos en la presente Ley y la convocatoria respectiva:

1. De ingreso público y abierto. Para la provisión definitiva de los cargos en la Rama Judicial se
adelantará concurso público y abierto en los cuales podrán participar todos los ciudadanos que

reúnan los requisitos y condiciones indicadas en el artículo 164 de esta Ley. También podrán
participar los funcionarios y empleados de la Rama Judicial.

Los aspirantes no deben haber sido sancionados disciplinaria o fiscalmente dentro de los cinco
(5) años anteriores a la convocatoria.

2. De ascenso. Elconcurso será de ascenso cuando existan funcionarios o empleados judiciales
escalafonados en la carrera judicial, en el grado salarial inferior, que cumplan los requisitos y
condiciones para el desempeño de los empleos convocados a concurso.

Para los concursos de ascenso, el treinta por ciento (30%) de los cargos a proveer serán
ofertados y provistos con aspirantes que sean funcionarios y empleados de carrera. El 70% de
los empleos restantes, se proveerán a través de ingreso público y abierto.

Si en el desarrollo del concurso de ascenso no se inscribe un número igual de funcionarios o
empleados judiciales escalafonados en la carrera judicial, el concurso se declarará desierto y la
provisión de los cargos se realizará mediante concurso de ingreso público y abierto. Quienes se
hayan inscrito inicialmente para el concurso de ascenso continuarán en el concurso público y
abierto sin requerir una nueva inscripción.

Para participar en los concursos de ascenso, el funcionario o empleado deberá cumplir lo
siguiente:

a. Estar escalafonado en la carrera judicial. Los funcionarios deberán contar con una
permanencia mínima en el cargo de carrera de cuatro (4) años y los empleados de dos (2) años.

b. Reunir los requisitos y condiciones exigidos para el desempeño del cargo.

c. Contar con la evaluación de servicios en firme del período inmediatamente anterior; en caso
de no contar con esta calificación por causas no atribuibles al servidor público, será la última
calificación de servicios que no podrá ser inferior a ochenta y cinco (85) puntos.

d. No haber sido sancionado disciplinaria o fiscalmente dentro de los cinco (5) años anteriores
a la convocatoria.

e. Los funcionarios escalafonados en carrera judicial sólo podrán aspirar al cargo de la categoría
inmediatamente superior y de la misma especialidad.

f. Los empleados escalafonados en carrera judicial únicamente podrán aspirar al cargo de la
categoría inmediatamente superior de la misma jurisdicción sin importar la especialidad. Se

exceptúan los secretarios de los despachos y los oficiales mayores, sustanciadores y
profesionales que tendrán que aspirar a cargos de ascenso de la misma especialidad.

g. Lossecretarios de todas las categorías de despachos judiciales sólo podrán ascender al cargo
de juez municipal o promiscuo municipal.

3. De condición especial. El Consejo Superior de la Judicatura podrá convocar concursos
especiales para cargos de jueces y empleados en zonas de difícil acceso, determinadas por sus
condiciones geográficas o de seguridad, o cuyos nombramientos se hayan mantenido en
provisionalidad por más de cinco (5) años.

ARTíCULO 110. Modifíquese el artículo 164 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO164. CONCURSODEMÉRITOS.Elconcurso de méritos es el proceso mediante el cual
se hace la evaluación de conocimientos, destrezas, aptitud, experiencia, capacidades, aptitudes
intelectuales y profesionales de diversa índole y rasgos de la personalidad de los aspirantes a
ocupar cargos en la carrera judicial, determinará su inclusión en el Registro de Elegibles del
Consejo Superior de la Judicatura y fijará su ubicación en el mismo.

Los concursos de mérito en la carrera judicial se regirán por las siguientes normas básicas:

1. Podrán participar en los concursos de ascenso los funcionarios y empleados que
encontrándose vinculados al servicio reúnan los requisitos del cargo al que aspiran ascender.
Cuando se trate de concursos abiertos y públicos, podrán participar los ciudadanos
colombianos que, de acuerdo con la categoría del cargo por proveer, reúnan los requisitos
correspondientes, e igualmente podrán participar los funcionarios y empleados de la Rama
Judicial.

2. La convocatoria es norma obligatoria que regula todo proceso de selección mediante
concurso de méritos. Se efectuará cuando según las circunstancias, el Registro de Elegibles
resulte insuficiente.

3. Las solicitudes de los aspirantes que no reúnan las calidades señaladas en la convocatoria o
que no acrediten el cumplimiento de todos los requisitos en ella exigidos, se rechazarán
mediante resolución motivada contra la cual no habrá recurso en la actuación administrativa.
El aspirante deberá anexar la declaración de no hallarse incurso en causal de inhabilidad o de
incompatibilidad. La presentación de la hoja de vida y los anexos con motivo de la inscripción
se entenderá radicada bajo la gravedad de juramento. También deberá de autorizar el
tratamiento sus datos personales con motivo de este proceso.
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4. Todo concurso de méritos comprenderá dos etapas sucesivas: de selección y de clasificación.

La etapa de selección tiene por objeto ia escogencia de los aspirantes que harán parte del
correspondiente Registro de Elegibles y estará integrada por el conjunto de pruebas que, con
sentido eliminatorio, señale y reglamente el Consejo Superior de la Judicatura.

La etapa de clasificación tiene por objetivo establecer el orden de Registro según el mérito de
cada concursante elegible, asignándosele a cada uno un lugar dentro dei Registro para cada
clase de cargo y de especialidad.

PARÁGRAFO 12. El Consejo Superior de la Judicatura determinará de manera general el
contenido y los procedimientos de cada una de las etapas, y señalará los puntajes
correspondientes a las diferentes pruebas que conforman la primera etapa, cumpliendo los
parámetros fijados en la presente Ley.

PARÁGRAFO 22. Las pruebas que se apliquen en los concursos para proveer cargos de carrera
judicial, así como también toda la documentación que constituya el soporte técnico de
aquéllas, tienen carácter reservado.

ARTfcULO 111. Modifíquese el artículo 16S de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 165. REGISTRODE ELEGIBLES.El Consejo Superior de la Judicatura conformará el
correspondiente Registro de Elegibles para cargos de funcionarios y empleados de carrera de
la Rama Judicial, teniendo en cuenta las diferentes categorías de empleos y las siguientes
reglas:

a. La inscripción en el Registro se hará en orden descendente, de conformidad con los puntajes
que para cada etapa del proceso de selección determine el reglamento.

b. La inscripción individual en el Registro tendrá una vigencia de cuatro (4) años. Durante los
meses de enero y febrero cada dos (2) años, cualquier interesado podrá actualizar su
inscripción respecto de ios factores de experiencia adicional, docencia, capacitación y
publicaciones, y con éstos se reclasificará el Registro, si a ello hubiere lugar.

Durante el término de la vigencia del Registro de Elegibles, el retiro de este se hará por la
posesión del aspirante en el cargo para el cual concurso o por no aceptar o no posesionarse en
el cargo al que aspiró. También se podrá retirar por solicitud expresa de ser excluido del registro
de elegibles.

PARÁGRAFO. En cada caso y de conformidad con el reglamento, los aspirantes en cualquier
momento podrán manifestar las sedes territoriales de su interés.

ARTíCULO 112. Modifíquese el artículo 166 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 166. LISTA DE CANDIDATOS. La provisión de cargos por el Consejo Superior de la
Judicatura se hará de listas de elegibles con inscripción vigente en el Registro de Elegibles, el
nombramiento que se realice deberá recaer sobre el candidato que encabece la lista de
elegibles, y siguiendo el orden consecutivo de esta.

ARTíCULO 113. Modifíquese el artículo 167 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

ARTíCULO 167. NOMBRAMIENTO Y POSESiÓN.Cada vez que se tenga conocimiento de que
se presentará una vacante de un cargo, la entidad o despacho judicial al que pertenece
comunicará la novedad a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al Consejo Superior
de la Judicatura, quien procederá al nombramiento de la persona de la lista de candidatos del
Registro de Elegibles, a más tardar dentro de los diez (10) días siguientes.

ARTíCULO 114. Adiciónese un artículo 167A nuevo a la Ley 270 de 1996, con el siguiente
contenido:

ARTíCULO 167A. PERIODODE PRUEBA. Con el fin de determinar su ingreso a la carrera judicial
los funcionarios y empleados tendrán un periodo de prueba de seis (6) meses, en que serán
evaluados teniendo en cuenta los mismos criterios para la evaluación de los servidores de
carrera judicial.

Si dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento del término del periodo de prueba,
no se realiza la evaluación de que trata el inciso anterior, se entenderá que es satisfactoria y la
persona ingresará al régimen de carrera judicial.

La evaluación insatisfactoria del periodo de prueba constituye causal de retiro del servicio y
deberá ser decretada por el nominador mediante acto administrativo motivado. Una vez se
encuentre en firme el acto de retiro de servicio se procederá a publicar la vacante.

ARTícULO 115. Adiciónese un artículo 192C nuevo a la Ley 270 de 1996, con el siguiente
contenido:

ARTíCULO 192(, El presupuesto de la Rama Judicial se incrementará anualmente, mínimo en
el porcentaje que señale el Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial aprobado por el
Congreso de la República.
Si en el ejercicio de las facultades prevista en los artículos 76 y 77 del Decreto 111 de 1996, se
afectan las apropiaciones presupuesta les para la Rama Judicial, el Gobierno Nacional deberá
contar previamente con el concepto favorable del Consejo Superior de la Judicatura.

ARTíCULO 116. SUSTITUCIONES. Sustituir las expresiones "la respectiva Sala", y "la Sala
Administrativa del Consejo Superior" de los artículos 20, 22, 41, 42, 51, 57, 85, 86, 87, 88, 89,
90,93,97,101,104,131,155,160,161,162,168,170, 172,174, 175, 176, 177, 192, 193, 199,
200 Y 209, 209 bis por Consejo Superior de la Judicatura.
Suprimir la expresión "las Salas administrativas" en los artículos 57, 84, 87, 101, 165 Y 174.

Sustituir las expresiones "Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura", "Sala
Jurisdiccionai Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura" y "Salas Jurisdiccionales
Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura" de los artículos 56, 57, 101, 104 Y
120 por Comisión Nacional de Disciplina Judicial o comisiones secciona les de disciplina judicial.

ARTíCULO 117. DEROGATORIAS. la presente ley deroga el artículo 4° de la ley 169 de 1896, el
artículo 115 de la ley 270 de 1996 y todas las disposiciones que le sean contrarias.

ARTíCULO 118. VIGENCIA.

De los Honorables Congresistas, '\

Ministro

Exposición de motivos al Proyecto de Ley Estatutaria No. _ de 2020 "Por la
cual se modifica la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de

Justicia y se dictan otras disposiciones"

1. Introducción

El Gobierno Nacional presenta al Congreso de la República el proyecto de ley para
reformar la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, con el objetivo principal de
acercar la justicia al ciudadano. Esta propuesta hace parte de un paquete legislativo
más amplio, que incluye reformas al Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo1, al Estatuto de Arbitraje2, al funcionamiento de los
consultorios juridicos3, a la conciliación' y a las comisarias de familiaS, y al de la
especialidad judicial agraria y rural. Con este grupo de propuestas legislativas, se
reitera el mensaje de que no hay una sola reforma a la justicia, sino que esta consiste
en una serie de esfuerzos coordinados, tanto a nivel normativo como de gestión, para
lograr una justicia más accesible, más cercana al ciudadano, más eficiente, y más
confiable y, de esta manera, contribuir a la consolidación de la paz con legalidad, en
linea con el objetivo 16 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones
Unidas.

Este proyecto actualiza la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, que data de
1996, pues aunque ha tenido reformas puntuales, principalmente las realizadas en la
Ley 1285 de 20096, desde hace más de veinte años no se ha ajustado de manera
integral.

En efecto, desde la promulgación de la Ley 270 de 1996 se han radicado 23 propuestas
de reformas a la misma, de las cuales 11 han terminado archivadas por tránsito de
legislatura, 5 archivadas en debate y solo 7 han sido tramitadas en su totalidad y fueron
sancionadas como leyes, estas son:

I Proyecto de Ley 007 de 2019 Senado.
2 Proyecto de Ley 06/19 Senado
3 Proyecto de Ley 007/19 Cámara - 275/19 Senado
, Proyecto de Ley 066 de 2020 Senado
5 Proyecto de Ley 133d de 2020 Cámara
6 Otras leyes que han reformado la Ley 270 de 1996 son las Leyes 585 de 2000, 771 de 2002, 1437 de 2011,
1564 de 2012, 1743 de 2014 y 1781 de 2016.
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1. PL 138/98 S - 144/98 C. Sancionado como Ley 585 de 2000, "Por medio de la
cual se derogan, modifican y suprimen algunas disposiciones de la Ley 270 de
1996 y Decreto 2699 de 1991".

2. PLE 218/01 C - 24/00 S. Sancionado como Ley 771 de 2002, "Por la cual se
modifica el articulo 134 y el numeral 6 del articulo 152 de la Ley 270 de 1996".

3. PLE 286/07 C - 23/06 S. Sancionado como Ley 1285 de 2009, "Por medio de
la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de
Justicia".

4. PL 315/10 C - 198/10 S. Sancionado como Ley 1437 de 2011, "Por la cual se
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo" .

5. PL 196/11 C - 159/11 S. Sancionado como Ley 1564 de 2012. "Por medio de
la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones".

6. PL 163/14 C -125/14 S. Sancionado como ley 1743 de 2014, "por medio de la
cual se establecen alternativas de financiamiento para la Rama Judicial'.

7. PLE 187/14 C - 78/14 S, Sancionado como Ley 1781 de 2016, "por la cual se
modifican los articulas 15 y 16 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la
Administración de Justicia".

El proyecto que se pone a consideración del Congreso de la República toca algunos
temas planteados en las 11 iniciativas archivadas por transito de legislatura, pero tiene
una pretensión mas amplia, en tanto busca actualizar la regulación existente en la ley
sobre el gobierno y gerencia de la Rama Judicial, los procesos de elección de las altas
magistraturas, la carrera judicial, la ética y disciplina judicial, a la luz de las experiencias
y discusiones que se han producido en estas mas de dos décadas de vigencia de la
ley estatutaria.

Asimismo, busca regular nuevos aspectos de la administración de justicia para brindar
mas seguridad juridica y acceso a los ciudadanos; se ocupa de temas como los
modelos de justicia local y rural, iniciativa formulada por el Gobierno nacional en el
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, el precedente judicial -que la Comisión
Primera del Senado ha tenido la oportunidad de discutir dos veces en el actual periodo
de gobierno con ocasión de propuestas de reforma constitucional -, la justicia digital y
el acceso a la justicia para la población vulnerable, que ha sido una necesidad
apremiante por mucho tiempo, y cuyas carencias hizo evidente la pandemia del Covid-
19.

2. Circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, modificado por el
artículo 3° de la Ley 2003 de 2019, a continuación se describen las circunstancias o
eventos que podrian generar un conflicto de interés para la discusión y votación del
proyecto.

Para la configuración de un conflicto de interés, el artículo 286 de la Ley 5 de 1992
requiere que la aprobación del proyecto de ley reporte un "beneficio particular, actual
y directo a favor del congresista".

El presente proyecto de ley propone modificar la Ley Estatutaria de Administración de
Justicia en relación con los siguientes temas:

• Acceso a la justicia y ruralidad.
• Información y transparencia.
• Gobierno y gerencia de la Rama Judicial.
• Presupuesto de la Rama Judicial.
• Precedente judicial.
• Justicia digital.
• Ética y disciplina judicial.
• Acceso a la judicatura y carrera judicial.

Las modificaciones propuestas no generan beneficios particulares para personas
determinadas, debido a que se dirigen a modificar la estructura general de la
administración de justicia. En particular, las normas propuestas no crean ni suprimen
cargos, ni modifican asignaciones salariales.

Tampoco se modifican normas que incidan de manera sustancial sobre los procesos
judiciales en curso.

Por lo anterior, a JUICIO del Ministerio de Justicia y del Derecho, las únicas
circunstancias en que podría presentarse un conflicto de interés son las siguientes:

(1) Que el congresista observe una norma especifica que modifique una situación
particular y concreta para una persona determinada, como puede ser un servidor de
la Rama Judicial, y

(2) Que dicha persona sea cónyuge, compañero o compañera permanente, o pariente
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

Igualmente, a juicio del Ministerio de Justicia y del Derecho, como autor del proyecto
de ley, no se presenta ningún conflicto de interés por la sola circunstancia de (i) ser
parte en un proceso pendiente en cualquiera de las jurisdicciones, o (ii) tener
parentesco con servidores de la Rama Judicial.

3. Antecedentes

El presente proyecto ha sido construido por el Ministerio de Justicia y del Derecho a
partir de insumas recogidos de los diálogos con las altas cortes, los sindicatos y
representantes de los servidores judiciales, la academia, congresistas y con actores
politicos, de las propuestas realizadas en el marco de la Conversación Nacional
iniciada en noviembre de 2019 y de los aportes recibidos en los 10 foros regionales
que el Ministerio realizó en todo el pais en 2019, asi como en el Foro Justicia para el
Ciudadano realizado en Bogotá en febrero de 2020.

En estos ejercicios participativos se produjeron distintas propuestas atinentes a la
administración de justicia, entre ellas las siguientes:

Transparencia

• Institucionalizar los procesos de rendición de cuentas de todos los servidores
judiciales.

• Publicación de repartos, listas de conjueces, fechas de audiencias, votaciones.
• Dar a conocer casos de jueces presuntamente involucrados en hechos de

corrupción.
• Establecer reglas sobre conflictos de intereses tanto para funcionarios como

para empleados judiciales y establecer un deber de informarlos oportunamente.

Administración y gobierno de la Rama Judicial

• No eliminar al Consejo Superior de la Judicatura.
• Fortalecer al órgano de gobierno y administración de la Rama Judicial.
• Crear un órgano que realice la auditarla interna.
• Crear un colegio nacional de abogados y organizar la defensa pública a través

de los colegios de abogados.
• Establecer un mínimo de formación ética para los abogados.

• Realizar la encuesta anual de necesidades juridicas, para ajustar la oferta de
justicia~

• Consolidar un sistema de estadisticas independiente que ofrezca confiabilidad
y certeza.

Requisitos para la magistratura en altas cortes

• Requerir que los aspirantes declaren públicamente los conflictos de intereses.
• Fortalecer la meritocracia en los procesos de elección.

Seguridad jurídica

• Fijar reglas claras sobre el precedente.
• Providencias más cortas, claras y precisas.
• Difundir la jurisprudencia a nivel nacional.

Eficiencia

• Mejorar las condiciones de los despachos judiciales.
• Digitalizar la justicia y formar a servidores judiciales para prepararlos para el

cambio.
• Ampliar las competencias para equilibrar las cargas laborales.
• Fortalecer a los auxiliares de la justicia.
• Fortalecer los métodos alternativos de solución de conflictos.

Presupuesto

• Garantizar los recursos necesarios para la Rama Judicial.
• Fijar una regla presupuestal que no sea inflexible ante coyunturas económicas.
• Fijar un mecanismo para conocer en qué se invierten los recursos.

Otro aspecto a considerar es que en el Informe Nacional de Competitividad 201g-
20207, se hicieron las siguientes recomendaciones que tocan con aspectos regulables
o regulados en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, con base en el análisis
de la gestión de la justicia y los indices en materia de justicia en el contexto
internacional:

• Acelerar la implementación de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial.

7 https:/I(ompite.(om.co/informe/informe-oacional-de-co mpell tivid ad4 2019- 20 201
5
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• Fortalecer la rendición de cuentas en la rama judicial.
• Modernizar, consolidar y dar independencia al Sistema Nacional de Estadísticas

Judiciales (SNEJ), a través de una modificación de la Ley Estatutaria de la
Administración de Justicia (Ley 270 de 1996).

• Garantizar la interoperabilidad de los sistemas de información de la rama judicial
• Implementar el expediente electrónico como parte de una estrategia integral de

justicia digital.
• Implementar modelos diferenciados de gestión judicial para los despachos, las

oficinas de reparto judicial y las oficinas de apoyo administrativo.
• Promover el uso de la conciliación extrajudicial y su implementación virtual.
• Crear un servicio de triage para clasificar los conflictos que ingresen a la rama

judicial
• Evaluar las disparidades de la capacidad de respuesta de la justicia a nivel

nacional.
• Continuar con las mediciones de necesidades juridicas insatisfechas a nivel

nacional.
• Mejorar la formación de los jueces.
• Reforzar el régimen de carrera judicial.
• Promover el uso de sentencias de unificación.

Todas las propuestas mencionadas hacen eco de una serie de temas que se han
venido discutiendo en materia de justicia durante un tiempo largo. Aunque no todas las
propuestas han sido incorporadas en el articulado propuesto, estas se ponen de
presente de manera transparente para que sea el Congreso de la República quien
determine democráticamente, con todos los elementos de juicio, cómo debe
estructurarse una reforma a la administración de justicia.

A partir de este inventario de propuestas se construyó un documento de trabajo que
desde inicios del año 2020 se puso en consideración de servidores judiciales y
abogados. Como resultado de ese ejercicio en este proyecto se plasman algunas de
esas propuestas y se abordan los temas de constante preocupación, con el fin de que
en el Congreso de la República, a través de un debate democrático, defina los ajustes
que requiere la Ley Estatutaria de Administración de Justicia para que ésta pueda
funcionar de manera eficiente, independiente y autónoma.

4. Parámetros constitucionales relevantes

En la elaboración de este proyecto de ley se han tenido en cuenta los principales
pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre el contenido de las reformas a la

Ley Estatutaria de Administración de Justicia, de manera particular en la Sentencia C-
037 de 1996 la Corte señaló que deben ser parte de dicho cuerpo normativo aquellas
disposiciones que de una u otra forma i) afectan la estructura general de la
administración de justicia, ii) establecen y garantizan la efectividad de los principios
generales sobre el tema o, iii) desarrollan aspectos sustanciales de esta rama del
poderpúblicoB

Ahora bien, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre temas puntuales de la
Ley estatutaria de Administración de justicia, es asi como en la Sentencia C-393 de
2000 precisó que las jurisdicciones son las establecidas por la Constitución, y no puede
el legislador, ni siquiera el estatutario, crear jurisdicciones adicionales, siendo esta una
potestad solo del constituyente. Alli mismo indicó que los máximos órganos de las
jurisdicciones, aquellos de nivel nacional, están determinados expresa y taxativamente
por la Constitución, de manera que tampoco puede el legislador estatutario crear
nuevos organismos del mismo nivel.

Posteriormente, la Corte Constitucional, en la sentencia C-295 de 2002 determinó que
"es a la Ley estatutaria a la que corresponde determinar en qué condiciones se puede
acceder, bajo el sistema de carrera administrativa (sic) a un cargo como funcionario
de la carrera judicial". Y precisó que "Dentro de los principios de la carrera judicial, la
garantía de igualdad en las posibilidades de acceso a la función judicial para todos los
ciudadanos al efecto aptos, y la consideración del mérito como fundamento principal
para el ingreso, la permanencia y la promoción en el servicio resultan indispensables",
de allí que "ante varias solicitudes de traslado para una misma vacante la Corte
concluye que deberán existir elementos objetivos para la selección del servidor que
podrá ser beneficiado con el traslado, basados en las condiciones de ingreso a la
carrera judicial y en los resultados de las evaluaciones en el desempeño de la función
de cada uno de los solicitantes, de acuerdo con los mecanismos establecidos en la
Ley Estatutaria".

De otra parte, en la sentencia C- 713 de 2008, mediante la cual se adelantó el control
previo a la Ley 1285 de 2009, la Corte Constitucional recordó que la interpretación de
la cláusula de reserva de ley estatutaria debe ser restrictiva debido a que no cualquier
modificación o reforma a códigos o leyes referentes a la administración de justicia está
sometida al rigor del trámite de una ley estatutaria. Además, al referirse a la creación
de salas en Altas Cortes enfatizó que "en virtud de la cláusula de reserva de ley, la

8 Criterio reiterado en las sentencias (.295 de 2002 de la Corte Constitucional, en la que además precisó que la
ley estatutaria debe prever aquellas situaciones que regula V, de no hacerlo, la modificación, adición debe ser

introducida vía reforma a la misma ley estatutaria
7

autorización para crear Salas de Decisión exige, cuando menos, (i) que sea la ley quien
fije directamente los parámetros objetivos minimos en cuanto a su funcionamiento y
(ii) que no se altere la estructura básica de la Corte Suprema de Justicia. En otras
palabras, para avalar la creación de Salas de Decisión es menester que la ley defina
los elementos básicos de su estructura y funcionamiento (número de integrantes,
funciones, etc.)", indicando con ello que, en virtud del artículo 236 de la Constitución,
el legislador no puede facultar o delegar a otra autoridad para crear discrecionalmente
salas, sin haber fijado los parámetros objetivos minimos de funcionamiento y
estructura de las mismas, dado que corresponde al Congreso, mediante una ley, fijar
la estructura básica de las autoridades competentes para resolver las disputas
judiciales.

De igual forma, en la sentencia C- 713 de 2008 la Corte Constitucional precisó que la
potestad de configuración del legislador le permite adoptar para los procesos judiciales
los avances tecnológícos y su implementación deberá estar acorde con la Constitución,
especialmente por el impacto que puedan tener sobre los derechos fundamentales de
los ciudadanos.

En este pronunciamiento la Corte Constitucional se pronunció sobre la creación de
jueces de descongestión y concluyó que se ajusta a la Constitución porque contribuye
a garantizar la eficacia de la administración de justicia y su designación debe hacerse
con cabal observancia de las garantías fundamentales en materia de juez natural y de
sujeción a las leyes preexistentes al acto imputado, de manera tal que no se llegue a
configurar una atribución "ex post facto" de competencias judiciales. Precisa además
que estos jueces, por su carácter transitorio no pertenecen a la carrera judicial.

En la misma sentencia la Corte advirtió que es constitucionalmente admisible fijar
criterios que permitan el adelantamiento de turnos, pero que los máxímos órganos de
cada jurisdicción no pueden señalar, en relación con otros despachos judiciales de
inferior jerarquía en sus respectivas jurisdicciones, los procesos que habrán de ser
resueltos de manera preferente porque ello desconoce los principios de autonomía e
independencia judicial. Principios que también se quebrantan si se faculta al Consejo
Superior de la Judicatura y a los Consejos Seccionales de la Judicatura para
pronunciarse sobre asuntos extraños a su especial naturaleza y diseño constitucional,
como por ejemplo el cambio de radicación de procesos en curso.

De otra parte, la Corte Constitucional en la sentencia C-154 de 2016 recordó que
cuando el contenido de una iniciativa legislativa consagre medidas que puedan
impactar a comunidades étnicas debe adelantarse el procedimiento de la consulta

previa, y si el proyecto de ley ordena gasto, concede beneficios tributarios debe
considerarse su impacto fiscal y compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo
dictado anualmente por el Gobierno Nacional.

En la misma decisión la Corte señaló que las medidas de descongestión de la
administración de justicia pueden encaminarse a reducir el número de casos que
llegan a los estrados, facilitar la labor ordenada y sistemática del despacho y a evacuar
ágilmente todos los asuntos pendientes; además, cualquier mecanismo orientado a
disminuir la congestión debe: (i) tener como finalidad la eficacia y prontitud en el acceso
a la administración de justicia, (ii) respetar los derechos fundamentales, (iii) ser
transitorias en cuanto a los cargos creados para resolver la mora judicial y en cuanto
a la investidura a particulares con funciones judiciales, (iv) respetar el mérito como
criterio para ejercer la función judicial, (v) no prohibir a los jueces de descongestión
dictar sentencias en los asuntos que tramiten y (vi) ser idóneos institucionalmente.

Otros requisitos especificas que la jurisprudencia ha establecido para crear salas y
secciones especiales de descongestión en Altas Cortes son: la reserva de ley
estatutaria para su creación, organización y funciones, la determinación de parámetros
minimos de estructura y ejercicio, la imposibilidad de alterar la estructura básica de las
altas corporaciones judiciales y la determinación del periodo individual de los
magistrados.

5. Apreciación general sobre el estado de la justicia en Colombia

La Constitución Politica reconoce en el articulo 229 el derecho de acceso a la
administración de justicia y, en este orden, el Estado debe atender al correlativo deber
de establecer una estructura de la Rama Judicial que permita la mayor eficacia,
transparencia, la mejor selección de talento humano, la protección especial de ciertos
grupos vulnerables y la cobertura a nivel rural y local9.

De igual forma, ese derecho constitucional no puede entenderse completamente
garantizado si no se cumplen estándares de existencia de despachos judiciales
suficientes y cercanos, minimización de los costos asociados a los procesos judiciales
e incluso la gratuidad cuando el aspecto económico constituye un obstáculo para el
acceso de personas en condiciones de vulnerabilidad, acceso a la información

9 Corte Constitucional, sentencia C-382 de 2005, M.P. Manuel José Cepeda
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adecuada a los usuarios, y de atención diferencial en favor de los usuarios que por sus
condiciones particulares puedan enfrentar barreras para acercarse a la justicia.

En este sentido, cabe recordar que la Guia de Principios para el Acceso a la Justicia
en las Américas sostiene que "La justicia es un servicio, pero es primero un derecho.
Existe una administración judicial, porque hay unos derechos que esa administración
debe hacer valer'lo. De esta forma, el derecho de acceso a la administración de justicia
constituye un presupuesto indispensable para la materialización de los demás
derechos fundamentales, ya que, como ha señalado la Corte Constitucional "no es
posible el cumplimiento de las garantías sustanciales y de las formas procesales
establecidas por el Legislador sin que se garantice adecuadamente dicho acceso"".
Por consiguiente, el derecho de acceso a la administración de justicia se constituye
como uno de los pilares que sostiene el modelo de Estado Social y Democrático de
Derecho.

Teniendo como parámetro este deber ser, lo procedente es examinar la situación de
Colombia y el comportamiento que ha venido teniendo la prestación del servicio de
justicia a nivel nacionai durante los últimos años.

El World Justice Project (Proyecto de Justicia Mundial, o WJP, por sus siglas en inglés)
presentó el 11 de marzo de 2020 el último índice de Estado de Derecho 2020, un
reporte anual basado en encuestas a más de 130,000 hogares y 4,000 especialistas
alrededor del mundo, que mide el desempeño de 128 paises y jurisdicciones con
respecto al Estado de Derecho, utilizando ocho factores: Limites al Poder
Gubernamental, Ausencia de Corrupción, Gobierno Abierto, Derechos
Fundamentales, Orden y Seguridad, Cumplimiento Regulatorio, Justicia Civil, y Justicia
Penal. El índice es la fuente principal de datos originales e independientes sobre el
Estado de Derecho en el mund012.

En este último índice, Colombia aumentó menos de 1%13 ocupando el puesto 77 de
128 paises y jurisdicciones en todo el mundo. El puntaje de Colombia lo ubica en el

10 Guia de Principios para el Acceso a la Justicia en las Américas. CJI/RES. 187 (LXXX-Oj12), Resolución del Comité
Jurídico Interamericano que Aprueba el Informe del Comité Jurídico Interamericano, Acceso a la Justicia en las
Américas, CJI/DOCADSj12 REV.2.
11 Corte Constitucional. sentencia T-268 de 1996, M,P. Antonio Barrera Carbonell
12 World Justice Project, marzo 11 de 2020. Recuperado de:
httpsJ/worldjusticeproiect.org/sites/default/files/d ocu ments/Colom bi a%20-
%202020%20W J P%20Ru le%20of%20Law%201 ndex%20Cou ntry%20P ress%20Release SPA.pdf
13 El perfil de Colombia en el World Justice Project, de acuerdo al último índice presentado el 11 de marzo de
2020 está d¡sponi bIe en: https://worldiusticeproiect.org/sites/default/files/ cou ntry- profiles/Colom bia CP.pdf

lugar 19 de 30 países en la región de América Latina y el Caribe y la posición 28 de 42
entre los paises de ingreso mediano alt01'.

En la tabla a continuación se muestra el Desempeño en el índice de Estado de Derecho
2020 de Colombia en términos generales, teniendo en cuenta que 1 representa una
mayor adhesión al Estado de Derecho:

Factor anl<ing por
ingreso

Límites al poder 0.55 17/42
gubernamental
Ausencia de 0.44 95/128 22/30 36/42
corrupción
Gobierno abierto 0.51 27/128 4/30 2/42
Derechos 0.55 74/128 22/30 26/42
Fundamentales
Orden y 0.43 119/128 28130 40/42
seguridad
Cumplimiento 0.52 56/128 13/30 17/42
regulatorio
Justicia civil 0.53 79/128 21/30 30/42
Justicia penal 0.43 101/128 19/30 36/42

En conclusión, en esta última edición del índice el ranking global de Colombia es
77/128 y el ranking regional es de 19/3015, lo cual pone de presente la necesidad de
avanzar en una reforma estructural que permita alcanzar una mejor ubicación en el
ranking global.

Ahora bien, el diagnóstico del aparato judicial colombiano que revela el último informe
del Consejo Superior de la Judicatura también evidencia que las condiciones actuales
del sistema judicial no logran satisfacer de manera oportuna la demanda de justicia de

14 Algunos de tos países y jurisdicciones de ingreso mediano alto son: Albania; Argelia; Argentina; Belarús; Belice;
Bosnia y Herzegovina; Botswana; Brasil; Bulgaria; China; Colombia; Costa Rica; Dominica; Ecuador; Georgia;
Granada; Guatemala; Guyana; Irán, Rl; Jamaica; Jordania; Kazajistán; Kosovo; Líbano; Malasja; Mauricio; México;
Namibia; Macedonia del Norte; Perú; República Dominicana; Rumania; Federación de Rusia; Serbia; Sudáfrica; Sri
Lanka; Santa Lucia; San Vicente y las Granadinas; 5uriname; Tailandia; Turquía; Venezuela, RB.
15 Los países y jurisdicciones de la región América latina y el Caribe son: Antigua y Barbuda; Argentina; Bahamas;
Barbados; Belice; Bolivia; Brasil; Chile; Colombia; Costa Rica; Dominica; Ecuador; El Salvador; Granada;
Guatemala; Guyana; Honduras; Jamaica; México; Nicaragua; Panamá; Perú; República dominicana; Saint Kitts y
Nevis; San Vicente y las granadinas; Santa lucia; Surinam; Trinidad y Tobago; Uruguay; Venezuela, RB.

la población, de allí que apenas un 30% de la población tiene confianza en que sus
necesidades de justícia pueden ser satisfechas a través de la actuación de los
despachos judiciales.

En linea con lo anterior, en la última Encuesta Nacional de Necesidades Juridicas
realizada en 2016, se encontró que el 60% de los encuestados con necesidades
jurídicas no lograron satisfacerlas y en la ruralidad dicho porcentaje se incrementa en
un 15%.

Esto resulta significativo teniendo en cuenta que en el año 2009 se aprobó una reforma
a la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, la Ley 1285 de 2009, la cual buscaba
descongestionar la justicia y mejorar el servicio, sin embargo, aunque se han
registrado avances en materia de acceso a la justicia como la presencia de jueces y
defensores públicos en todos los municipios del país y la creciente importancia de los
Métodos Alternativos de Solución de Conflictos, en materia de descongestión los
resultados, según cifras informadas por el Consejo Superior de la Judicatura, no son
alentadores.

En efecto, a pesar de los esfuerzos de los servidores judiciales por tramitar el gran
cúmulo de expedientes a cargo, el inventario de procesos judiciales ha incrementado
sustancialmente en los últimos años. De acuerdo con los datos suministrados por el
Consejo Superior de la judícatura en 2016 se reportó un inventario de 1.735.331, en
2017 la cifra subió a 1.824.070, para 2018 se sumaban 1.906.056 procesos judiciales
y a 30 de diciembre de 2019, el inventario era de 1.913.30916.

A ello se suma que mientras que desde el inicio de la década de 1990 la demanda de
justicia en Colombía ha aumentado en un 350 por ciento, la planta de personal de la
Rama Judicial solo ha crecído en 20 por ciento, contando en el primer trimestre de
2020 con 5.488 jueces y magistrados en todos los niveles jerárquicos Uuzgados,
tribunales y cortes)17, pese a la expansión de la cobertura territorial en todos los
municipios del país conforme al mandato introducido mediante la Ley 1285 de 2009.

1& h t1p5 :/Isej. m ¡ni us ti e ia .gov. (o/Ra m aJudici al!? agi nas!1 nventa rio%20de%20P rocesos%
17 El Tiempo. Redacción Justicia. Al año, 20 % de casos judiciales quedan represados y suman congestión. 19 de
marzo de 2020. Recuperado de: https://www.eltiempo.com/justicia/cortes/cifras-motivos-y-posibles-
solucion eS4a-1 a -(coges tion- ¡ud ida loen -colom bia.4 7 4588

Igualmente merece considerarse que en materia de acceso a la justicia el Gobierno
nacional ha impulsado programas como las Casas de Justicia18 y Centros de
Convivencia Ciudadana19, asi como los Sistemas Locales de Justicia20 cuyos
resultados llevan a proponer que en la Rama Judicial se implementen modelos de
justicia desde las necesidades de justicia a nivel rural y local y a invitar a pensar en
alternativas que permitan resolver las limitaciones existentes en los territorios en
materia de infraestructura y de accesibilidad a las herramientas tecnológicas para
acceder a la justicia, y en estrategias que involucren igualmente a los entes
territoriales.

En este sentido, se destaca que el documento de Bases del Plan Nacional de
Desarrollo 2018-2022, reconoce los retos existentes para el posicionamiento de la
justicia a nivel local, con un reconocimiento amplio de las dinámicas territoriales que
permita perfilar las necesidades ciudadanas y la correspondiente oferta de justicia que
se ajusta a cada contexto. Señala al respecto lo siguiente:

"La débil presencia institucional en los municipios se concentra en las cabeceras
municipales, diluyéndose hacia las zonas más apartadas y rurales, lo que
dificulta en mayor medida el acceso de estas a los servicios ofrecidos por
el Estado, para su empoderamiento legal y la resolución de conflictos. Este
vacio institucional ha propiciado que actores no autorizados hayan impuesto
históricamente el control en los territorios y sus poblaciones, instaurando una
institucionalidad paralela, que le disputa el monopolio y la legitimidad al Estado
(Corporación Razón Pública, 2012).

18 De acuerdo con el artículo 2 del Decreto 1477 de 2000, las Casas de Justicia son centros multiagenciales de
información, orientación, referencia y prestación de servicios de resolución de conflictos, donde se aplican y
ejecutan mecanismos de justicia formal V no formal. Con ellas se pretende acercar la justicia al ciudadano
orientándolo sobre sus derechos, previniendo el delito, luchando contra la impunidad, facilitándole el uso de los
servicios de justicia formal y promocionando la utilización de mecanismos alternativos de resolución de conflictos.
19 Los Centros de Convivencia son espacios de encuentro donde la comunidad tiene acceso a instituciones del
orden local, con programas e iniciativas que promueven y fomentan los valores ciudadanos, la convivencia, la
seguridad ciudadana y la resolución pacífica de conflictos, el respeto por los derechos humanos y el mejoramiento
y preservación del medio ambiente, previniendo de esta manera todo tipo de violencia. Ministerio de Justicia y
del Derecho, Reseña histórica Programa Nacional de Centros de Convivencia Ciudadana.
hno: I/www.casasdeiusticia.gov.co/Centros-de-Convivencia- (judada nalCen tras
20 Los Sistemas Locales de Justicia son una estrategia de trabajo colaborativo entre el Estado y la Comunidad,
mediante el reconocimiento de las necesidades de justicia en cada territorio, para asegurar respuestas oportunas
y efectivas a la ciudadanía. Se cimentan sobre el enfoque sistémico, el enfoque territorial, el enfoque diferencial,
el enfoque de pluralismo jurídico y el enfoque participativo. Entre las acciones por medio de las cuales se lleva a
cabo su implementación, se encuentran: i)la identificación de mapas de actores en el territorio; ii) la promoción
del reconocimiento y el trabajo colaborativo entre los distintos actores; iii) la caracterización del territorio y la
conflictividad social; iv) la planeación estratégica a partir de la identificación de necesidades; v) la implementación
de mecanismos de seguimiento y monitoreo; y vil el fortalecimiento de la política pública local en materia de
justicia. Ministerio de Justicia y del Derecho. Sistemas Locales de Justicia. Bogotá: Ministerio de Justicia y del
Derecho,2017.
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Si bien se evidencian iniciativas interinstitucionales como el Programa Nacional
de Casas de Justicia y Convivencia Ciudadana y la estrategia de los Sistemas
Locales de Justicia, que han representado importantes esfuerzos dirigidos a
mejorar la oferta de justicia a nivel municipal e, incluso, en unidades territoriales
de inferior jerarquia, el pais no cuenta aún con una caracterización integral
de todos sus municipios para una adecuada formulación de modelos
diferenciados de justicia local y rural, a partir de sus especificidades
socioeconómicas y las necesidades reales de justicia de los centros
poblados y la ruralidad dispersa".

Además de la situación existente en materia de congestión judicial, infraestructura,
talento humano, acceso en la ruralidad, y ajuste de la oferta del servicio de justicia a
las dinámicas de conflictividad en los territorios, existe un aspecto central que es
necesario mejorar para acercar la justicia a los ciudadanos que consiste en la
pedagogia en materia de derechos y de los mecanismos juridicos para su defensa.
Como se señaló en el Plan Decenal del Sistema de Justicia, adoptado por el Gobierno
Nacional mediante Decreto 978 de 2017, los resultados del módulo de necesidades
juridicas de la Encuesta de Calidad de Vida aplicada en 2016, muestran que la razón
asociada con el desconocimiento de la población sobre ante cuál autoridad acudir, qué
hacer o cómo hacerlo cuando se le presenta un conflicto, continúa ubicándose entre
las tres razones principales por las cuales las personas encuestadas prefieren llegar a
un acuerdo pacifico, actuar de forma violenta o no hacer nada para resolver sus
problemas. El motivo del desconocimiento es más marcado cuando la población
encuestada indicó no haber hecho nada para resolver sus conflictos.

Ahora bien, con base en los resultados de la Encuesta de Necesidades Juridicas y
otros insumos, el DNP construyó un índice de Acceso a la Justicia, con el objetivo de
identificar las barreras que impiden el acceso a la justicia en Colombia en cada una de
sus etapas.

Una de las grandes conclusiones que presenta este indice es que el 24% de los
colombianos manifestó que no hizo nada para resolver sus necesidades juridicas
debido a alguna barrera de acceso. Las barreras de acceso, según la OCDE, pueden
ser: geográficas, por el contexto social, el costo, la falta de oferta o la brecha digital21.

Los 24 indicadores en los que se compone el indice de Acceso a la Justicia, se
agruparon en 6 dimensiones del acceso a la justicia, siendo estos: (i) ambiente

21 Departamento Nacional de Planeación, 'índice de Acceso a la Justicia' (2017). Recuperado de:
h ttps://www.arcgis.ccm!apps!Cascade!;ndex.htmlla ppid= b9 2a7a b2fe6f 4a06a 6aec88581 d68 73e
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favorable, (ii) empoderamiento legal, (iii) asistencia legal, (iv) acceso a las
instituciones, (v) procedimiento justo y (vi) capacidad de cumplimiento. Dentro de cada
una de estas dimensiones se obtuvieron resultados para 29 departamentos22 ,
arrojando que aquellos departamentos que registran mayores puntajes, es decir, que
están mejor en acceso a la justicia fueron Bogotá, Antioquia, Amazonas y San Andrés.
De hecho, en tres de las seis dimensiones Bogotá fue el que mayor puntaje registró,
lo cual reafirma la idea de que es necesario trabajar en el fortalecimiento de la justicia
local y rural.

Que el acceso a la justicia sea tan lejano para los ciudadanos no solo afecta la
posibilidad de garantia de sus derechos, sino que además implica un alto riesgo de
solucionar los conflictos por fuera de la institucionalidad, incrementando la violencia,
la corrupción y la desconfianza en la justicia.

Ahora bien, en materia de trasparencia, es pertinente destacar que durante el año 2020
las Altas Cortes han hecho actividades de rendición de cuentas, las cuales producen
efectos positivos en materia de fortalecimiento de la institucionalidad, ejemplo de ello
es que la Jurisdicción Contencioso Administrativa ha logrado mejorar el indice de
credibilidad gracias a la estrategia de trasparencia y rendición de cuentas como
herramienta de control social que ha implementado y que merece institucionalizarse
mediante una estandarización de procedimientos aplicables por todas las
jurisdicciones y en los diferentes niveles funcionales Uuzgados, tribunales y altas
cortes)23, como lo han solicitado en la Mesa de Conversación Nacional.

Otro aspecto que toca con la trasparencia y confiabilidad en el Sistema de justicia es
el manejo de la información estadística, registro y fiabilidad de la misma. Como bien
se apuntó en el Plan Decenal del Sistema de Justicia, exísten limitaciones en la captura
de información completa y con calidad, desde el momento mismo que se generan
novedades en materia de gestión. "En efecto, no se cuenta con un flujo de información
completo de todas las entidades que pueden participar en el Sistema de Justicia,
evidenciando que actualmente las necesidades de información solo se dan en el
ámbito local y están sujetas a las prioridades de cada entidad para su objeto misional
y no se capturan otros datos que puedan ser significativos, ya sea por desconocimiento
o porque esto puede hacer compleja la captura de información"24.

22 El índice de Acceso a la Justicia no incluyó en su análisis a los departamentos de Vaupés, Vichada, Guainia y
Guaviare.
23

http:// www.secretariatfansparencia.gov.co/ejes/Documents/ Au toeva Iuaci%C3%B3n%20111%20Pla n%20V F.POF
24 Ministerio de Justicia y del Derecho. Plan Decenal del Sistema de Justicia. Bogotá, 2017, p. 62.

Y, en cuanto tiene que ver con el presupuesto, es pertinente tener presente como ha
sido la asignación presupuestal a la Rama Judicial desde el año 2010:

Evolución del presupuesto de las entidades nacionales del
Sector Justicia en Colombia
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Gráfica hecha a partir de los datos de la CEJ25

Dentro de ésta breve síntesis de la sítuación general de la justicia en Colombia, otro
elemento a destacar es que pasados cinco años de expedido el Acto Legislativo 02 de
2015, aún no se han implementado los cambios a la jurisdicción disciplinaria por
ausencia de claridad sobre las reglas de procedimiento de la convocatoria pública para
elegir a los integrantes de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, hecho que llevó
a la Corte Constitucional a pronunciarse, en la sentencia SU- 355 de 2020, en favor de
la potestad del Consejo Superior de la Judicatura para fijar las reglas de la convocatoria
y ordenando a éste y al Presidente de la República adelantar el trámite de
conformación de ternas antes de diciembre de 2020; por lo cual urge ajustar el
contenido de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia al Acto Legislativo 02 de
2015, incorporando el marco normativo de la jurisdicción disciplinaria.

Partiendo del anterior panorama general, se proponen los siguientes ejes temáticos
alrededor de los cuales se considera necesario hacer ajustes que permitan superar el
estado actual de congestión judicial, la inseguridad juridica, el dificil acceso a la

25 Corporación Excelencia en la Justicia, Evolución del presupuesto de las entidades nacionales del Sector Justicia
en Colombia (17 de marzo de 2020). Recuperado de: https://cei.org.co/indícadores-de.
justicia/efectividad/evolucion-del-presupuesto-de-las-entidades-nacionales-del-sector-justicia-en-colornbial

administración de justicia para algunos sectores de la población colombiana y las
condiciones en que prestan sus servicios los funcionarios y empleados judiciales:

6. Contenido y justificación del Proyecto de Ley

6.1.

La ampliación del contenido del derecho al acceso a la justicia, evidenciada a partir de
la vigencia de la Constitución de 1991, ha permitido un importante avance en términos
de desarrollo de rutas de solución de conflictos, donde concurren las capacidades de
autoridades judiciales y administrativas, administraciones territoriales, juzgados,
tribunales y particulares que administran justicia, entre otros actores. Sin embargo, se
ha evidenciado un crecimiento constante y significativo de la demanda de justicia, que
se ve reflejada en las cifras anuales de ingresos de nuevos asuntos ordinarios a los
despachos judiciales, la interposición de acciones de tutela, el uso de mecanismos
como la conciliación; fenómeno que no necesariamente se ve correspondido por los
reajustes correspondientes desde la perspectiva de la oferta de justicia, ni tampoco
por el fortalecimiento y promoción de los Métodos Alternativos de Resolución de
Conflictos como herramientas efectivas para tramitar las controversias susceptibles de
ser solucionadas por dicha via.

Adicional a lo anterior, durante las últimas décadas se han implementado en Colombia
estrategias de fortalecimiento del acceso a la justicia con enfoque territorial, las cuales
han aportado lecciones como la importancia, no solo de la confluencia de actores, sino
de la auténtica interlocución y planeación estratégica a nivel territorial para el
mejoramiento del funcionamiento de la administración de justicia de acuerdo con cada
contexto territorial, siendo los actores locales quienes tienen conocimiento directo
acerca de las fortalezas, debilidades, oportunidades y retos en sus municipios.

También es importante tener en cuenta, desde la perspectiva de las barreras de
acceso a la justicia, que se ha encontrado que los mayores porcentajes de
necesidades juridicas insatisfechas se han concentrado alrededor de conflictos de
índole agraria, situación mediada por barreras como las condiciones geográficas que
dificultan el acceso a las cabeceras municipales, la desconfianza o falta de credibilidad
en los administradores de justicia y el desconocimiento de derechos y rutas para la
solución de los conflictos. Esta situación perpetúa, en suma, situaciones de
desigualdad, en función de factores económicos, de los contextos territoriales o de
condiciones de vulnerabilidad.
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A partir de la situación evidenciada en materia de acceso a la justicia en este proyecto
se proponen modificaciones a la Ley 270 de 1996, en el siguiente sentido: 1) el
reconocimiento de la articulación entre los diferentes actores que integran la oferta de
justicia en los territorios, promoviendo la planeación de la justicia a nivel territorial, con
participación ciudadana; 2) la generación de información y articulación con el Consejo
Superior de la Judicatura para la adopción de determinaciones sobre creación, fusión
y supresión de despachos judiciales; 3) la elaboración de estrategias encaminadas al
posicionamiento del enfoque territorial en la planeación de la justicia desde lo local; 4)
la priorización del acceso a la justicia en las zonas rurales, incorporando estrategias
como el uso intensivo de diferentes Métodos de Resolución de Conflictos Uudiciales,
administrativos y extrajudiciales), en relación con controversias individuales y
comunitarias; 5) la exigencia del uso de lenguaje claro en las providencias, facilitando
su entendimiento por parte del ciudadano; 6) la promoción del servicio de
asesoramiento juridico y la defensoria pública, enfocados en territorios rurales; 7) la
promoción de medidas para garantizar el acceso igualitario a la justicia por parte de
población en condición de vulnerabilidad; y 8) la introducción de disposiciones que
faciliten la creación de nuevos despachos judiciales.

6.2. Información y transparencia

La información se ha posicionado como un componente fundamental para la toma de
decisiones, situación que se ha evidenciado mediante avances institucionales como la
creación del Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales (SINEJ) mediante la Ley 270
de 1996. Dicha norma también estableció importantes avances en términos de
rendición de cuentas desde la Rama Judicial, propiciando el conocimiento sobre la
función de administración de justicia.

Con todo, la complejidad de dicha función ha demostrado que existe un conjunto muy
amplio de actores que llevan a cabo gestiones inherentes a su funcionamiento,
internos y externos a la Rama Judicial y que, a su vez, generan o pueden generar
valiosa información que dé cuenta de un panorama íntegro sobre el estado de la
justicia, los cuales van más allá del alcance del SINEJ y que implican retos sobre
integración y compatibilización de la información ya existente, así como de aquella que
se puede generar hacia futuro.

Otro reto en la materia es la actualización de la información que se hace pública,
encontrando que son pocas las estadisticas donde se reporta información de los
últimos tres años (normalmente, aquellas sobre movimiento de procesos en los

Despachos judiciales). asi como son pocos y desactualizados los informes y análisis
de información estadístíca que se hacen públicos y se ponen a disposición a la
ciudadania en general, limitando que esta última tenga conocimiento sobre la situación
de la administración de justicia"

En este sentido el índice Nacional de Transparencia, han arrojado preocupantes
resultados en relación con las autoridades clave para la administración de justicia
(Despachos judiciales, Fiscalia General, Medicina Legal y autoridades de la misma
Rama Ejecutiva)"

Las dificultades sobre transparencia pueden ser una variable que incida sobre los
niveles de desconfianza ciudadana sobre la justicia, como bien se refleja en la linea
de tiempo de los resultados de las encuestas efectuadas durante los últimos 10 años,
donde la percepción desfavorable sobre la justicia redondea actualmente el 80 por
ciento.

Ante la situación evidenciada en materia de información y transparencia, en este
proyecto se proponen modificaciones a la Ley 270 de 1996, en el siguiente sentido: 1)
el aprovechamiento de la tecnologia al servicio de la justicia para propiciar la
producción y divulgación de las estadísticas judiciales y de las providencias judiciales;
2) el establecimiento, como parámetro imperativo para las determinaciones
relacionadas con la adopción y continuidad de las medidas de descongestión judicial,
el análisis estadistico de los resultados de la gestión judicial de los despachos
permanentes y transitorios; 3) la reformulación del Sistema Nacional de Estadisticas,
articulando las funciones y capacidades institucionales del Consejo Superior de la
Judicatura y el Ministerio de Justicia y del Derecho y propendiendo por la divulgación
de información estadistica actualizada y accesible para el ciudadano; 4) la
institucionalización de instrumentos con aplicación periódica para la medición del
acceso a la justicia; 5) la creación de una Oficina de Tecnologias de la Información y
las Comunicaciones; 6) la publicidad de los instrumentos de planeación de la Rama
Judicial y de los resultados del seguimiento sobre su aplicación; y 7) la ampliación de
la rendición de cuentas por parte de todos los despachos de la Rama Judicial, con
interlocución directa con la ciudadania.

6.3. Gobierno y gerencia de la Rama Judicial

Desde la expedición del Acto Legislativo 2 de 2015, la Ley Estatutaria de
Administración de Justicia no ha sido actualizada normatívamente para responder a la
nueva realidad constitucional y tampoco ha sído revisado el modelo de gobierno y

administración de la Rama Judicial, a nivel legislativo, con el fin de ajustar y mejorar el
funcionamiento del órgano de gobierno.

Lo anterior porque en razón de la declaratoria de inexequibilidad parcial del Acto
Legislativo 2 de 2015 por la Corte Constitucional, en la sentencia C-285 de 2016, las
mejoras en el modelo de gobierno y administración de la Rama Judicial deben darse
dentro del marco del diseño constitucional vigente para el Consejo Superior de la
Judicatura.

El proyecto de ley estatutaria propone ampliar las funciones del Consejo Superior de
la Judicatura como órgano de gobierno judicial, fortalecer el liderazgo de sus
magistrados en el seguimiento de ejecución de las politicas de la Rama Judicial y
dándoles un rol prominente en las decisiones acerca de creación, modificación y
supresión de cargos, con el fin de que la oferta de justicia obedezca realmente a las
necesidades del territorio.

El proyecto, además, modifica el mecanismo de nombramiento del Director Ejecutivo
de Administración Judicial, quien pasa a ser un funcionario de libre nombramiento y
remoción del Consejo Superior de la Judicatura.

6.4. Presupuesto de la Rama Judicial

La Rama Judicial desde tiempo atrás ha solicitado establecer normas de autonomia
presupuestal, de tal forma que el principio constitucional de autogobierno venga
acompañado también con independencia en materia presupuesta!.

Este proyecto de ley propone una aproximación sostenible que armonice las reglas
presupuestales con la necesidad de fortalecer la autonomía presupuestal de la Rama
Judicial, mediante la creación de un procedimiento decisorio a través del cual se
asegure siempre un aumento en el presupuesto de la Rama Judicial, pero de acuerdo
con lo que se disponga cada cuatro años en el Plan Nacional de Desarrollo. Esto
permite que la definición de los aumentos porcentuales para la Rama Judicial se haga
sobre una base cierta cada cuatro años lo que asegura cierta estabilidad en tanto se
despejaría la incertidumbre acerca de la apropiación presupuestal con que cuenta para
gastos de funcionamiento e inversión.

6.5. Precedente judicial

En Colombia se ha construido jurisprudencialmente el concepto de precedente judicial
y definido algunas reglas respecto de su aplicabilidad. Lo anterior podría llevar a

considerar que no se requiere de una disposición legal que se ocupe de este tema, sin
embargo, ocuparse de este tema resulta fundamental para garantizar la seguridad
jurídica, en razón a que se dará estabilidad y uniformidad a los conceptos y reglas para
la aplicacíón de los precedentes involucrando normas encaminadas a salvaguardar la
función de las Altas Cortes como órganos de cierre de sus jurisdicciones y
compatibilizar ello con la función de salvaguarda de la Constitución encomendada a la
Corte Constitucional.

Por ello y con fundamento en los principios constitucionales de igualdad, seguridad
juridica y confianza legítima, se adoptan los criterios definidos por la Corte
Constitucional respecto del precedente judicial vinculante26. Además se ha tenido en
cuenta que el Consejo de Estado ha avanzado en la formulación de reglas de prelación
de precedentes de las distintas altas cortes27.

Con lo anterior, es claro que la presente propuesta no modifica de manera sustancial
la forma como se ha venido aplicando el ordenamiento juridico colombiano, pero si
brinda mayor seguridad jurídica, estabilidad y, en consecuencia, incrementa la
confianza de los usuaríos del sistema de justicia, porque fija reglas claras y expresas
sobre la aplicación y los alcances de los precedentes, asi como sobre los deberes de
las partes y de los jueces respecto de la observancia de los precedentes y la obligación
de exponer con suficiencia las razones cuando decidan apartarse de los mismos,
salvaguardando asi la independencia y autonomía de la administración de justicia.

Esta regulación no trasforma el derecho colombiano de "romano-germánico" en
"anglosajón", en tanto que, como lo indica el jurista italiano Michele Taruffo, "la
referencia al precedente, desde hace ya varios años, no es una característica peculiar
de los ordenamientos de common law, pues está actualmente presente en casi todos
los sistemas, lo que incluye igualmente al civillaw'28. El mismo autor ha señalado que
"el precedente es generalmente considerado como el instrumento fundamental para
asegurar la realización de ciertos valores o principios que son considerados esenciales
por el ordenamiento jurídico y para su coherente aplicación a través de la
jurisprudencia, no solo en los sistemas del common law, sino también en aquellos del

16 Sentencia C-836 de 2001.
27 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 8 de junio de 2018, Rad. 11001-03-15-000-2017-03477-01,
c.P. Roberto Augusto serrato Valdés.
18 Tarullo, M. (2007). Precedente y jurisprudencia. Precedente. Revista Juridica, (-), 86-99.
hltps: f/ do;. org/lO .18046/p rec. vO.1434
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civillaw"29 En Colombia, el precedente judicial vinculante hace parte del "imperio de
la ley" al que se refiere el articulo 230 de la Constitución.

Asi las cosas, el proyecto de ley regula expresamente la disciplina del precedente, con
el fin de dar mayor claridad sobre el tema y define conceptos básicos como los de
precedente vinculante, aplicabilidad del precedente, precedente vertical, precedente
horizontal entre otros. También define las razones por las cuales un juez o una alta
corte pueden apartarse válidamente de los precedentes verticales y horizontales, así
como los efectos en el tiempo de los cambios de precedente.

6.6. Justicia digital

La pandemia del Covid-19 sorprendió a la Rama Judicial colombiana con muy pocos
avances en materia de justicia digital. Debido a esta situación extraordínaria, los
servidores judiciales y abogados litigantes se han obligado a emprender una
digitalización a marchas forzadas. En el marco de la emergencia declarada por el
Presidente de la República en marzo de 2020, el Gobierno dictó el Decreto 806 de
2020, mediante el cual se ajustaron algunas normas de procedimiento para facilitar el
litigio en linea.

El proyecto de ley propone un nuevo Titulo Quinto para la Ley Estatutaria30,
denominado "Justicia Digital". Con las normas de este Título se busca afianzar la
transformación digital de la justicia que vienen emprendiendo el Gobierno Nacional, la
Rama Judicial y la Procuraduría General de la Nación. En el Título Quinto se
incorporan normas generales, con el objeto de evitar que las normas procesales
específicas sean interpretadas en el futuro como barreras para la digitalización de la
justicia. Igualmente se incorporan normas que buscan que a través de herramientas
pedagógicas se reduzca esa brecha digital que afecta tanto a servidores judiciales
como a los usuarios del sistema de justicia.

6.7. Ética y disciplina judicial

Las reformas en materia de ética y disciplina judicial atienden a que (i) pasados 5 años
aún no se ha implementado la jurisdicción disciplinaria, en desarrollo del Acto
Legislativo 02 de 2015 y, por tanto, es necesario fijar el marco funcional de la Comisión

29 Taruffo, M. (2016). Consideraciones sobre el Precedente. IUS ET VERITAS, 24(53), 330-342. Recuperado a
parti r de http://revistas, puCo .edu. pe/i ndex.p hpJjusetveritas/ a(tid e/view /16552
30 El anterior Título Quinto se denominaba "De la Política Criminal", pero fue declarado ¡nexequible en su
integridad por la Corte Constitucional.
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Nacional de Disciplina Judicial y de las Comisiones Seccionales, (ii) El indice de
confianza en el sistema de justicia es de apenas el 30%, y uno de los objetivos del
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, es incrementarlo, por lo menos en un 10%,
(iii) parte de esa desconfianza está cimentada en el conocimiento público de las
investigaciones por actos de corrupción contra servidores judiciales y la percepción de
mecanismos disciplinarios poco rigurosos31, (iv) según reporte de la Sala Jurisdiccional
Disciplinaria, desde 1992 hasta el 25 de junio de 2020, 21.794 abogados y 2.842
funcionarios judiciales fueron sancionados, siendo en cerca del 50% objeto de
suspensión32, (v) es necesario reforzar los estándares de ética que debe cumplir los
funcionarios y empleados judiciales y los abogados, (vi) en la Mesa de Conversación
Nacional se escucharon solicitudes insistentes para hacer más trasparente la gestión
de la administración de justicia, y (vii) es necesario garantizar la atención de los
usuarios de la administración de justicia considerando sus condiciones particulares, es
decir, ofreciendo el servicio de justicia de tal manera que se garantice a todos en
condiciones de igualdad material, de igualdad real. Esto resulta significativo al
encontrar que, como se dijo, el 60% de los usuarios encuestados en el año 2016,
manifestaron que sus necesidades de justicia no habian sido satisfechas y que un
factor generador de pérdida de credibilidad es encontrarse con barreras de acceso
para los ciudadanos, situación particularmente significativa en los grupos en condición
de vulnerabilidad.

Por lo anterior el proyecto le da desarrollo a la jurisdicción disciplinaria establecida en
el Acto Legislativo 02 de 2015, al fijar su marco funcional, garantizar la doble instancia
e incorporar a los empleados como sujetos disciplinables por las Comisiones
Secciona les de Disciplina Judicial, igualmente se fijan reglas para que los despachos
tengan cargas razonables de trabajo y puedan gestionar de manera eficiente el talento
humano y los recursos disponibles en procura de la definición célere de los procesos
disciplinarios y reducir asimetrías en las cargas laborales.

Adicionalmente, se introducen cambios al texto del articulo 153 de la Ley 270 de 1996
encaminados a establecer deberes especificas para dar mayor transparencia a la
gestión judicial, como la rendición periódica y pública de cuentas por todos los
despachos judiciales y el deber de informar oportunamente sobre los conflictos de

31 Corporación Excelencia en la Justicia, Percepción ciudadana sobre el Sistema Judicial (mayo, 2020).
Recu pera do de: hUps:!! cej. o rg. eDIl nd i (adores-de- iuslicia/ca "fianza-v-ca (fU pcion! epi nion -ei udada na-acerca-
del-sis tema. ¡ud i eial-colom bi al

32 https:l!www.ramajudicial.gov.co!web/sala-disciplinaria/estadisticas consultado el 15 de julio de 2020.
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interés por parte de todos los servidores de la Rama Judicial y aquellos que
administren justicia.

Igualmente se establecen obligaciones muy importantes para garantizar la prestación
del servicio de justicia en condiciones de igualdad, no solo por los funcionarios, sino
también por los empleados judiciales prestando especial atención a las necesidades
de atención de grupos vulnerables, de modo que éstos puedan conocer y entender los
trámites y las decisiones judiciales. De esta manera se acogen reglas incorporadas en
el Código Iberoamericano de Ética Judicial, Reformado el 2 de abril de 2014 en la XVII
Reunión Plenaria de la Cumbre Judicial Iberoamericana, Santiago, Chile, que, si bien
no hace parte del bloque de constitucionalidad, si constituye un instrumento regional
importante sobre los principios rectores de la ética judicial que deben guiar la
prestación del servicio con enfoque en los usuarios, así como aportes importantes de
Las Reglas de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad,
aprobadas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana realizada en Brasilia del 4 al 6
de marzo de 2008.

6.8. Carrera judicial

La regulación del sistema de ingreso a la carrera judicial ha permitido que los procesos
de selección tarden un tiempo considerable y no se haya logrado implementar el
sistema de carrera en su totalidad. Según cifras presentadas por el Consejo Superior
de la Judícatura en el Informe al Congreso 2019 - 2020, sobre Cobertura por el sistema
de carrera de la Rama Judicial para 2019 existía una cobertura del 96.08% en los
Consejos Seccionales de la Judicatura, 94.89% en los Tribunales Administrativos,
96.83% en los Tribunales Superiores, 68.68% en los Jueces de la Jurisdicción
Ordinaria, y 78.36 en los jueces de la Jurisdicción Contenciosa.

La estabilidad en los cargos de la rama judicial se proyecta en mayor independencia
en la función de administrar justicia, de allí la necesidad de fijar normas que dinamicen
la implementación total del sistema de carrera y permitan adelantar evaluaciones
periódicas objetivas, encaminadas al mejoramiento continuo del servicio de
administración de justicia que se presta a la comunidad en los distintos territorios.

erecho
E

Ministro

De los Honorables Congresista,

Ahora bien, con el fin de incorporar a la carrera judicial profesionales del derecho con
mayor experiencia, en atención a la especial función que les es encomendada, en el
presente proyecto se propone incrementar los requisitos para acceder a los cargos de
juez y magistrado de tribunal. Asi mismo, se hace una clasificación actualizada de los
cargos en sus tres variables: de carrera, libre nombramiento y remoción y de periodo
individual, y se plantean tres clases de procesos de selección, buscando fortalecer el
sistema de carrera judicial y va orar la expe " ia adquirida en el servicio a la Rama
Judicial.



Página 24	 Lunes, 23 de noviembre de 2020	 Gaceta del Congreso  1356

P R O Y E C T O S  D E  L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 466 DE 2020 CÁMARA

por la cual la Nación declara patrimonio histórico y cultural al municipio de Tame del departamento de 
Arauca, exaltando su condición de “Cuna de la Libertad de Colombia”, reconociendo y resaltando la 
inmensa labor Libertadora del Coronel y Párraco Fray Ignacio Mariño y el Lancero, Sargento Inocencio 

Chincá, por los acontecimientos históricos de la Campaña Libertadora del Siglo XIX.

PROYECTO DE LEY Nº__   DE 2020 CÁMARA. 

Por la cual la Nación declara patrimonio histórico y cultural al municipio de Tame del 
departamento de Arauca, exaltando su condición de “Cuna de la Libertad de 
Colombia”, reconociendo y resaltando la inmensa labor Libertadora del Coronel y 
párroco Fray Ignacio Mariño y el lancero, Sargento Inocencio Chincá, por los 
acontecimientos históricos de la Campaña Libertadora del Siglo XIX. 
 

El Congreso de Colombia 
 

DECRETA: 
 

Artículo 1°. Declárese al municipio de Tame del departamento de Arauca, 
Patrimonio Histórico y Cultural de la Nación, en su condición de “Cuna de la Libertad 
de Colombia” de la Campaña Libertadora en el Siglo XIX. 

 
Artículo 2°. Reconózcase y resáltese la inmensa labor del Coronel y Párroco 

Fray Ignacio Mariño, por su aporte político y militar para la organización del ejército 
libertador.   

 
Artículo 3°. Reconózcase y resáltese, al lancero Tameño Inocencio Chincá por 

su valentía y bravura en la Batalla del Puente de Boyacá, donde nació la 
Independencia de nuestra Nación.  

 
Artículo 4°. EL Ministerio de Defensa, el departamento de Arauca y el Municipio 

de Tame, fortalecerán  “el encuentro de bandas rítmicas” que se realiza el 12 de 
Junio de cada año, en homenaje al nacimiento del Glorioso Ejército de Colombia. 
El cual se denominará MARCHA DE LA LIBERTAD, El Ministerio de cultura y el 
comando del Ejército Nacional junto con las autoridades locales son los encargados 
de la financiación, sostenimiento promoción, organización y desarrollo de tal evento. 

 
Artículo 5°. Autorícese al Gobierno nacional, a través del Ministerio de Cultura, 

para asesorar y apoyar a la Gobernación de Arauca y al municipio de Tame en la 
elaboración, tramitación, ejecución y financiación de los proyectos de patrimonio 
material, e inmaterial; de remodelación, recuperación y construcción de los 
monumentos e infraestructura cultural e histórica del Municipio de Tame de 
conformidad con las normas vigentes. 

Artículo 6°. El Gobierno Nacional, la Gobernación de Arauca y la alcaldía de 
Tame rendirán homenaje al Municipio de Tame, al Coronel y Párroco Fray Ignacio 
Mariño, al lancero Sargento Inocencio Chincá. Quedando autorizados para impulsar 
y apoyar ante otras entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, la 
obtención de recursos económicos adicionales o complementarios a las que se 
autorizaren apropiar en el Presupuesto General de la Nación de cada vigencia fiscal, 
destinadas al objeto que se refiere la presente ley. 

 
Artículo 7°. Se autoriza al Gobierno nacional para que a través del Ministerio de 

Cultura, financie una investigación sobre la historia extensa del municipio de Tame, 
la cual deberá ser adelantada con el mayor rigor histórico-científico. 

 
Artículo 8°. Radio y Televisión de Colombia (RTVC) producirá un programa de 

televisión y radio, que será transmitido por el canal institucional, Señal Colombia, 
Canal del Congreso y la Radio Difusora Nacional, sobre esta condición de 
Patrimonio Histórico y Cultural de Tame del departamento de Arauca, destacando 
además los diferentes aspectos demográficos, sociales, culturales y económicos del 
municipio. 

 
Artículo 9°. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y 

promulgación. 
 

Atentamente,  
 
 
 
 
 
NEVARDO ENEIRO RINCÓN VERGARA 
Representante a la Cámara por el Departamento de Arauca 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 

 

1. TRÁMITE DE LA INICIATIVA.  
 

Esta iniciativa ya había sido tramitada, bajo el número 193 de 2017 Cámara, 
habiéndose archivado por tránsito de legislatura, en el año 2019. 

 

2. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 

La importancia histórica de Tame es un hecho que nadie puede desconocer y que 
debe ser divulgada  y destacada, no sólo a nivel regional sino nacional. Por eso es 
la importancia de este proyecto de ley, en la cual buscamos reconocer y resaltar, la 
inmensa labor realizada por estos hombres que lucharon por la libertad de 
Colombia y a la cual le debemos nuestra independencia. La larga historia de Tame, 
está llena de acontecimientos heroicos qué queremos resaltar y exponer a nuestra 
nueva sociedad, que desconoce la lucha de aquellos Patriotas que dieron sus vidas 
por un mejor mañana. Son 350 años de historia que están a la espera de ser 
conocidos y analizados para darle ese valor histórico que Tame ha tenido en el 
tiempo. 

La conquista y colonización española en los llanos de Arauca y Casanare son el 
producto del proceso de descentralización aplicada por las autoridades españolas 
ante la carencia de botines de adquisición inmediata el atractivo económico lo 
proporcionaba el usufructo de la numerosa mano de obra disponible. 

Una vez llegados los españoles, la actitud del indígena llanero fue de rechazo, 
llegando a responder violentamente al maltrato y explotación de algunos 
conquistadores y encomenderos. La actitud violenta partia, casi siempre de aquellos 
grupos que poseían un menor nivel de desarrollo. Iniciando el período colonial Tame 
se convierte en epicentro de la actividad misionera jesuita en los llanos de 
Casanare, en su territorio toman asentamiento las principales reducciones formadas 
con la diversidad de grupos aborígenes existentes. 

Tame adquiere durante el proceso de emancipación su mayor importancia histórica, 
al ser tanto epicentro de la actividad guerrillera, como sitio de organización y 
formación del ejército libertador. En cuanto a la actividad de guerra irregular o de 

guerrillas, los personajes por destacarse el lancero Tameño Inocencio Chincá y el 
coronel Fray Ignacio Mariño, el cual se ha tratado de mantener oculto y olvidado 
posiblemente por sus características de cura guerrillero. Las cuales son difíciles de 
digerir por parte de los historiadores nacionales y oficiales. 

El éxito de las guerrillas, radica en el conocimiento del medio natural que posee el 
Llanero coadyuvado por su amor por la libertad, además de su valor y arrojo en la 
lucha. 

 

3. CONSIDERACIONES GENERALES 

 

a.  TAME Y LA LIBERTAD 

El periodo más importante de la historia de Tame lo constituye sin lugar a dudas la 
revolución de la independencia. Durante este periodo histórico, Tame desempeñó 
un papel destacadísimo en los acontecimientos preparatorios, de tal forma que le 
ha merecido el título de “Cuna de la libertad de Colombia” 

La participación de este pueblo, tiene que ver principalmente, con el periodo de 
guerra irregular o de guerrillas transcurrido en 1818 y 1819, y la preparación y 
organización de la mayor parte del ejército patriota. Los mencionados aspectos se 
convierten así en argumentos históricos que justifican plenamente el título anterior  

Importancia del municipio de Tame - Arauca 

a) Valor histórico. 

Tame fue fundada en 1628 por el Capitán Alonso Pérez de Guzmán, a orillas del rio 
Tame. Sus primeros habitantes fueron los indios Giraras. En 1659 los jesuitas se 
hicieron presentes en Tame y para evitar dificultades con las otras órdenes 
permutaron su parroquia de Tópaga por la doctrina del Pauto a fin de tener una ruta 
expedita entre Santa Fé y el Llano. Solicitaron luego la repartición del territorio 
misional y obtuvieron sin oposición la adjudicación de buena parte del Llano.  

Equipados jurídicamente, los jesuitas actuaron desde ángulos distintos pero 
estrechamente relacionados: el económico, el social, el evangélico, el cultural. 
Advirtiendo la vocación económica de la llanura, introdujeron desde el altiplano un 
pie de cría y fundaron el hato de Caribabare en un gran globo de terreno de Arauca 
y Casanare, el cual daría origen a otros hatos subalternos como Tocaría, Cravo 
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(sobre el río Cravo Sur), Patute, Surimena, Casimena, Macuco, Guanapalo y Apiay 
en los Llanos de la Nueva Granada, y el de Carichana en el Orinoco venezolano, 
revolucionando un sistema productivo que hasta entonces se basaba en la 
explotación de mano de obra indígena. Para la provisión respectiva, cada pueblo 
era dotado con un pequeño hato comunal familiarizando de este modo al indio con 
las artes de la ganadería.  

Simultáneamente con el ganado aclimataron cultivos de caña de azúcar, café, 
cacao, algodón, tabaco y frutales, y dispusieron talleres artesanales para 
transformar y agregarles valor a esos productos. El cuero se convirtió en sillas y 
aperos, la leche en queso, el guarapo en papelón y aguardiente, el algodón en 
hilados y tejidos, y la madera que abundaba en los alrededores se transformó en 
puertas y ventanas, muebles y enseres, y hasta en rústicos instrumentos musicales 
que pulsaban los neófitos. Fue tan honda y significativa la tarea cumplida en este 
frente que de acuerdo con los estudios realizados por el historiador José Manuel 
Groot, a la salida de los padres en 1767 se contabilizaban en los Llanos de Colombia 
unas ochenta mil cabezas de ganado que direccionarían hasta hoy la economía de 
la región. El hato de Apiay, establecido desde 1740 entre los ríos Negro y Guatiquía, 
fue la célula que originó a Gramalote, nombre primigenio de Villavicencio.  

En sus tierras y con el apoyo de los llaneros se reunió el General Simón Bolívar, 
que venía de Venezuela por la ruta Mantecal – Arauca, con el General Francisco de 
Paula Santander quien había organizado el Ejército patriota dispuesto a luchar y 
defenderse del imperio Español del momento. El 11 de junio de 1819 el General 
Venezolano Simón Bolívar llegó a Tame localidad escogida por Santander como 
cuartel general del naciente ejército patriota. Desde Tame, Santander diseñó la ruta 
que se siguió hacia el centro De la Nueva Granada.  El 22 de junio de 1819 con 
todos los apoyos logísticos y humanos que el pueblo Tameño pudo brindar, cerca 
de 2.500 hombres partieron por lo llanos de Casanare pasando por el Páramo de 
Pisba, Paya, Pantano de Vargas, y Puente de Boyacá lugar donde se llevó la gran 
batalla que termino con el triunfo del Ejército patriota. 

Tame cuartel general del ejército patriota 

Históricamente se requiere de elemento probatorios que permitan testificar la 
veracidad de una acción o de un acontecimiento, por tal motivo se incluyen cartas 
del periodo donde se comprueba la veracidad de Tame como cuartel general del 
Ejército patriota. Así: 

A) CUARTEL GENERAL EN TAME, 27 DE MAYO DE 1819

Excelentísimo señor presidente de la República de Venezuela 

Excelentísimo señor:

No puedo significar a vuestra excelencia todo el placer que ha producido en mi 
corazón la orden de 20 del corriente, en que Vuestra Excelencia me manda estar 
preparado para cooperar con el cuerpo de tropas de mi mando a una operación 
sobre la Nueva Granada. Todas las providencias convenientes están ya tomadas, y 
aunque no es posible mantener reunido en un solo punto todo el ejército, porque 
indispensablemente padecería, o la caballería o la infantería, están los cuerpos 
situados de manera que pronto pueden ser concentrados para seguir marcha. 
Descuídese vuestra excelencia por lo que respecta a mi división, que jamás me 
retarde en operar. 

Como siempre se trascienden proyectos de operaciones ofensivas al ver la reunión 
de tropas, yo he hecho en tender que las disposiciones actuales se toman en 
consecuencia de haberme vuestra excelencia ofrecido enviar un pronto auxilio. Esta 
novedad, aunque pudiera ser conocida por los enemigos, nunca dispondría sus 
planes de manera que trastornasen los de vuestra excelencia.

Sea cuales fueren estos con respecto al reino, yo me atrevo a asegurar a vuestra 
excelencia, por lo que he observado, que una operación simultanea sobre aquel 
país va a ser decisiva, muy feliz y capas de proveernos de medios para oponernos 
a los esfuerzos del gabinete español, que siempre querrá reponer el actual mal 
estado de sus negocios en este continente. Si es positivo que Mac-Gregor amenaza 
la costa de la derecha del magdalena, si por Cúcuta un cuerpo de tropas penetra, y 
yo me muevo a la cordillera, crea vuestra excelencia que no pueden defenderse los 
enemigos, sino en Cartagena.

Hace ocho días que he despachado a un oficial reinoso a Sogamoso, en donde 
tiene su familia, y averiguado muy circunstanciadamente el verdadero estado del 
reino, y entregado las comunicaciones que le he dado para os guerrilleros, debe 
avisarme inmediatamente de todo, y yo lo hare a vuestra excelencia con la brevedad 
que exige la materia.

No permita el cielo que las circunstancias obliguen a vuestra excelencia a variar de 
planes.

Dios guarde a vuestra excelencia muchos años.

Excelentísimo señor,

F. P. Santander.  

B) CUARTEL GENERAL EN TAME, 8 DE JUNIO DE 1819

A su excelencia el Libertador presidente, etc.

Excelentísimo señor:

La posición de la salina ha sido reforzada hasta 600 hombres y están haciendo 
fortificaciones exteriores. Un espía de los que hago introducir allí ha dado esta 
noticia al comandante de cazadores; por el 2 corriente una columna enemiga había 
venido de dicha posición de la salina sobre Ten(1), en donde mantengo un cuerpo 
de 100 infantes, y espero el resultado de los reconocimientos que se mandaron 
ejecutar. 

Tales  operaciones son sin duda efecto de que el enemigo ha sabido por unos 
hombres viejos a quienes licencie en Manare el 12 pasado, vecinos de la Salina, 
que yo estaba en aquel pueblo con tropas de infantería y que en Ten(2) estaba el 
primer puesto avanzado. De propósito hice esto para tener siempre alarmada a la 
guarnición de la salina, y proporcionarle ocasión de disgusto y de enfermedades. 

Creo importante informar a vuestra excelencia a la vez de otras mil cosas que me 
parece deben perfeccionar el plan, y de estos informes están aún pendientes otras 
ordenes que debo comunicar para ponerme en marcha. Tengo preparados algunos 
plátanos en Betoyes que irán para las tropas, luego que sepa el estado de sus 
marchas. 

Dios guarde a vuestra excelencia muchos años.

Excelentísimo señor, 

F. P. Santander.

C) TAME, JUNIO 3 DE 1819

Excelentísimo señor general Simón Bolívar.

Mi general:

¡Gloria inmortal al protector de la nueva Granada, al benemérito hijo de la tierra de 
Colon! Vuestra excelencia ha dado ya la salud a aquel infortunado país, y ha 
preparado la de Venezuela por la cual tanto se ha fatigado. El proyecto de vuestra 
excelencia de que me ha impuesto el coronel Lara, es el proyecto que arrancara a 

Fernando del centro de la parte de América que posee. Lo reservare como es 
necesario y contribuiré con cuanto pueda alcanzar a que se realice, y se produzca 
el fruto que se debe esperar.  

Tengo comunicadas todas las ordenes convenientes, y hare lo posible para que 
para el 10 pueda moverse mi división, aunque o dificulto porque aún faltan otras 
medidas, que no podían tomarse de antemano, sin exponer el secreto. Siento no 
poder anticipadamente a hablar a vuestra excelencia sobre la dirección que se 
puede tomar con las fuerzas: una ligera indisposición de salud me lo impide. El 
coronel Lara me dice que piense vuestra excelencia salir por Salina; este camino es 
el más corto en sus paramos, el más poblado, pero tiene mucha piedra y las 
mayores fuerzas están cargadas a esa parte. Creo que con toda la infantería se 
puede hacer la salida por ese lado, y con la caballería por Zapatosa. En fin, supongo 
que vuestra excelencia determinara adelantarse, aunque sea por salir pronto del 
mal camino de Arauca.

El parque todo lo he mandado venir, sin embargo de que aún hay pólvora a granel 
por la absoluta escasez de papel. Pero no faltan 60.000 cartuchos prontos. Me 
parece suficiente, pues no creo que con la opinión de las tropas enemigas, la 
superioridad de nuestra fuerza, y sobre todo el nombre del Libertador de Venezuela 
pueda ofrecernos una acción obstinada.

Que el cielo me conceda abrazar a vuestra excelencia, acertar a cumplir sus 
órdenes, y recordar en Santa Fe los amargos ratos de los llanos.

Soy de vuestra excelencia con toda consideración, su más adicto subordinado y 
amigo que besa su mano,

F. P. Santander.

P.D. Podremos sacar de aquí 500 caballeros (1) y 800 infantes, las calenturas y la 
deserción me han atacado de firme, y contar con indios es contar con nadie. Todo 
y aun esto solo es bastante para tomar todo el norte de Nueva Granada hasta 
Popayán. 

D) CUARTEL GENERAL DE TAME, 1° DE JUNIO DE 1819

Excelentísimo señor de la República de Venezuela. 

Excelentísimo señor:

Con toda la satisfacción que puede caber a un oficial que aspira a obtener la 
aprobación de su jefe, he leído el oficio de vuestra excelencia de 18 del pasado. Por 



Página 26	 Lunes, 23 de noviembre de 2020	 Gaceta del Congreso  1356

el quedo impuesto del estado en que vuestra excelencia se encontraba en aquella 
fecha, y de las posiciones del enemigo. 

El teniente coronel Sasmayous, con el escuadrón de Dragones del ejército, ocupo 
efectivamente el Valle de Tenza, sorprendido los destacamentos que el enemigo
tenía en algunos pueblos; pero temerariamente se ha avanzado tanto, que temo 
una desgracia. El 18 último lo dejaron en Guateque a tres jornadas militares de 
Santa Fe, y habiéndose expuesto a quedar envuelto, temo mucho que los enemigos 
hayan obtenido la primera y única ventaja, que solo un exceso de arrojo inoportuno 
puede proporcionarles.

Acompaño un extracto de las noticias que ha adquirido de la Nueva Granada, por lo 
que ellas pueden influir en el proyecto que vuestra excelencia meditaba. También 
incluyo el documento que comprueba estar reconocido en la provincia de Casanare 
el gobierno de Venezuela

Dios guarde a vuestra excelencia muchos años.

Excelentísimo señor, 

F. P. Santander  ((19) CARTAS)

Fue en Tame donde se dio el brindis de Bolívar pronunciado la noche del 12 junio 
de 1819 en el homenaje que la población rindió a la oficialidad cuando levanto su 
copa y dijo: “Loor a los bravos y abnegados granadinos; “Loor al genio 
organizador del señor General Santander que con su esfuerzo y su 
imaginación inagotables, supo crear y organizar un ejército, el que unido al de 
nuestros hermanos de Venezuela y al de los bravos ingleses que 
desinteresadamente nos ayuda, nos dará indudablemente la satisfacción de 
la victoria y de una patria unida y libre. Vuestro ejemplo es digno de todo 
encomio pues fuisteis los primeros en levantaros contra la tiranía española. 
Granadinos ¡el día de la América ha llegado! Brindemos por el éxito de nuestra 
empresa libertadora, y por esta tierra generosa que merece apellidarse con 
justicia "CUNA DE LA LIBERTAD”

b. ACTIVIDAD GUERRILLERA

La guerra irregular o de guerrillas, es una actividad militar llevada a cabo por un 
grupo no muy numeroso de personas, las cuales se alzan en armas contra un 
sistema de gobierno determinado. A diferencia de un ejército, la actividad guerrillera
utiliza métodos y sistemas de lucha muy particulares, debido a que su poca 

capacidad militar le impide desarrollar enfrentamientos a campo abierto con un 
ejército.

En Casanare y Arauca la guerra de guerrillas se había iniciado prácticamente desde 
el problema de las misiones jesuitas. Inicialmente fue utilizada por los indígenas 
reacios a ser mantenidos en las reducciones; algunos de ellos perturban 
continuamente el orden interno de estás, manifestando de esta manera su 
inconformidad. Posteriormente y debido a la expulsión de los jesuitas, varios 
indígenas y mestizos se sublevaron como protesta por la salida de los misioneros.
Esto fue producto del alto grado de dependencia que habían adquirido de los 
jesuitas, ya que la mayor parte de los medios de producción existentes y las 
misiones, pasaron a manos de particulares.

Para el siglo XIX, la actividad guerrillera en Arauca y Casanare tomó mayores 
dimensiones, una vez se inició la ofensiva española de reconquista. Gracias a las 
guerrillas existentes, Casanare y Arauca pudo mantener vivo el proceso 
emancipador de la Nueva Granada.

El General venezolano José Páez quien fue uno de los más destacados guerrilleros 
de los Llanos resume así la forma cómo operaban las guerrillas: “el sistema de 
guerrillas es y será siempre el que debe adoptarse contra un ejército invasor en 
países como los nuestros, donde sobra terreno y falta población. Sus bosques,
montañas y valles confían al hombre a la libertad y le acogen en sus senos alturas 
y planicies para protegerle contra la superioridad numérica de los enemigos. En las 
montañas y bosques no debe jamás el patriota tomar la ofensiva, pero en las 
llanuras jamás desperdiciara la ocasión que se le presente de tomar la iniciativa 
contra el enemigo y acosarle con tesón y brío.

A este género de táctica debimos los americanos las ventajas que alcanzamos 
cuando no teníamos un ejército numeroso y bien organizado. A la disciplina las 
tropas españolas opusimos el Patriotismo y el valor de cada combatiente; a la 
bayoneta potente arma de Infantería española, la formidable lanza manejada por el 
brazo más formidable aún del llanero, que con ellas a caballo o a pie rompía sus 
cuadros  y barría sus batallones; a la superioridad de su artillería, la velocidad de 
nuestros movimientos. Los Llanos se oponían a nuestros Invasores con todos los 
inconvenientes de un desierto, y centraban en ellos nosotros conocíamos el secreto 
de no dejarles ninguna ventaja ninguna las ventajas que teníamos para nosotros
((1). Páez, 1973)

El pueblo Llanero auxiliaba continuamente las guerrillas, no ocurrió lo mismo con 
los españoles a los cuales procuraban suministrarles falsas informaciones. Donde 

quiera surgían grupos guerrilleros, destacándose principalmente las comandadas 
por Fray Ignacio Mariño en Tame, Ramón Nonato Pérez en los alrededores de
Pore, Francisco Rodríguez y Manuel Ortega en el centro del llano, y otros jefes 
Como Ramón Infiesta y Nicolás González, actuaban en las laderas de la cordillera.
Su valor y arrojo dieron cimiento a la fundación de la Segunda República y 
permitieron que hombres del interior acudieran a los Llanos en busca de mayor 
seguridad ((2) PEÑUELA)

Las más importantes de estas guerrillas fue la organizada por Fray Ignacio Mariño
de la orden de Santo Domingo. Este cura quién se desempeñaba como párroco de 
Tame, Macaguan y Betoyes organizó a sus feligreses haciéndoles practicar 
ejercicios militares con la ayuda del capitán insurgente Sebastián Soler ((3) JEREZ).
También el general Rafael Urdaneta, luego de ser retirado del cargo de jefe de 
ejército del oriente, se dedicó a enseñar los ejércitos militares a los indios de Tame
Macaguan y Betoyes, según lo afirma en sus memorias. ((4) TISNES)

Acciones en las cuales las guerrillas de Mariño, tuvieron destacada actuación. En
carta enviada por el jefe español Pablo Morillo al ministro de guerra, fechada en 
Cumaná en agosto de 1817, informa de la muerte del teniente coronel Julián Bayer 
y de la toma de los pueblos de Chire y Pore, a cargo de las guerrillas de Mariño y
Nonato Pérez. ((5) PEÑUELA)

El hecho de que precisamente un religioso, llevara a cabo actividades guerrilleras,
era visto como algo fuera de lo común. El combinar la cuestión religiosa con asuntos 
netamente políticos y militares produjo una fuerte reacción tanto por las autoridades 
reales como por la misma jerarquía de la orden religiosa.

En primer término, los realistas lo perseguían con gran hazaña. Un tribunal realista 
pronunció una sentencia de degradación sacerdotal y lo condenó al patíbulo ((6) 
MOLANO Humberto). También el provincial de la Orden Dominicana, acusó en 1816
al padre Mariño ante el Vicario general de dicha orden. En su comunicación
expresaba que esté dirigida una chusma de malvados rebeldes y ejercía empleos 
militares, no bastando para condenarlo ni las insinuaciones de sus hermanos 
religiosos, ni las ex comuniones de que habían sido conminado ((7) MESANZA)

En cuanto al grupo social indígena, este no podía quedarse fuera de la guerra 
irregular en los Llanos. Su participación se vio mayormente en la guerrilla dirigida 
con Fray Ignacio Mariño. El indígena en su comienzo fue indiferente, pero al ser 
reclamada su participación tanto por los españoles como por los republicanos, se 
alineó en uno y otro bando. Forzado o por su convicción, el indígena tuvo que 

aportar su cuota de sangre y el gasto de sus reservas en el funcionamiento de la 
actividad irregular ((8) PÉREZ A. Eduardo)

Fueron duros los trabajos y penalidades afrontados por los guerrilleros llaneros. Muy 
pocos utilizaban algo de calzado o sombrero, sólo llevaban un guayuco hecho de 
hojas o corteza de árboles. El alimento casi único lo constituye la carne, la cual 
comían casi siempre sin sal. Utilizaron fusiles, cuando lograban arrebatar celos al 
enemigo; los jinetes de mayor categoría llevaban una lanza ancha, mientras que los 
demás usaban chuzos de madera dura la mayor parte de ellos eran soldados de 
caballería con sillas de madera aseguradas con correas de cuero sin curtir en cuanto 
a los caballos, le eran entregados cerreros para que los amansaran ((9) PEÑUELA. 
Cayo L)

En el año de 1817 El general Murillo envío un oficio al virrey Sámano, en el cual le 
solicitaba organizar una expedición destinada a destruir a los Rebeldes dirigidos por 
Mariño ((10) Oficio del General Morillo al virrey Sámano). Sámano se dirigió a la
llanura con el fin de reprimir las guerrillas, sin embargo se encontró con el 
hostigamiento de partidas volantes y con el hambre, debido a que las guerrillas 
alejaban el ganado y los caballos hacia el centro de las sabanas ((11) PEÑUELAS)

Posteriormente en abril de 1818 El virrey Sámano envió a Barreiro a los Llanos, con 
el fin de doblegar las guerrillas estando esté allí, tuvo que soportar grandes 
dificultades para sostener la tropa debido a que a pesar de la gran cantidad de 
ganado existente, no le fue posible capturar lo necesario para alimentar sus 
soldados. A esto se agregó la huida de los indígenas que le servían de guías, ante 
esta situación Barreiro tuvo que salir del Llano por las penurias enfermedades y el 
hostigamiento de las guerreras llaneras ampliamente conocedoras del terreno ((12) 
GROOT)

El largo periodo de guerrillas sostenido por Mariño y otros jefes de 1812 dieron 
mucho de que contar, hasta su articulación con los movimientos de la Orinoquia
venezolana, al final las partidas de guerrilleros se centraron en las figuras de Fray 
Ignacio Mariño, Ramón Nonato Pérez y Juan Galea, quiénes dirigiendo indios 
mestizos y negros actuaron en el llano y en el piedemonte ((13) PÉREZ A. 
Eduardo)Ante la impotencia para controlar y someterlos Murillo dirigió varias 
proclamas a los habitantes de Casanare y Arauca con el fin de convencerlos de la 
necesidad de defender los intereses del Rey ((14) “Proclama de Murillo a los 
habitantes de Casanare” correo del Orinoco)

Las guerrillas prepararon así las condiciones para una forma más adecuada y 
elevada de lucha, buscaron apropiarse de los recursos naturales del medio privando 
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a los centros urbanos controlados por el poder real del abastecimiento de carne y 
caballos, además de la eliminación del ejército colonial; así la resistencia guerrillera 
crecía proporcionalmente a las tropas regulares lanzadas contra ciudad, llano y 
montaña. La actividad rebelde sin exagerar su importancia actúa como fuerza 
estratégica decisiva demostrando ser adecuada a las condiciones de la 
Independencia y del Llano ((15) PÉREZ)

Teniendo en cuenta lo anterior se puede afirmar que gracias a la actividad de las 
guerrillas fue que Casanare y Arauca lograron mantenerse independientes, 
soportando los intentos de reconquista, aunque estás carecían de suficiente 
organización sus logros se debieron tanto a la voluntad de lucha, como a la 
contribución del medio ambiente natural, el cual facilitaba sus operaciones por ser 
ampliamente favorables. El cura guerrillero Fray Ignacio Mariño, valiéndose de su 
posición de doctrinero logró aglutinar un grupo de subversivos de la época, dando 
a entender así que no siempre se puede desligar la actividad evangelizadora de las 
cuestiones políticas y sociales. Tame por consiguiente fue epicentro de la guerra 
irregular en la llanura de Casanare y Arauca, lo cual contribuye a destacar su 
participación en la independencia de Colombia.

c. FRAY IGNACIO MARIÑO

Dentro del proceso emancipador hay personajes que a pesar de su extraordinaria 
participación, no han sido debidamente destacados históricamente. Esto quizá se 
debió a que desde el punto de vista social, no eran representativos de una élite 
criolla que se mostraba como abanderada de dicho proceso histórico, la importancia 
del cura guerrillero Fray Ignacio Mariño, es necesario destacarla, ya que se 
constituyó en uno de los pilares de la guerra irregular que hizo de los llanos, el 
epicentro de la revolución de independencia de la Nueva Granada.

Fray Ignacio Mariño pertenecía a la orden de Santo Domingo; algunos autores 
señalaban su lugar de nacimiento en Santa Rosa de Viterbo, mientras que otros 
dicen que en Choconta. Nacido entre 1770 y 1775; hizo sus estudios en el convento 
de dominicanos de Santiago de Tunja y en 1799 fue destinado a Casanare como 
misionero en la evangelización de indígenas Llaneros, duró más de 20 años.

En 1812 inició en los llanos su vida de guerrillero, disciplinando a sus feligreses de 
Macaguan y Betoyes, Durante los siguientes años hasta 1818 en unión de Juan 
Galea, Ramón nonato Pérez y otros jefes patriotas luchó contra José Yañez, Julián 
Bayer, Juan Tolrá y demás jefes realistas. El 10 de diciembre de 1813, firmó el acta 
de independencia de la provincia de Tunja, como miembro del colectivo electoral y 
representante de esa provincia. En octubre de 1814 recibió el título de Coronel de 

la Nueva Granada y en tal carácter a la cabeza de 600 hombres vino unido a las 
fuerzas comandadas por Bolívar que pusieron sitio a Santa Fe y que lograron con 
su triunfo el que Cundinamarca hiciera parte de la confederación granadina.

Dentro de la campaña libertadora en 1819, acompañó a libertador como capellán 
general del ejército. En el llano de San Miguel, el 29 de junio el libertador reunió un 
consejo de jefes a fin de resolver si continuaban la marcha o volvían a Venezuela.
En aquella ocasión la intervención del Coronel Mariño fue decisiva y sus elocuentes 
palabras sirvieron para convencer a los principales jefes de la necesidad de 
continuar la marcha se expresa, así su discurso “Mi general: no me mueve un vil 
egoísmo, nó, es sólo la convicción de que en Venezuela, nuestra cara y desgraciada 
patria serían inútiles nuestros sacrificios, mientras que aquí ellos serán fructuosos y
nos proporcionarán recursos para marchar ya fuertes a Venezuela. Atender señor 
la voz de un patriota que no ambiciona títulos y honores, si la providencia me 
concede la vida después del triunfo, esta sería mi única recompensa. Yo volveré a 
mi claustro y dejaré las charreteras porque me serán inútiles. Acceder señor os lo 
suplico, os lo ruego, lo pido por esta Corona que me consagra ministro de Dios” las
palabras de Mariño fueron proféticas, su valor y constancia en atender a los 
soldados durante el cruce de los Andes y su desempeño en las acciones 
desarrolladas en Gámeza, Vargas y Boyacá, le dieron el título de miembro de la 
orden de Libertadores de Venezuela y Cundinamarca esta fue concedida el 17 de 
diciembre de 1819

Terminada la campaña fue nombrado jefe civil y militar de Sogamoso, más tarde el 
7 de abril de 1820, cura interno de Guateque hasta enero de 1821 en que fue 
designado párroco de Nemocón, cargo que ocupó hasta su muerte ocurrida en junio 
de 1821.

d. ORGANIZACIÓN Y PREPARACIÓN DE LA CAMPAÑA 
LIBERTADORA.

Sirve para destacar la notable contribución de Tame a la causa de la independencia,
es la que tiene que ver con la organización y preparación del ejército patriota de 
vanguardia, el cual sumado a las tropas traídas por Bolívar de Venezuela habría de 
iniciar la campaña libertadora de 1819

En este aspecto se destacó el General Francisco de Paula Santander, quién escogió 
a Tame como cuartel general. Santander se embarcó en angostura con rumbo a los 
llanos en el mes de agosto de 1819, con pertrechos, armas y municiones; lo 
acompañaban los tenientes coroneles Antonio Obando y Vicente González a los 

cuales se agregaron posteriormente Pedro Fortoul, Antonio Morales y el capitán 
Joaquín París ((16) PEÑUELA)

Luego del arribo de Santander a Casanare, comenzaron a llegar Patriotas de las 
regiones próximas con el fin de engrosar el cuerpo del ejército que ya comenzaba 
a preparar Santander, además Bolívar en comunicación dirigida a José Antonio 
Páez; le solicitó el envío del Coronel Ramón Nonato Pérez, quién se hallaba en 
Apure, con el fin, de que bajo las órdenes de Santander organizará y tomara el 
mando de los cuerpos de caballería ((17) “carta de Bolívar a pez” Angostura)

Simón Bolívar había dado completas instrucciones a Santander, sobre las 
actividades a desarrollar en los llanos. Las principales instrucciones se resumían en 
levantar y disciplinar cuerpos de Infantería, aumentar la caballería en cuanto fuera 
posible, hostilizar a los enemigos, restablecer la disciplina sobre los cuerpos 
armados de llaneros y mantenerse en comunicación con el cuartel general en 
Angostura. ((18) PEÑUELA)La llegada de Santander a los llanos, sirvió para mejorar 
las tropas allí existentes, las cuales se hallaban en mal estado, debido a la rivalidad 
existente entre Juan Galea nombrado por Páez como jefe de los Apureños y Juan 
Nepomuceno Moreno, quién hacía de gobernador de la provincia, Santander logró 
ser reconocido como jefe militar y político de la provincia, la cual se declaró 
provisionalmente agregada a Venezuela.

En el mes de mayo de 1819, Bolívar le envió una comunicación a Santander, en el 
cual le solicitaba reunir las tropas en un sitio conveniente, con el fin de reunirlos con 
los suyos y emprender la expedición a la Nueva Granada. Por ser aquella época del 
año comienzo del invierno los tropiezos y penalidades surgen como obstáculos 
insalvables, las cuales sin embargo no lograron doblegar la férrea voluntad de los 
Llaneros. El grupo de soldados que acompañaban a Bolívar desde Venezuela 
cruzaron el río Arauca y llegaron a Tame el 11 de junio, donde se reunieron con la 
división de vanguardia dirigida por Santander ((20) RESTREPO)

Acompañando la tropa en Betoyes, Bolívar se adelantó hasta Tame donde lo 
esperaba Santander con sus tropas, además de provisiones que habrían de aliviar 
las necesidades de los soldados provenientes de Venezuela. Durante el descanso 
en Tame que fue de tres días se llevó a cabo el consejo de guerra del Coronel 
Ramón Nonato Pérez acusado de desobediencia, muertes arbitrarias y otros actos 
de indisciplina. Siendo fiscal el coronel Justo Briceño, fue condenado a servir en el 
ejército sin mando alguno ((21) PEÑUELA)

Una vez organizado y aprovisionado plenamente el ejército patriota, reanudó la 
marcha hacia el interior de la Nueva Granada. Sin embargo lo difícil de la 

emprendida, hizo que Bolívar tuviese un momento de vacilaciones en el sitio 
denominado Llano de San Miguel. Las calamidades y tropiezos encontrados a su 
paso, hizo que pensara en un momento dado regresar a Venezuela y no presentarse 
al enemigo con un ejército desecho.

Ante esta situación, es necesario destacar ampliamente la intervención del Coronel 
Fray Ignacio Mariño, quien marchaba como capellán del ejército patriota. En
discurso dirigido a Bolívar en el llano de San Miguel expresó en algunos apartes lo 
siguiente: “Señor; es preciso que obtenga presente que lo propuesto es una quimera 
irrealizable; los españoles están en verdad haciendo pensar más su tiranía sobre 
nuestra hermana la capitanía general de Venezuela, qué sobre nuestra amada 
Nueva Granada; pero sabes ¿por qué? Es porque en Venezuela están más 
potentes. Ir a liberar a Venezuela con nuestros pequeños ejércitos, sería ir a 
sacrificar inútilmente las vidas de nuestros valientes, sería ir a colocarnos 
audazmente en el pecho del tirano para que nos ahogara en sus espantosos brazos.
Nuestra audacia no sería suficiente para librarnos de nuestra desgracia. Nosotros 
marchamos a Venezuela si vos lo ordenáis; no habrá uno solo de nosotros que 
deserte de vuestro lado, pero pensad general que la responsabilidad es inmensa 
vas a sacrificar la vida de los que lo siguen y no debes tener ni la esperanza de 
libertad a Venezuela, porque es imposible resistir el poder que allí tienen los 
españoles y forzosamente habremos de perecer y con nosotros toda esperanza de 
libertad a la patria, vamos a libertar el reino (Colombia) y aunque es menor el poder 
de los españoles que tienen aquí, todavía necesitamos hacer esfuerzos 
verdaderamente heroicos. Trabajaremos pero con esperanza y moriremos muchos 
sin duda, pero los que queden verán la libertad de la patria” ((22) MOLANO)Las 
palabras del fraile convencieron al libertador, quién resolvió continuar la ruta hacia 
el interior de la Nueva Granada, los hechos y resultados posteriormente confirmaron 
lo expresado por el padre Mariño.

La labor desarrollada por Mariño durante el proceso de la independencia, fue 
ampliamente meritorio, durante la marcha a través de los Andes ayudaba y animaba 
a los soldados, además de desempeñarse como combatiente en los valles de Santa 
Rosa de Viterbo y Sogamoso consiguió una ayuda eficaz (26)

Así podemos darnos cuenta de la importancia histórica de este personaje, olvidado 
por los historiadores tradicionales; no es que se deba Elevar a la categoría de héroe 
tradicional sino destacarlo como la persona que lideró el inconformismo de los 
habitantes de Arauca y Casanare, ese debe ser el papel de una historia que revise 
y rescate de los valores históricos populares ocultados de manera deliberada por 
quienes se creen poseedores de la verdad histórica.
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e. JOSÉ INOCENCIO CHINCÁ.

Participación en la guerra de independencia

Siendo muy joven se presentó como voluntario para hacer parte del ejército 
independentista comandado por José Antonio Páez. Se ofreció, para cruzar el río 
Arauca hacia Venezuela, donde participó en la maniobra de caballería de la Batalla 
de Las Queseras del Medio, haciendo parte del grupo de 153 soldados de a caballo 
escogidos por Páez el 3 de abril de 1819. Como reconocimiento a su desempeño, 
Bolívar le otorgó a este escuadrón de caballería, la «Orden de los Libertadores», 
entre ellos al entonces sargento Segundo José Inocencio Chincá (2010.)

Hizo parte del destacamento de caballería que acompañó a Simón Bolívar en la 
Campaña Libertadora de Nueva Granada en 1819 hacia el actual territorio 
colombiano. El ascenso a la Cordillera de los Andes privó de montura a una buena 
parte de la caballería, además de soportar el rigor de las bajas temperaturas (2010.)

José Inocencio Chincá participó en la carga de los 14 lanceros comandados por el 
coronel Juan José Rondón, en el punto crucial de la Batalla del Pantano de Vargas, 
en la cual respondiendo de inmediato a la voz de su comandante « ¡Que los 
valientes me sigan!», encabezaron un veloz ataque de caballería contra las tropas 
españolas. Durante la acción, Chincá sostuvo un duelo con el capitán español 
Ramón Bedoya, quien le infligió un lanzazo por la espalda. Chincá se extrajo la lanza 
y con ella mató a Bedoya. Inocencio Chincá quedó herido de gravedad y falleció 
tres días después en Tibasosa.

Se dice que durante la agonía, por la fiebre, Chincá exclamaba: «Bedoya me pringó 
pero también se fue (2010., s.f.)

En honor a este suboficial de caballería, la Escuela Militar de Suboficiales del 
Ejército Nacional de Colombia lleva su nombre; al igual que una institución educativa 
de su ciudad natal, Tame los colegios militares de Sogamoso (Boyacá) y de Ibagué 
(Tolima).4 y una avenida en Bogotá.

4. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL

Constitucionalidad y pertinencia

De conformidad con lo expuesto en el proyecto de ley, esta iniciativa se ajusta a las 
disposiciones constitucionales y legales que desarrollan principios fundamentales, 

tales como el Estado Social de Derecho, la democracia de participación y los 
principios de igualdad, solidaridad y concurrencia, entre otros.

Para la presentación de proyectos de ley como este que requieren recursos del 
Presupuesto General de la Nación, es importante citar una serie de normativa y 
jurisprudencia que justifique la viabilidad del trámite y posterior aprobación de la 
iniciativa de carácter legislativo.

En este orden de ideas, el sustento constitucional y legal del presente proyecto de 
ley se basa en los artículos 150, 154, 334, 339, 341 y 345 de la Constitución Política; 
las Leyes 819 de 2003, 715 de 2001 y 1176 de 2007.

Para determinar la importancia en el estudio de impacto fiscal el proyecto de ley que 
decreta gasto público, es menester resaltar el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 el 
cual exige en todo proyecto de ley, ordenanza o acuerdo que ordene gastos o 
conceda beneficios tributarios se explicite cuál es su impacto fiscal y se establezca 
su compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo que dicta anualmente el 
Gobierno nacional, es por ello que se constituye en un importante instrumento de 
racionalización de la actividad legislativa, con el fin de que ella se realice con 
conocimiento de causa de los costos fiscales que genera cada una de las leyes 
aprobadas por el Congreso de la República. 

A su vez, permite que las leyes dictadas, estén en armonía con la situación 
económica del país y con la política económica trazada por las autoridades 
correspondientes. Ello contribuye ciertamente a generar orden en las finanzas 
públicas, lo cual repercute favorablemente en la estabilidad macroeconómica del 
país. De la misma manera, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
mencionado artículo 7° ha de tener una incidencia favorable en la aplicación efectiva 
de las leyes, ya que la aprobación de las mismas solamente se producirá después 
de conocerse su impacto fiscal previsible y las posibilidades de financiarlo. Ello 
indica que la aprobación de las leyes no estará acompañada de la permanente 
incertidumbre acerca de la posibilidad de cumplirlas o de desarrollar la política 
pública en ellas plasmada.

Frente al particular, es menester resaltar lo dispuesto en Sentencia C-411 de 2009, 
mediante la cual la Corte Constitucional señaló que el Congreso está facultado para 
presentar proyectos que comporten gasto público, pero la inclusión de las partidas 
presupuestales en el presupuesto de gastos es facultad exclusiva del Gobierno. 
También ha indicado que el legislador puede autorizar al Gobierno nacional para 
realizar obras en las entidades territoriales, siempre y cuando en las normas se 
establezca que el desembolso procede a través del sistema de cofinanciación.

En el mismo sentido en Sentencia C-502 de 2007, la Honorable Corte Constitucional 
consideró que los primeros tres incisos del artículo 7° de la Ley 819 de 2003 (¿) 
debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se dicten 
tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras 
insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto 
legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda. Y en ese proceso de racionalidad 
legislativa la carga principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es el que 
cuenta con los datos, los equipos de funcionarios y la experticia en materia 
económica. Por lo tanto, en el caso de que los Congresistas tramiten un proyecto 
incorporando estimativos erróneos sobre el impacto fiscal, sobre la manera de 
atender esos nuevos gastos o sobre la compatibilidad del proyecto con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, le corresponde al Ministro de Hacienda intervenir en el 
proceso legislativo para ilustrar al Congreso acerca de las consecuencias 
económicas del proyecto. Y el Congreso habrá de recibir y valorar el concepto 
emitido por el Ministerio. No obstante, la carga de demostrar y convencer a los 
Congresistas acerca de la incompatibilidad de cierto proyecto con el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo recae sobre el Ministro de Hacienda. 

De conformidad con lo expuesto en el proyecto de ley, esta iniciativa se ajusta a las 
disposiciones constitucionales y legales que desarrollan principios fundamentales, 
tales como el Estado Social de Derecho, la democracia de participación y los 
principios de igualdad, solidaridad y concurrencia, entre otros. 

a. NORMATIVIDAD. 

El Estado colombiano está fundamentado en la multiculturalidad y el carácter 
pluriétnico de la población que habita nuestro país, por lo que tanto la Constitución 
Nacional como la Ley General de Cultura están orientadas a promocionar, proteger 
y crear espacios de identidad cultural que permitan alcanzar nuevas formas de 
integración con las familias colombianas y así obtener más amor y respeto por 
nuestras costumbres culturales. 
 

El Artículo 7° de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. 

 
Artículo 8°: dice que Es obligación del Estado y de las personas proteger las 

riquezas culturales y naturales de la nación. 

Artículo 70. Establece que El Estado tiene el deber de promover y fomentar el 
acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por 
medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y 
profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional. 
La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El 
Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en el país. El 
Estado promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los 
valores culturales de la nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimiento y la expresión artística son libres.
Los planes de desarrollo económico y social incluirán el fomento a las ciencias 
y, en general, a la cultura. El Estado creará incentivos para personas e 
instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás 
manifestaciones culturales y ofrecerá estímulos especiales a personas e 
instituciones que ejerzan estas actividades.

Artículo 72. El patrimonio cultural de la nación está bajo la protección del 
Estado. El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la 
identidad nacional, pertenecen a la nación y son inalienables, inembargables e 
imprescriptibles. La ley establecerá los me canismos para readquirirlos cuando se 
encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales que 
pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica.

Ley 397 de 1997 o ley General de Cultura.

De acuerdo con el numeral 3 del artículo 1º de la Ley 397 de 1997, y en el enunciado 
de los principios fundamentales y definiciones de esta ley, establece El Estado 
impulsará y estimulará los procesos, proyectos y actividades culturales en un marco 
de reconocimiento y respeto por la diversidad y variedad cultural de la nación 
colombiana.
En el numeral 5 señala que Es obligación del Estado y de las personas valorar, 
proteger y difundir el patrimonio cultural de la nación. Asimismo, en el numeral 11 
establece que El Estado fomentará la creación, ampliación y adecuación de 
infraestructura artística y cultural y garantizará el acceso de todos los colombianos 
a la misma.
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Artículo 4° del Título II, Patrimonio Cultural. Definición de patrimonio cultural de la 
nación. ¿El patrimonio cultural de la nación está constituido por todos los bienes y 
valores culturales que son expresión de la nacionalidad colombiana, tales como la 
tradición, las costumbres y los hábitos, así como el conjunto de bienes inmateriales 
y materiales, muebles e inmuebles, que poseen un especial interés histórico, 
artístico, estético, plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, ambiental, 
ecológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, científico, testimonial, 
documental, literario, bibliográfico museológico, antropológico y las 
manifestaciones, los productos y las representaciones de la cultura popular.
Las disposiciones de la presente ley y de su futura reglamentación serán aplicadas 
a los bienes y categorías de bienes que siendo parte del patrimonio cultural de la 
nación pertenecientes a las épocas prehispánicas, de la Colonia, la Independencia, 
la República y la Contemporánea, sean declarados como bienes de interés cultural, 
conforme a los criterios de valoración que para tal efecto determine el Ministerio de 
Cultura.

El artículo 5° del Título II, Patrimonio Cultural. Objetivos de la política estatal en 
relación con el patrimonio cultural de la nación. Modificado por el artículo 2°, Ley 
1185 de 2008. La política estatal en lo referente al patrimonio cultural de la nación, 
tendrá como objetivos principales la protección, la conservación, la rehabilitación y 
la divulgación de dicho patrimonio, con el propósito de que este sirva de testimonio 
de la identidad cultural nacional, tanto en el presente como en el futuro.
Artículo 18, del Título III, del fomento y los estímulos a la creación, a la investigación 
y a la actividad artística y cultural: De los estímulos. El Estado, a través del Ministerio 
de Cultura y las entidades territoriales, establecerá estímulos especiales y 
promocionará la creación, la actividad artística y cultural, la investigación y el 
fortalecimiento de las expresiones culturales. Para tal efecto establecerá, entre otros 
programas, bolsas de trabajo, becas, premios anuales, concursos, festivales,
talleres de formación artística, apoyo a personas y grupos dedicados a actividades 
culturales, ferias, exposiciones, unidades móviles de divulgación cultural, y otorgará 
incentivos y créditos especiales para artistas sobresalientes, así como para 
integrantes de las comunidades locales en el campo de la creación, la ejecución, la 
experimentación, la formación y la investigación a nivel individual y colectivo en cada 
una de las siguientes expresiones culturales:

a) Artes plásticas;
b) Artes musicales;
c) Artes escénicas;

d) Expresiones culturales tradicionales, tales como el folclor, las artesanías, la
narrativa popular y la memoria cultural de las diversas regiones y comunidades del 
país;

e) Artes audiovisuales;
f) Artes literarias;
g) Museos Museología y Museografía;
h) Historia;
i) Antropología;
j) Filosofía;
k) Arqueología;
l) Patrimonio;
m) Dramaturgia;
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Atentamente,

NEVARDO ENEIRO RINCÓN VERGARA
Representante a la Cámara por el Departamento de Arauca

PROYECTO DE LEY NÚMERO 469 DE 2020 
CÁMARA

por medio del cual se crean incentivos para la 
prestación del servicio militar en Colombia.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS PROYECTO DE LEY N°         POR MEDIO DEL 
CUAL SE CREAN INCENTIVOS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

MILITAR EN COLOMBIA 

 

SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA  

Marco Jurídico 

 Ley 48 de 1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y 

Movilización” en su artículo 13 reglamenta las modalidades de prestación del 

servicio militar en Colombia  

<<Artículo 13>> Lay 48 de 1993 “El Gobierno podrá establecer diferentes 

modalidades para atender la obligación de la prestación del servicio militar 

obligatorio. 

Continuarán rigiendo las modalidades actuales sobre la prestación del servicio 

militar: 

a. Como soldado regular, de 18 a 24 meses. 

b. Como soldado bachiller, durante 12 meses. 

c. Como auxiliar de policía bachiller, durante 12 meses. 

d. Como soldado campesino, de 12 hasta 18 meses. 

PARÁGRAFO 1o. Los soldados, en especial los bachilleres, además de su 

formación militar, y demás obligaciones inherentes a su calidad de soldado, deberán 

ser instruidos y dedicados a la realización de actividades de bienestar social a la 

comunidad y en especial a tareas para la preservación del medio ambiente y 

conservación ecológica. 
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PARÁGRAFO 2o. Los soldados campesinos prestarán su servicio militar obligatorio 

en la zona geográfica en donde residen. El Gobierno Nacional organizará tal servicio 

tomando en cuenta su preparación académica y oficio”.

En su artículo 10 se manifiesta quienes están en la obligación de prestar el servicio 

militar obligatorio: 

<<Artículo 10>> Ley 48 de 1993, Todo varón colombiano está obligado a definir su 

situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción 

de los estudiantes de bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de 

bachiller.

La obligación militar de los colombianos termina el día en que cumplan los cincuenta 

(50) años de edad.

PARÁGRAFO. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> La mujer colombiana prestará el 

servicio militar voluntario, y será obligatorio cuando las circunstancias del país lo 

exijan y el Gobierno Nacional lo determine y tendrán derecho a los estímulos y 

prerrogativas que establece esta Ley no importando la modalidad en que se preste 

el servicio.

En su artículo 30 se reglamenta la tarjeta del reservista: 

<<Artículo 30>> Lay 48 de 1993 Tarjeta de reservista es el documento con el que 

se comprueba haber definido la situación militar. Este documento será expedido con 

carácter permanente por las Direcciones de Reclutamiento y Control Reservas de 

las respectivas Fuerzas para las tarjetas de reservista de primera clase.

La Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército expedirá todas 

las tarjetas de reservista de segunda clase, así como las tarjetas de reservista de 

primera clase para los miembros de la Policía Nacional.

PARÁGRAFO 1o. A las tarjetas tanto de primera como de segunda clase, se les 

asignará el número correspondiente al documento de identidad vigente.

PARÁGRAFO 2o. Las tarjetas expedidas con anterioridad a la presente Ley 

conservarán su número inicial hasta que sea solicitado el duplicado, al que se le 

asignará el número correspondiente al documento de identidad.

Ley 548 de 1999

En su artículo 2 modifica el artículo 13 de la Ley 418 de 1998:

<<Artículo 2>> Ley 418 de 1998 “El artículo 13 de la Ley 418 de 1997, quedará así: 

"Artículo 13. Los menores de 18 años de edad no serán incorporados a filas para la 

prestación del servicio militar. A los estudiantes de undécimo grado, menores de 

edad que, conforme a la Ley 48 de 1993, resultaren elegidos para prestar dicho 

servicio, se les aplazará su incorporación a las filas hasta el cumplimiento de la 

referida edad. Si al acceder a la mayoría de edad el joven que hubiere aplazado su 

servicio militar estuviere matriculado o admitido en un programa de pregrado en 

institución de educación superior, tendrá la opción de cumplir inmediatamente su 

deber o de aplazarlo para el momento de la terminación de sus estudios. Si optare 

por el cumplimiento inmediato, la institución educativa le conservará el respectivo 

cupo en las mismas condiciones; si optare por el aplazamiento, el título 

correspondiente sólo podrá ser otorgado una vez haya cumplido el servicio militar 

que la ley ordena. La interrupción de los estudios superiores hará exigible la 

obligación de incorporarse al servicio militar. La autoridad civil o militar que 

desconozca la presente disposición incurrirá en causal de mala conducta 

sancionable con la destitución.

PARAGRAFO. El joven convocado a filas que haya aplazado su servicio militar 

hasta la terminación de sus estudios profesionales, cumplirá su deber constitucional 

como profesional universitario o profesional tecnólogo al servicio de las fuerzas 

armadas en actividades de servicio social a la comunidad, en obras civiles y tareas 

de índole científica o técnica en la respectiva dependencia a la que sea adscrito 

necesite. En tal caso, el servicio militar tendrá una duración de seis meses y será 

homologable al año rural, periodo de práctica, semestre industrial, año de judicatura, 

servicio social obligatorio o exigencias académicas similares que la respectiva 

carrera establezca como requisito de grado. Para los egresados en la carrera de 

derecho, dicho servicio militar podrá sustituir la tesis o monografía de grado y, en 

todo caso, reemplazará el servicio social obligatorio a que se refiere el artículo 149 

de la Ley 446 de 1998”.

Ley 1861 de 2017

En la Ley 1861 en su artículo 68 se aclara donde se da la ubicación del servicio 

militar: 

<<Artículo 68>> de la Ley 1861 de 2017, Es el acto a través del cual el Comandante 

de Fuerza, el Director General de la Policía Nacional, el Director del Inpec o la 

autoridad en la que estos deleguen, asigna a una unidad o repartición a un Soldado, 

infante de Marina, Soldado de Aviación y Auxiliar de Policía o Auxiliar del Cuerpo 

de Custodia, cuando es incorporado para la prestación del Servicio Militar 

Obligatorio, en las áreas geográficas que determine cada Fuerza, la Policía Nacional 

o el Inpec.

MARCO HISTORICO DEL SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA 

En 1886 se reglamenta oficialmente en Colombia el tomar armas en defensa de las 

Instituciones, a través de la constitución del mismo año, durante casi 50 años la 1 

de 1945 y su decreto reglamentario el 2200 fueron el marco normativo de las fuerzas 

armadas en Colombia, otras fechas representativas como el año de 1961 cuando 

se estableció el 4 de Julio como el día del reclutamiento, sin duda alguna con la Ley 

48 de 1993 se reglamenta y agilizan los procesos de reclutamiento y certificados 

expedidos por el cumplimiento del mismo, de igual manera reglamenta el servicio 

voluntario para las mujeres en Colombia, millones de Colombiano han prestado este 

servicio en favor del País en su mayoría personas de escasos recursos. 

DEFICIT DE POLICIAS Y MILITARES EN COLOMBIA 

“Una distribución más equitativa del pie de fuerza en los territorios y especializar y 

orientar a los agentes en formación es el reto que debe plantearse la Policía 

Nacional ad portas de la eventual jubilación de 40.000 uniformados en los próximos 

4 años, lo que dejaría un déficit de 20.000 agentes, indicó Jorge Ávila, secretario 

del Interior del Atlántico.

Las solicitudes de retiro se han incrementado luego de que en septiembre de 2018 

el Consejo de Estado declarara la nulidad de la norma que fijaba entre 20 y 25 años 

el tiempo de servicio requerido para acceder a la asignación de retiro del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional incorporado al 31 de diciembre del 2004 , 

que estaba dispuesto en el artículo 2 del Decreto 1858 de 2012”1.

ESCUELAS DE FORMACIÓN MILITAR Y POLICIAL EN COLOMBIA 

El Sector defensa de Colombia cuenta con Escuelas de Formación Militar y 

Policial Adscritas al Ministerio de Defensa Nacional, son 56 de ellas que se 

encuentran en el territorio Nacional:

ECUELAS DE FOMRACIÓN MILITAR Y POLICIAL EN COLOMBIA 

Escuela de Fuerzas Especiales

1 Rescatada el 20 de enero de 2020 de la pagina https://www.elheraldo.co/barranquilla/estiman-que-en-2022-deficit-de-policias-sera-
de-20000-645351 
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Escuela Militar de Aviación ""Marco Fidel Suarez"

Escuela de Seguridad Vial

Escuela de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario

Escuela de Aviación Policial

Escuela de Logística

Escuela de Entrenamiento y Reentrenamiento Táctico

Escuela de Policía Militar

Escuela de Policía ""Rafael Reyes"

Escuela Superior de Guerra

Escuela de Carabineros ""Alejandro Gutierrez"

Escuela de Granaderos ""Gabriel Gonzáles"

Escuela Naval de Suboficiales ARC “Barranquilla”

Escuela de Cadetes de Policía General ""Francisco de Paula Santander"

Escuela de Tiro

Escuela de Policia ""Antonio Nariño"

Escuela Militar de Cadetes ""General Jose Maria Córdova"

Centro de Educación Militar

Escuela de Carabineros Provincia de Vélez ""MG. Manuel José López 

Gómez"

Escuela Militar de Suboficiales ""Sargento Inocencio Chincá"

Escuela de Suboficiales ""Gonzalo Jimenez de Quesada"

Escuela de Asuntos Jurídicos del Ejército

Escuela de Artillería ""General Carlos Julio Gil Colorado"

Escuela de Telemática y Electrónica ""TC. Jorge Mauledoux Barón"

Escuela de Ingenieros Militares

Escuela de Policía Provincia de Sumapaz

Escuela de Policía ""Simón Bolívar"

Escuela Guias y Adiestramiento Canino

Escuela de Paracaidismo Militar

Escuela de Policía Yuto ""Miguel Antonio Caicedo Mena"

Escuela de Investigación Criminal

Escuela de Armas y Servicios

Escuela Antisecuestro y Antiextorsión

Escuela de Equitación

Escuela de Policía ""Carlos Eugenio Restrepo"

Escuela Naval de Cadetes ""Almirante Padilla"

Escuela de Infantería

Escuela de Inteligencia y Contrainteligencia ""BG. Ricardo Charry 

Solano"

Escuela de Formación de Infantería de Marína

Escuela de Caballería

Centro Nacional de Entrenamiento

Escuela de Carbineros ""Rafael Nuñez"

Escuela de Soldados Profesionales

Centro Nacional de Operaciones Policiales

Escuela de Posgrados de la FAC ""Ct. José Edmundo Sandoval"

Escuela Metropolitana de Bogotá ""Teniente Coronel JULIAN ERNESTO 

GUEVARA CASTRO"

Escuela de Policia ""Eduardo Cuevas"

Escuela de Comunicaciones

Escuela de Aviación Ejercito ""BG. JOSE DELFIN TORRES DURAN"

Escuela de Lanceros

Escuela Policial de Posgrados ""Miguel Antonio Lleras Pizarro"

Escuela de Policía ""Carlos Holguín Mallarino"

Escuela de Suboficiales FAC ""Capitán Andrés María Díaz"

Escuela Nacional de Carabineros ""Alfonso López Pumarejo"

Escuela de Policía en Protección y Seguridad

Escuela de Misiones Internacionales y Acción Integral
Fuente: Ejercito de Colombia; https://www.datos.gov.co/widgets/4ppk-ii2q

Las cuales se dividen de la siguiente manera: Centros de Entrenamiento (1); 

Escuelas de Capacitación (10); Escuelas de Entrenamiento (5); Escuelas de 

Especialidades (8); Escuelas de Formación (15); Escuelas de Mando I.E.S (3); 

Institutos de Educación Superior (8); I.E.S Escuelas de Formación (5). 

Fuente: Ejercito Nacional, elaboración propia. 

Con respecto al lugar de ubicación se encuentran en: Región Andina (43); Región 

Caribe (5); Región Orinoquía (1); Región Amazónica (1); Región Pacifico (1). 
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Centro de entrenamiento Escuelas de Capacitación

Escuelas de Entrenamiento Escuelas de Especialidades

Escuelas de Formación Escuelas de Mando I.E.S.

Instituto de Educación Superior I.E.S Escuela de Formación

Fuente: Ejercito Nacional, elaboración propia

BONDANDES ACADÉMICAS DE LA FORMACIÓN MILITAR

Según la sentencia C1293 – 01 de la corte Constitucional, “tenemos que la 

formación de los oficiales y suboficiales es impartida en entidades de educación 

superior de carácter público, específicas para tal fin, y que dicha formación requiere 

la previa terminación del ciclo de educación media por parte del alumno,Todo lo 

anterior es importante, pues la norma que se examina se refiere justamente a los 

grados que el Gobierno imparte a los oficiales y suboficiales de las Fuerzas 

Militares. Debe destacarse también, que las referidas escuelas deben corresponder 

a alguna de las modalidades legales de instituciones de educación superior.

Ahora bien, las instituciones de educación superior pueden revestir una de las 

siguientes modalidades: a) Instituciones Técnicas Profesionales; b) Instituciones 

Universitarias o Escuelas Tecnológicas; c) Universidades. Los programas 

académicos que ofrecen las primeras conducen a la obtención de título de “técnico 

profesional” en la ocupación o área correspondiente. Por su parte, “los ofrecidos por 
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las instituciones universitarias o escuelas tecnológicas, o por una universidad, 

conducen al título en la respectiva ocupación, caso en el cual deberá anteponerse 

la denominación de: “Técnico Profesional en..” Si hacen relación a profesiones o 

disciplinas académicas, al título podrá anteponerse la denominación de: 

“Profesional en ...” o “Tecnólogo en ...” (Ley 30 de 1992, artículo 25).”

Por lo anterior se puede determinar la formación militar como una formación 

castrense y académica que permite desarrollar capacidades intelectuales. 

PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 

En el decreto 2411 de 2019 se reglamenta el Presupuesto General de la Nación 

para la vigencia 2020, en el cual podemos detallar las herramientas presupuestales 

con las que cuenta el Ministerio de Defensa Nacional para la oferta educativa de los 

hombres que aspiran a ser miembros de las fuerzas armadas de Colombia, el cual 

para el sector Defensa será de 35,7 Billones de pesos dentro de este presupuesto 

de manera autónoma se encuentra recursos para las Escuelas de Formación Militar 

y de Policía. 

PERTINENCIA DEL PROYECTO DE LEY

Los bachilleres reclutados por las fuerzas militares de Colombia no solamente 

prestan un servicio a las Fuerzas Armadas prestan un servicio integral al país, a 

través de según la Ley 48 de 1993 “realización de actividades de bienestar social a 

la comunidad y en especial a tareas para la preservación del medio ambiente y 

conservación ecológica” que se ve reflejado en condiciones de seguridad, 

movilidad, cuidado del medio ambiente, condiciones de conexiones viales y es un 

instrumento de articulación de las fuerzas militares con todas las demás 

instituciones territoriales y nacionales. 

Existe un déficit de policías y militares en el País ya que se ha desestimulado en los 

últimos años esta noble y vital labor para la nación y que no solo tiene componente 

militar sino con una academia que ya cuenta con 56 Escuelas de formación Policiva 

y Militar, este proyecto de Ley busca articular el servicio militar obligatorio y las 

escuelas de formación superior de las Fuerzas militares de Colombia y que con su 

presupuesto actual puedan brindarle formación gratuita en el Grado de Suboficiales 

a todos los Colombianos que prestan este servicio militar en Colombia. 

EDWIN ALBERTO VALDÉS RODRÍGUEZ 

H. Representante a la Cámara 

Departamento de Caquetá 

TEXTO PROYECTO DE LEY N°          POR MEDIO DEL CUAL SE CREAN 
INCENTIVOS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA

El Congreso de Colombia Decreta, 

Artículo 1. Objeto. Incentivar el Servicio Militar Obligatorio en Colombia con 

las Formaciones en los Grados de Sub Oficial del Ejército Nacional, Armada 

Nacional, Fuerza Aérea de Colombia y experiencia para la Policía Nacional 

de Colombia. 

Artículo 2. Incentivo por la prestación del Servicio Militar Obligatorio en 
la República de Colombia. El Ministerio de Defensa Nacional y las Escuelas 

de Formación Militar y Policial de Colombia, entregaran una beca del 100% 

de la formación para el grado de Sub Oficial para el Ejército de Colombia, 

Armada Nacional, Fuerza Área de Colombia para aquellos ciudadanos que 

hayan prestado el Servicio Militar Obligatorio, para el caso de la Policía 

Nacional será homologado el tiempo del servicio militar como experiencia en 

su carrera de ingresar como Patrullero de la Institución.

Parágrafo uno. Los cupos a entregar y la reglamentación para su 

adjudicación, serán potestad de la disponibilidad presupuestal del Ministerio 

de Defensa y no requerirá de presupuesto adicional.

Parágrafo dos. El tiempo límite para máximo para acceder al beneficio será 

de 12 meses a partir de la expedición de la tarjeta militar de primera clase 

por parte de las fuerzas militares de Colombia. 

Artículo 3. Vigencia. La Presente Ley rige a partir de su promulgación y 

deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

EDWIN ALBERTO VALDÉS RODRÍGUEZ 

H. Representante a la Cámara 

Departamento de Caquetá
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